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JNTRODUCCION 

Al redactar la Ley Federal del Trabajo, el legislador a tenido la intención de que sea 

comprensible no sólo para los juristas y expertos en la materia, sino para el común de las 

personas y especialmente los trabajadores en general. 

Sin embargo, el Derecho Laboral presenta una serie de peculiaridades, principios y 

tecnicismos que indudablemente, limitan en gran medida el logro de tal objetivo y el 

entender de la norma. 

En ese orden, al elaborar el presente trabajo, intitulado "Los medios de prueba en el 

procedimiento laboral, oportunidad para ofrecerlas" me propuse facilitar, de modo 

especial la identificación de los diferentes medios de prueba y el momento procesal 

oportuno para ofrecerlas. 

Dentro del esquema del Derecho Procesal del Trabajo debemos de conocer con exactitud 

las normas de competencia, esas que nos dan el conocimiento necesario para saber a que 

Tribunal Laboral acudir, sea este de carácter Federal o Local. Identificamos la 

jurisdicción y funciones de las Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

Por ello, en el primer capitulo abordo bajo el rubro antecedentes históricos algunos 

temas elementales como es lo relativo a la esencia y fines del derecho del trabajo, los 

principios procesales que regulan el derecho laboral y las fuentes del derecho del trabajo 

en particular. 



No podemos hablar del derecho del trabajo si ignoramos cuales son las bases 

constitucionales, no solamente el articulo 123 de la Constitución General de la 

República, también juega un papel importante el articulo 5° , el articulo 32 plrrafos ll y 

IV, y desde luego el articulo 73 en su fracción X, éste último involucra directamente al 

legislador en la confonnación de la norma laboral. 

En el segundo capitulo realizo una semblanza de los conceptos generales que regulan .el 

derecho procesal, el derecho procesal del trabajo, proceso y procedimiento, las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje, la conciliación, aspectos medulares sobre la demanda 

y excepciones y detallo aspectos centrales sobre el ofrecimiento y la admisión de 

pruebas. 

Aqul es importante la distinción de la norma formal y la material, porque en las primeras 

tenemos la creación de los órganos reguladores y del procedimiento que el mismo debe 

seguir; las segundas, nos dan el contenido del acto judicial o administrativo de dicho 

órgano. De ahí la importancia del derecho procesal. 

La diferencia entre proceso y procedimiento es sustancial en los procesos reguladores de 

los conflictos laborales, es por ello que su identificación es primordial, porque sienta la 

base esquemática y el orden a seguir en las contiendas laborales. 

El tercer capitulo nos habla sobre la importancia de la acción y la excepción, así como 

de los elementos de la acción, la clasificación de las acciones, la acción en el derecho del 

trabajo, las acciones ejercitables en el derecho del trabajo, las excepciones, la 

clasificación de las excepciones y la clasificación de las excepciones en materia laboral. 

Cómo es sabido por todos los estudiosos del derecho, la acción es la base de toda 

contienda juridica y la excepción, dentro de su clasificación, la única forma de destruir o 

dilatar esas acciones. No existe dentro del derecho procesal otro mecanismo que inhiba a 

la acción, de ahí la importancia de su estudio. 
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En el cuarto y último capitulo identifico los medios de prueba y la fonna como deben 

ofrecerse; de la pnicba en sentido estricto, de los principios generales de la pnieba, de la 

prueba en materia laboral, de la clasificación de los medios de pnieba y del ofrecimiento 

depniebas. 

Doy un concepto amplio de lo que es la prueba y abundo en su objeto y motivos con 

claridad y conocimiento de causa, desarrollando un concepto muy peculiar sobre la 

indiVidualidad de cada medio de prueba y Ja f onna como esta debe ofrecerse al Tribunal 

Laboral. 

Incluyo a lo largo de todo el estudio las principales jurisprudencias dictadas por los 

Tribunales Colegiados de Circuito, asi como de Ja Suprema Corte de Justicia de la 

Nación que son de gran utilidad en el cotidiano litigar y en el entendimiento del 

presente. 

Concluimos Ja presente investigación con las conclusiones del estudio que reflejan la 

imperante necesidad de una rama del derecho que considerara las particularidades 

propias de Jos negocios surgidos por las diferencias obrero patronales y la participación 

del Estado en la impartición de justicia laboral, eminentemente emanado en principio del 

Derecho Procesal en General. 

TfSIS C~:N 
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ANTECEDENTES NSTDRICOS 

CAPÍTUWI 

ANTECEDENTES HISTÓRICOS 

t.l Esencia ,y fines del derecho del tnbajo 

Es en el articulo 5° y en el 123 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos en el cual descansa la esencia misma del derecho del trabajo y es ahí donde 

encontramos una serie de garantías que el Estado reconoce a favor de la clase 

trabajadora. En un principio se pensaba que dicha esencia descansaba únicamente en el 

articulo 123, pero no es as!, ya que el articulo 5° nos consagra la libertad de que todo 

individuo, sea hombre o mujer, puede dedicarse a la profesión o trabajo que le acomode, 

siendo estos licitos. 

Esta libertad al trabajo sólo puede vedarse por determinación judicial cuando se atacan 

los derechos de tercero o por resolución administrativa de la autoridad gubernamental si 

se ofenden los derechos de la sociedad. 

De igual forma, tutela la justa retribución por las actividades laborales que se 

desempeñen y resguarda el sacrificio de la libertad de las personas por cualquier causa; 

prohibe la renuncia temporal o permanente de cualquier actividad profesional que 

realicen los trabajadores. 

Es trascendental la importancia de dicho precepto constitucional que el trabajo por si 

sólo representa una garantía para el trabajador y es, precisamente, en la esfera de las 

relaciones de trabajo en donde se reconoce la existencia de organismos o asociaciones 

laborales y patronales. 



Este mismo articulo nos ventila la importancia desde el marco constitucional del 

contrato de trabajo y de tas obligaciones que en él se plasman, asl como de las 

responsabilidades civiles que recaen en el trabajador, sin que pueda coaccionársele. 

En cuanto al articulo 123 de la Constitución, independientemente de las reformas y 

adicciones que se le han hecho desde el 31 de agosto de 1929 hasta el 31 de diciembre 

de 1994, siguen existiendo los sujetos de la relación jurldica en que se traduce la 

garantía social, por un lado, las clases sociales desvalidas, esto es, carente de los médios 

de producción, en una palabra, por la clase trabajadora, es decir, por aquella que en el 

proceso productivo tiene injerencia a través de su energia ¡iersonal o trabajo, y, por el 

otra lado, el grupo social detentador de los medios de producción o capitalistas, también 

conocidos como patrones, o sea, por aquel que en la producción intervine, no con su 

labor personal, sino mediante la utilización de bienes de capital de que es poseedor o 

propietario. 

Es importante destacar que dicho articulo resalta al trabajo digno y socialmente útil, asi 

como la promoción de empleos y la organización social para el trabajo y que sólo el 

Congreso de la Unión1 podrá expedir leyes sobre el trabajo que regirán tanto a obreros, 

jornaleros, empleados, empleados domésticos, artesanos y de manera general, todo 

contrato de trabajo. 

Nos consagra una jornada máxima de ocho horas y una nocturna de siete horas, prohibe 

el trabajo a los menores de 14 años y otorga por cada seis dias de trabajo uno de 

descanso, evita que las mujeres durante el embarazo hagan esfuerzos considerables y 

enmarca salarios mínimos profesionales y generales para los trabajadores, asi como una 

igualdad entre salario y trabajo sin discriminar seKo y nacionalidad; además, garantiza 

para el trabajador una participación en las utilidades de la empresa y señala las reglas en 

cuanto a las jornadas extraordinarias y como deben de ser remuneradas, entre otros 

aspectos. 

1 El Congreso de Ja Unión se integra por la Cámara Ji: DiputuJns y Ju Cúm:ira de &.iu1don.-s. El dl.'n.'Cho di! iniciur 
k.ycs comr11.:tc u1 Prcsidcnh! de la R ... 11Uhlic:1, Diput11dos y Scrnulorcs y Rl COllGiCSO de la Uni<'in en el ámbito rcJ..:rul. 



ANTECEDENIES HSTORJCOS 

Pero, independientemente de lo anterior, del articulo 123 que enmarca nuestra Cana 

Magna, también podemos derivar un contenido general con las siguientes caracteristicas: 

a) El derecho individual del trabajo comprende, a su vez, la autonomía privada en 

las relaciones laborales; las condiciones generales de trabajo y los regímenes 

especiales de trabajo. 

b) La previsión social, dentro de la que se incluye el trabajo de mujeres, el estatuto 

laboral de los menores, el derecho habitacional, el régimen sobre higiene y 

seguridad, la capacitación profesional y los riesgos de trabajo. 

c) El derecho sindical que incluye la organización profesional, el pacto sindical o 

contrato colectivo de trabajo y el derecho de huelga. 

d) La administración laboral que comprende la naturaleza, organización y 

funciones de las autoridades del trabajo, y, 

e) El derecho procesal del trabajo. 

Los sujetos de la relación laboral que implica la garantia social bajo su aspecto general, 

son los dos grupos sociales y económicos ya mencionados. En consecuencia, si 

genéricamente la garantía social se concibe como una relación jurídica entre dos grupos 

sociales y económicos distintos, el trabajador y el patrón, particularmente se traduce en 

aquel vinculo de derecho que se entabla entre un trabajador individualmente considerado 

y un patrón o empresario bajo el mismo aspecto. 

Como toda relación jurídica la garantía social implica la existencia de derechos y 

obligaciones para sus sujetos. Dada la naturaleza de la garantía social, que consiste en 

que ésta es una medida juridica de preservación de la clase trabajadora en general y de 

los trabajadores en particular (bajo el concepto económico de tales), los derechos de la 

relación jurídica respectiva se derivan se originan a favor de los trabajadores. Así, 

recorriendo el artículos 5° y 123 constitucional que son los preceptos que más 

relevantemente contienen garantías sociales, se inferirá que los derechos que de éstas se 

derivan se constituyen a favor de los trabajadores y que, en consecuencia, las 

obligaciones se establecen a cargo de los capitalistas, salvo los consagrados en el 



ANTECEDENTES HSTORICOS 

articulo 5º en cuanto al contrato y a la responsabilidad civil. El calificativo, que se 

atribuye a los derechos y obligaciones emanadas de la relación jurídica que entraña la 

garantla social, es el de sociales, por corresponder a dos clases de la sociedad en general 

o a dos personas determinadas pertenecientes a las ya aludidas clases en particular 

(trabajador y patrón). 

En este marco, el Estado está obligado a tutelar y hacer que se respeten los derechos que 

se reconocen a favor de los trabajadores, pues constituyen una garantla social, por'lo que 

los fines del derecho del trabajo son jurídicos y económicos. 

La característica fundamental de los fines jurídicos es hacer efectiva la autonomia de la 

voluntad de las partes que forman una relación jurídica en la celebración de un contrato 

de trabajo. 

Las normas jurídicas son de carácter imperativo, irrenunciable y protegen al trabajador. 

Son normas jurídicas que regulan el contrato de trabajo y la relación de trabajo, porque 

garantizan la autonomia de la voluntad, regulan jurídicamente las condiciones de 

prestación del servicio y protegen a los trabajadores. 

En cuanto a los fines económicos, tenemos, como ya se dijo, que el trabajador es uno de 

los factores del ciclo de la producción al prestar sus servicios y, a cambio, recibe una 

serie de prestaciones que repercuten en la producción. El salario que el trabajador 

percibe también tiene su origen en esa esfera de la producción, con un impacto 

sustancial en la producción nacional. 

Desmembrando ese fin económico sustancial tenemos un fin inmediato, destinado a 

nivelar la condición de los trabajadores, garantizimdoles una vida humanitaria y 

decorosa orientado a la reivindicación social de los trabajadores mediante la instauración 

de un régimen más justo y más perfecto. 

4 



ANTECEDENTES HSTORICOS 

1.2 Principios procesales 

Dentro de una acepción filosófica, son las máximas o verdades universales del derecho 

procesal del trabajo que han servido para orientar a la ley positiva. De acuerdo con la 

escuela histórica, los principios de derecho son aquellos que han nacido de los pueblos a 

través de su devenir histórico, en el tiempo y en el espacio, y que igualmente han sido 

fuentes de inspiración para los legisladores, al crear el acto legislativo, es decir, han 

servido para orientar al derecho mismo. 

El derecho del trabajo se rige por principios muy especiales y particulares que poco a 

poco le han dado autonomia. En efecto, el articulo 685 de la ley laboral, siguiendo los 

principios doctrinales determina: "El proceso del derecho del trabajo será público, 

gratuito, lirmediato, predominantemente oral y se iniciará a instancia de parte. Las 

juntas tendrán la obligación de tomar las medidas necesa1ias para lograr la mayor 

econom/a, conce/lfración y sencillez del proceso. 

Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en cuanto a que no comprenda todas 

las prestaciones que de acuerdo con esta Ley deriven de la acción intentada o 

procedente, conforme a los hechos expuestos por el trabajador, la Junta, en el momento 

de admitir la demanda, subsanará ésta. Lo anterior sin perjuicio de que cuando la 

demanda sea oscura o vaga se procederá en los términos previstos en el articulo 873 de 

esta Ley". 

Del análisis de dicha norma juridica, se derivan los siguientes principios procesales del 

derecho laboral mexicano, como son: publicidad, gratuidad, inmediatez, oralidad, 

di.lpositil'O, econom/a, sencillez, concentración, suplencia, y laudos en conciencia, éste 

último poco conocido pero consagrado en el articulo 849 de la Ley Federal del Trabajo. 

Derivado de lo anterior, los principios {ITOCesales orie/lfan el procedimiento para lograr 

que el mismo pueda desarrollares adec11adame111e de acuerdo con la nat11rale:a de la 

ctmtrm•ersia plcmteada. 



ANTECEDENTES HSTORICOS 

1.2.1 Principio dr publicidad 

Esta caracteristica se deriva del articulo anteriormente trascrito y se encuentra 

refrendada en el numeral 720 de la Ley Federal del Trabajo al sellalar: "Las audiencias 

serán públicas. La Junta podrá ordenar, de oficio o a instancia de parte, que sean a puerta 

cerrada, cuando lo exija el mejor despacho de los negocios, la moral o las buenas 

costumbres". 

Lo anterior implica que las Juntas de Conciliación y Arbitraje deben permitir en el 

desarrollo de las audiencias la presencia del público interesado en presenciarlas, claro 

con la sola limitante de que no intervengan o de alguna manera obstaculicen el 

desarrollo normal de las mismas y que por otra parte, las partes en conflicto pueden 

consultar en cualquier momento el contenido de los autos, escritos y el resultado de las 

audiencias. 

La historia juridica consigna que esta característica nació como consecuencia de la 

arbitrariedad de las autoridades de siglos pasados que llevaban los procesos en secreto, 

pues se piensa que al poder presenciar cualquier persona los actos del procedimiento la 

autoridad obrará imparcialmente y será mas justa al pronunciar el fallo. 

Sin embargo, existe una excepción y la consigna el propio articulo 720 en comento, 

cuando dispone al referirse a las audiencias: "La Junta podrá ordenar, de oficio o a 

instancia de parte, que sean a puerta cerrada, cuando lo exija el mejor despacho de los 

negocios, la moral o las buenas costumbres''. 

1.2.2 Principio de gratuidad 

La gratuidad en el proceso laboral es una caracteristica sustancial que está en función de 

la obligación del Estado en proporcionar al gobernado todos los elementos necesarios 

para resolver en forma gratuita y pacifica las controversias. Su base jurídica se encuentra 

6 



consignada en el numeral 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en su segundo párrafo al señalar: " ... Toda per¡ona tiene derecho a que se le 

administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 

términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e 

imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas 

judiciales." 

El articulo 19 de la Ley Federal del Trabajo también establece que todo tipo de 

actuación relacionado con las nonnas del trabajo no causará impuesto alguno. Sin 

embargo, los usos y costumbres le han otorgado una interpretación extensiva a esta 

disposición considerando que salvo los honorarios de los peritos contratados por las 

partes y los gastos en la ejecución de un laudo, todas las actuaciones laborales serán 

gratuitas. 

1.2.3 Principio de inmediatez 

Este principio es uno de los más importantes, pues implica que las autoridades 

encargadas de la administración de justicia, en la búsqueda de la verdad material tienen 

la obligación de estar en constante contacto personal con las partes y poseen la facultad 

de presenciar personalmente el desarrollo de las audiencias, y de esa fonna 

compenetrarse de todas las incidencias que se susciten durante el procedimiento. Lo que 

implica o presupone que la misma persona que representa a la autoridad sea la que 

reciba la demanda, conozca los prolegómenos del procedimiento y dicte el laudo que 

pone fin al juicio. 

Confonne a las últimas refom1as procesales este principio se hizo extensivo a las partes 

en conflicto, ya que el articulo 781 laboral consignó: "Las partes podrán interrogar 

libremente a las personas que intervengan en el desahogo de las pruebas, sobre los 

hechos controvertidos, hacerse mutuamente las preguntas que juzguen convenientes, y 

examinar los documentos y objetos que se exhiban." 



NITf.CEDEHTES HSTORICOS 

Por ello, las Juntas están obligadas a recibir todas las declaraciones y presenciar todos 

los actos de prueba, bajo la más estricta responsabilidad del funcionario que actúe; 

asimismo, los miembros de las Juntas podrán hacer libremente las preguntas que juzguen 

oportunas a las personas que intervengan en las audiencias, examinar documentos, 

objetos o lugares en atención de que el derecho procesal del trabajo es profundamente 

dinámico y humano, por la naturaleza misma de los intereses en juego. 

1.2.4 Principio de oralidad 

Es uno de los más distintivos en el proceso laboral que sobresale respecto a las demás 

ramas del derecho, implica el predominio de la palabra hablada sobre la escrita; sin que 

ello sea un impedimento para dejar constancia por escrito de todas las actuaciones que se 

dan a lo largo del procedimiento. Esta caracteristica se liga al articulo 713 de la Ley 

Federal del Trabajo que señala: "En las audiencias que se celebren se requerirá de la 

presencia fisica de las partes o de sus representantes o apoderados, salvo disposición en 

contrario de la Ley''. 

Con relación a lo anterior la Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

emitió su opinión, que aunque relacionada con la Ley Federal del Trabajo de 1970, sigue 

teniendo vigencia porque ésta caracteristica de oralidad se conservo en las reformas 

procesales de 1980. 

AUDIENCIAS EN EL JUICIO LABORAL. LAS PARTES DEBEN 

COMPARECER PERSONALMENTE.- Et procedimiento en materia laboral 

requiere que las p.irtcs comparezcan personalmente a las audiencias, y no por 

cscrilo; r.sto cs. que si una de las panes compm:cc por escrito. debe tcnérscle por 

no presente en la audiencia. pues los artlcutos 753. 759 y 7611 de la Le)' federal del 

Trabajo. (anlculos 87<>. 878 l' 880 de tas rcform.'5 de 1981>). se desprende que las 

partes. por si o por su representante deben ofrecer las pruclxls oralmente, asi como 

contestar la demanda en igual fomm. Esto no implica que los sujetos de la relación 

procesal no pueden scr\irsc de un escrito JXtr.t tal ofrecimiento o tal contestación, 



pero es indispensable que las panes CSll!n presentes y que los escritos 

com:spondicntcs &ean rqiroducidos y ratificados en la audiencia. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 58, QuintaPanc, página 13. 

De igual forma, el Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito expresa lo siguienle: 

PRINCIPIO DE ORALIDAD EN EL PROCESO LABORAL. El principio 

predominantemente oral, que entre otros rige el proceso laboral, establecido por el 

articulo 685 de la Ley Federal del Trabajo, obviamente obliga al juzgador a atender 

a lo que las portes exponen verbalmente en sus comparecencias. Por tanto, si en el 

escrito de contestación de demanda se asienta incorrectamente el nombre del 

demandado, pero oportunamente en la audiencia respectiva se aclara ..malmente el 

mismo, es claro que en acatamiento al principio aludido, la Junta debe atender a la 

aclaración oral c.'P'JC51a al respecto y no al error contenido en dicho escrito; y al no 

hacerlo, viola las garantlas de dicho demandado. 

Fuente: Seniaaario Judicial de la Federación. Tomo: 111, Segunda Parte·2, Enero a 

Junio de 1989, página 573. 

Con ello se confirma la naturaleza oral del proceso, toda vez que la ausencia fisica a la 

diligencia respectiva no puede sustituirse con promociones escritas. En ningún otro caso 

se destaca con tanta precisión Ja oralidad del procedimiento, esto se debe 

indudablemente a Ja necesidad de que haya un contacto directo entre Ja autoridad y el 

litigio, para un mejor conocimiento del negocio y Ja impartición de una auténtica justicia 

laboral. 

1.2.S Principio de instancia de parte 

Esta caracterlstka no es exclusiva del Derecho Procesal Laboral, pues se da en la 

generación de todos Jos derechos procesales, y significa que Ja autoridad no puede 

intervenir o iniciar el procedimiento si ésta no es instada por las partes, o sea no puede 

actuar de oficio. es decir, las Juntas de Conciliación y Arbitraje no pueden declararse si 

... 



los interesados no actúan, o sea, para que el poder jurisdiccional intervenga por conducto 

de sus titulares, es necesario que los particulares promuevan, impulsando el 

procedimiento. Este principio ha sido tratado por la doctrina juridica bajo el nombre de 

principio dispositivo y ha sido calificado como un verdadero triunfo de la libertad que 

garantiza la au tonomla en el ejercicio de la acción procesal. 

1.2.6 Principio de economia 

Este principio caracteriza los tramites simples, aumentando en la medida de la 

importancia del conflicto laboral, tiene implicaciones patrimoniales y persigue el ahorro 

de todo gasto innecesario en el juicio laboral. De igual forma, se emplea a petición de 

parte para abatir los tiempos entre las etapas procedimentales. Las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje Federales y Local~s lo emplean mucho, sobre todo para 

desahogar con mayor rapidez el número de expedientes que tienen. 

1.2:7 Principio de concentración 

Este principio consiste en la realización del mayor número posible de actos procesales 

en una sola audiencia. Trae como ventaja una mayor economia procesal y un impulso 

del procedimiento. El principio de concentración se encuentra precisado 

fundamentalmente en los siguientes articulas de la Ley Federal del Trabajo que expresan 

lo siguiente: 

"Articulo 761. Los incidentes se tramitarán dentro del expediente principal donde se 

promueva, salvo los casos previstos en esta Ley." 

"Articulo 763. Cuando se promueva un incidente dentro de una audiencia o diligencia, 

se substanciará y resolverá de plano, oyendo a las partes; continuándose el 

procedimiento de inmediato. Cuando se trate de nulidad. competencia y en lo· ·sos de 
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acumulación y excusas, dentro de las veinticuatro horas siguientes se seftalará dla y 

hora para la audiencia incidental, en la que se resolverá." 

"Articulo 848. Las resoluciones de las Juntas no admiten ningún recurso. Las juntas no 

pueden revocar sus resoluciones. 

Las partes pueden exigir la responsabilidad en que incurran los miembros de la junta." 

Dentro de la congruencia que representan los artlculos ya descritos y correlacionado con 

el articulo 686 del mismo ordenamiento legal, tenemos que los procedimientos 

paraprocesales se sustanciarán y resolverán en los términos señalados en Ley. Las 

mismas Juntas ordenarán que se corrija todo tipo de irregularidad u omisión que notaren 

en la sustanciación del proceso, para el efecto de regularizar el procedimiento sin que 

ello implique que puedan revocar sus propias resoluciones. 

Derivado de lo anterior, el principio de concentración es aquel que concentra el mayor 

número de actos procesales en una solo audiencia. 

1.2.8 Principio de sencillez 

También se le conoce a éste principio como informalidad en el proceso y consiste en 

pretender simplificar las diversas actuaciones del procedimiento con la mayor sencillez 

en la forma. Se pretende que la actuación de la autoridad sea expedita y llana, sin 

formalismos tradicionales que se utilizan en otras ramas del derecho. Se busca que la 

historia escrita sea clara, breve y despojada de expresiones retóricas y llamativas y 

formalismos insípidos y tediosos. 

Al respecto el artículo 687 de la Ley laboral expresa que: "En las comparecencias, 

escritos, promociones, o alegaciones, no se exigirá forma determinada; pero las partes 

deberán precisar los puntos petitorios". 

11 



Sin embargo, dicha facultad en los proyectos de laudos se encuentra limitada por la 

fracción IV del articulo 885, cuando declara que "Las consideraciones que fundadas y 

motivadas se deriven en su caso de la alegado y probado", ello con relación a la 

resolución. De aquí podemos inferir que cuando no estudian las cuestiones debatidas y 

los argumentos expuestos, analiz.ando todas y cada una de las pruebas aportadas, falta el 

principio de congruencia que debe mediar en los laudos y las pretensiones deducidas por 

las partes en el juicio, toda vez que en el proceso se deben respetar las garantias de 

legalidad, a11diencia,fiJ11dame11/acló11 y molivtició11. 

Con relación a lo expresado, el Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito expresa lo 

siguiente: 

PRINCIPIOS DE CELERIDAD Y SENC!LLEZ. SE INFRINGEN CUANDO NO 

SE PRECISA EN EL LAUDO, TERMINO PARA CUMI'Llll LA CONDENA. SI 

la Junta responsable omitió seilalar a la parte demandada el término en el que debla 

cumplir con la condena pronunciada en el laudo, esto con dosac:ato a lo dispuesto en 

el articulo 945 de la Ley Federal del Trabajo, al pre\'enir que los laudos deben 

cumplirse dentro de las setenta y dos horas siguientes al que surta efectos la 

nolificación, también infringió el articulo 844 de ese mismo ordenamiento juridico, 

en cuanto pm•é, que cuando la condena sea de eanlidad liquida, se establecerán en 

el propio laudo, sin na:csidad de incidente, las bases con arreglo a las cuales deben 

cumplimenta""- lo cual en forma total inobsen•ó el tribunal laboral, ya que no 

obslante que al emilir el laudo en el juicio, determinó que la parte actora acreditó 

los presupuestos de su acción )' que la demandada no acreditó sus c.'ecpciones y 

defensas, por lo que condenó al patrón, en ningún momento precisó el tiempo o 

término en el que éste debe cumplir con las prestaciones a que fue condenado, ello 

ob\'ÍO es, en demérito de los intereses del quejoso, pues b.1jo esas circunstancfas se 

falta a los principios de celeridad y scncillCL que rigen al pr0CC50 laboral. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: X, Diciembre de 

1999, Tesis: Vlll.lo.39 L, página: 759. 
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t.2.9 Principio de suplencia 

Es una característica muy discutida, porque modifica sustancialmente la esencia del 

derecho procesal, toda vez que prácticamente pone a la autoridad laboral en el doble 

carácter de juez y parte. En efecto, el articulo 685 en su segundo párrafo expresa: 

"Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en cuanto a que no comprenda todas 

las prestaciones que de acuC(do con esta Ley deriven de la acción intentada o 

procedente, conforme a los hechos expuestos por el trabajador, la Junta, en el momento 

de admitir la demanda, subsanará ésta. Lo anterior sin perjuicio de que cuando la 

demanda sea obscura o vaga se proceda en los términos previstos en el articulo 873 de 

esta Ley." 

A este respecto el articulo 873 laboral expresa: "Cuando el actor sea el trabajador o sus 

beneficiarios, la Junta, en caso de que notare alguna irregularidad en el escrito de 

demanda, o que estuviere ejercitando acciones contradictorias, al admitir la demanda le 

señalará los defectos y omisiones en que haya incurrido y lo prevendrá para que los 

subsane dentro de un término de 3 dlas." 

Esta modalidad incluida en la ley por el legislador desvirtúa por completo la naturaleza y 

el concepto moderno de la acción, que se considera un derecho autónomo, subjetivo, de 

orden público y de carácter eminentemente potestativo, que se dirige al Estado para la 

prestación de la actividad jurisdiccional. 

Luego entonces, se rompe con el conocido principio de igualdad o paridad procesal e 

inclusive pone a la autoridad en el campo de la parcialidad, al tener que actuar de oficio 

en beneficio de la clase trabajadora. 

Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación no le ve asi y considera como 

acertada la suplencia en beneficio del trabajador, por ser aquella clase social más 

desprotegida y carente de medios económicos para poder contratar un buen abogado. La 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la siguiente opinión: 
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SUPLENCIADELADl!FICmNCIADELAQUEJAENFAVORDELAPARTE 

PATRONAL, IMPROCl!DENCIA DE LA. El articulo 76 bil de la Ley de 

Amparo, en su frKCión IV, cstlblcCI: que en maleria labonl la supleucia l6lo ie 

aplica en favor del lrllbiljador; luego, resulta lnooncu9o que .., es dable la 

opcnnda de dicha lnstltuciónjurldica en favor del patlón. El anterior aserto deriva 

de una lntcrpmoclón gramatical, bisl6rica, sislem!tlca y finalista, que lleva a esta 

Segunda Sala 1 amclulr que la mplcDcla de la queja en la materia laboral 

únicamente ie justifica en fa\Vr del ttabajador, en lanlO que su finalidld es 

601\'Clltar la desigualdad procesal clC las plllcs y la necesidad de proteger bienes 

básk:os. La desigualdad pro<:e51l se SUSICnta, primordialmente, en el articulo 123 

constitucional y en la Ley Federal del Trabajo, que regula la relación laboral como 

un derecho de clases; asl como en la clrtunSlancia gctll!rica, consistente en la llll)'OI' 

posibilidad económica del patrón, lo cual le pcnnitc acceder a los servicios de 

mejores abogados, caso contrario del trabCljador; asl lambi~n. porque 11 tener el 

potrón la administración de la empresa, cuenta con una mcjor posibilidad de 

allegarse medios probatorios pora el juicio. La pltllccción a bienes básicos tiene 

como bosc el hecho de que la subsistencia del uabajador y de su familia, CIOll tcxlo 

lo que lle>'B impllcito, depende de su salario y prestaciones inherentes. razón que 

evidencia la importancia que tiene pan el trabajador un litigio derivado de la 

relación laboral. En tal vinud, al no existir tales justiliclntcs pan el patrón, por 

ningún moli\'o o pretexto es cometo apartane de los lineamientos del 1nlculo 76 

bis de la Ley de Amparo, ni l11Cll05 todavla interpretarlos o pretender soslayarlos 

por analogla o mayoría de razón, habida cuenta de que la fracción VI dcl susodicho 

articulo 76 bis no es aplicable pora suplir la deficiencia de la queja en fa\'Or del 

patrón, ni aun excepcionalmente, tratándose de una violación manifiesta de la ley 

que lo haya dejado sin defensa, tal y como ocurre por la falta do emplazamiento o 

su practica defectuosa, toda """ que la norma cspcclfica debe pm'alecer scbre la 

genérica, esto es, si la voluntad del legislador hubiera sido que en materia laboral se 

aplicara en f"''Or del patrón la fracción VI, hubiese utilizado un texto distinto, por 

ejemplo, la suplencia de la queja sólo se aplica en favor del trabajador "con 

excepción de lo previsto (o cualquier otra similar) en la fracción VI", lo cual no 

ocurrió ad; entonces. no tiene por que, interpretarse en otro sentido. Es menester 

Indicar que existe una c.xcepción deri\'ada de lo previsto en la fracción 1 del articulo 

76 bis de la Lo¡· de Amparo, esto cs. únicamente para el caso de que el acto 

rcclmnado se funde en leyes declaradas inconstiluclonalcs por la jurisprudencia de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, supuesto en el cual si es factible la 

suplencia en fa\'or del patrón. Conviene agregar que el articulo 107, fracción 111, 

incli;o e), en concordancia con 1:, fracción Vil, constitucimml, establece la figurJ di! 
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•1erccro cxtnllo a juicio', hipólcsis normati"a recogida pir el artlculo 11,, íncici6n 

V, de la Ley de Amparo, figurajwiclicaque, uasladada a la m11Cria laboral, pcnnilc 

al patn\n implgnar IOdo lo actuldo en el juicio natunl a lnMs del llllplU'O 

Indirecto, aunque ncc:csariamcnte ckbe realizar el nzonamicnto 16gico-jurldico que 

demuestre la uansgresl6n de garanllas impugnada, porque prcecndcr lo contrario 

implicarla dejar en CSlado de indcfcnsi6n a la otra parle, la tnbajaclofl; situación 

que,. agudiza en el recurso de revisión, plCS ICCplanc otra cosa impliearia alentar 

contn la naturaleza jurldica del rceuno y en perjuicio de la parte tJ;ll>GJadon. 

Contradicción de tesis 61/96. Enln: Lu sustentadas, por una parle, por los 

Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tera:ro del Sc.'110 Cin:uilO y Segundo 

Tribunal Colegiado del Quinto Cin:ullo y, por otra, el Primer Tribunal Colegiado en 

Materia de Tnb.ljo del Primer Circuito, Segundo Tribunal Colegiado del Nll\'CllO 

Circuito, Primer Tribunal Colegiado del Segundo CircullO, Segundo Tribunal 

Colegiado del Quinto Circuito, Tribunal Colegiado del D6clmo Cin:ullo y Segundo 

Tribunal Colegiado del Segundo Clrcullo. 22 de agoslO de 1997. Cinco votos. 

Ponente: Juan Diaz Romero. Sccn:tario: Edgar Humberto Mulloz Qnjales. 

Tesis de jurisprudencia 42197. Aprobada por la Segunda Sala de este alto tn'bunal, 

en ,..ión pública de veintidós de agooto de mil nll\'CcienlOS nOYenta y siete, por 

unanimidad de cinco vOlos de los Ministros Juan Dlaz Romero, Sergio Salvador 

Agulm: Anguiano, Qulllenno l. Ortiz Mayagoltia, Mariano Azuela Otlitrón y 

presidente Ocnaro David Q6ngora Pimcntel. 

Fucnle: Scm:mario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: VI. Scptiemblc de 

1997, Tesis: 2a./J. 42/97, pág. JOS. 

Con relación a lo expresado en la ley y sin contradecir al más allo tribunal del país, el 

Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito expresa lo siguiente: 

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA. CUANDO FAVORECE A 

LOS BENEFICIARIOS DEL TRABAJADOR FALLECIDO. La suplencia de la 

queja que establece la fracción IV, del articulo 76 bis de la Ley de Amparo, 

también favorece a los dependientes C«Jn6micos del cxlinlo trabajador cuando el 

juicio de donde emanen los actos combatidos. \'CISC sobre derechos que deri•"Cn de 

una relación laboral. p:>r operar. en tal supuLasto. propiamente, sólo una substilucián 
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de los bcncficbrios co los dera:hos que emergen por prataci6o de los servicios del 

ualxljador que ha íallocido. 

Fuente: Semanario Judicial de la Fodenoción. Tomo: VUI, Scpllembrc de 1991, 

página 201. 

De lo anterior, se deriva que no sólo el trabajador en fonna directa tiene derecho a esa 

suplencia, sino que también los beneficiarios del trabajador en caso de fallecimiento. 

l.2.10 Principio de laudos en conciencia 

Sin lugar a dudas el acto culminante del proceso laboral es el laudo y presenta 

características muy especiales en materia labora~ esta es una de las razones que lo 

distingue de las demás ramas del derecho. Dicho principio consiste en que la autoridad 

laboral al momento de pronunciar el laudo debe analizar los hechos en conciencia, o sea, 

implica la libertad en el análisis valorativo de las pruebas. Al respecto el articulo 841 del 

ordenamiento laboral sei\ala: "Los laudos se dictarán a verdad sabida, y buena fe 

guardada, y apreciando los hechos en conciencia, sin necesidad de sujetarse a reglas o 

formulismos sobre estimación de las pruebas, pero expresarán los motivos y 

fundamentos legales en que se apoyen." 

Pero no sólo este precepto legal nos indica las reglas a seguir en la elaboración del 

laudo, también el articulo 842 laboral expresa: "Los laudos deben de ser claros, precisos 

y congruentes con la demanda, contestación, y demás pretensiones deducidas en el juicio 

oportunamente." 

Sin embargo, la fracción XX del articulo 123 constitucional nos expresa que todo tipo de 

diferencias o conflictos entre el capital y el trabajo deben sujetarse a las decisiones de la 

Junta de Conciliación y Arbitraje. Al respecto los Tribunales Colegiados de Circuito 

establecen las siguientes opiniones: 
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PRINCIPIOS A QUE DEBEN SUJETARSE LOS LAUDOS PRONUNCIADOS 

POR LAS JUNI' AS DE CONCO.IACION Y ARBl'llWE. La fncxión XX del 

articulo 123 conslitucional, eslableoc que los conllk:tos entn: el capilal y d lrlbojo 

so sajc(adn a la decisión de una Junta de Conciliaácln y Adlitrajc. pero dobc 

entendcnc que la iuolución que en estos CUOI so dicte, deben sujetmc a los 

tllnnlnos mismos del oonOlcto. Esto se desprende, adends de la forma en que tal 

fracción está n:dactada y de la naturaleza de la lnstituc:ióa que, si bien es cierto que 

no oonstiluye propiamente un lribunal de~. tambiál lo es que sus facullades. 

aunque fonnalmcnte ldmlnlsttatlvas, son materialmente judiciales, y aun cuando no 

c.'<istc en d reglamento de la Junta Federal de Conciliación y Albltnjc, una 

disposición que exprwmente dctennine quo los laudos únicamente so ocupanln de 

la ai:Qón deducida y de las defensas opuestas; al ejcn:er la Junta funciones 

judiciales, tiene quo cumplir necesariamente oon este principio, que es 

esencialmente importante, pues de otro modo liUS facultades serian Ilimitadas. La 

redacción y csplritu de las disposiciones de dicho n:glamento, oontenldas en los 

articulos lo., 3S, fracción U, 39, fracción 11. 40, 74 y 7S, hacen oompl'cndcr que no 

ha sido otra la Intención del legislador; y es, por tanto, evidente que, si la misma 

Junta, al dicUr el laudo n:currido en el amparo, n:sucl1~ cuestión distinta a 1.1 que 

fue sometida a su decisión, viola, en perjuicio del quejoso, las disposiciones legales 

antes citadas y, consecuentemente, los llliculos 14 y 16 oonstltucionales, pies no 

cumple las formalidades del procedimiento, aplicando k¡'CS dadas oon anterioridad 

al hecho, ni funda ni moliva su causa legal. 

Fuente: lnfonnes. Tomo: Informe 1930, página 62. 

PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LOS LAUDOS. CASO EN QUE SE 

INFRINGE. El principio juridico de oongrucncia que csllbleoc el articulo 8-12 de la 

Ley Federal del Trabajo, obliga a las Juntas a n:alizar el estudio de las prntcnsioncs 

del aelor en la fomm planteada en la demanda y, cuando sólo prosperen 

parcialmente, deben c.xprcsarsc las razones por las que no resultaren pmcodcntes en 

la medida solicitada; de lo contrario, la omisión infringe el articulo 16 

constitucional, ya que el laudo catcce de moti\'a<itln adecuada. 

Fuente; Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VII, Febrero de 1991. Página. 

202. 

PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LOS LAUDOS. CASO EN QUE LA 

JUNTA DEJA DE OBSERVARLO. Si la codcmanduda ul f>'ISOr a la clll~ de 

17 



ANTECEDENTES HSTORK:OS 

ofrecimiento ). admisión de pruebas de un juicio laboral. no se pn:sentó a la misma 

r por lo tanto, no ofreció las pruebas que. su derecho le conespondla, los hechos 

afirmados por el quejoso en 111 demanda son ciertos y la Junta rcsponsablc.dcllc de 

condenarle al pago de la lodcmnlzación constitucional y demás pestacioncs 

laborales reclamadas por el actor y al no haberlo hecho asl dicha omisión constituye 

una clara violación al principio de congruencia que debe regir a toda resolución. 

Fuente: Scm:u~rio Judicial de la Federación. Tomo: IV, Segunda Parte·!, Julio a 

Diciembre de i989, página 388. 

Como puede verse, el derecho procesal del trabajo establece y se rige por sus propios 

principios que le han conferido autonomía y libertad jurisdiccional. Aunque el Código 

Federal de Procedimientos Civiles, sigue siendo de aplicación supletoria de la Ley 

Federal del Trabajo, en cuanto a las normas del procedimiento. 

1,3 Fuentes del derecho del trabajo 

Aun cuando casi todos los tratadistas coinciden en suponer que las fuentes formales del 

derecho se constituyen en la ley, la costumbre y los usos, la jurisprudencia y la doctrina, 

tratándose del derecho laboral esa clasificación no es enteramente correcta y mucho 

menos completa. 

En materia laboral, señala el maestro De La Cueva: "El problema de las fuentes del 

derecho del trabajo continúa siendo motivo de grave preocupación. Existen excelentes 

estudios como los de Francois Geny, Julien Bonnecase, Claude Du Pasquier, y Eduardo 

García Máynez, sobre el problema general de las fuentes del derecho, pero en ellos 

apenas se hace mención de las fuentes del derecho del trabajo. Algunas monografias 

como las de Rovelli y Calamandrei, hacen únicamente referencia a una fuente 

determinada: el contrato colectivo y la sentencia colectiva."' 

1 l>E l.A CUEVA, ?\.fario, /2<"1w·lin mexio!!J!!..lli1Jmbajg /' .. ..:Jicion. l'orriia, M~'>ko, !IJ6), Jliig.. :WJ. 
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Tomando como punto de partida las ideas anteriores, entramos al análisis del articulo 17 

de la Ley Federal del Trabajo que a la letra dice: "A falta de disposición expresa en la 

Constitución, en esta Ley o en sus Reglamentos, o en los tratados a que se refiere el 

articulo 6º, se tomaran en consideración sus disposiciones que regulen casos semejantes, 

los principios generales que deriven de dichos ordenamientos, los principios generales 

del derecho, los principios generales de justicia social que deriven del articulo 123 de la 

Constitución, la jurisprudencia, la costumbre y la equidad." 

1.3.l Conslituci6n 

En la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos no solamente es el articulo 

123 el que se refiere a la materia laboral, también encontramos el articulo 5º (del que ya 

hablamos al principio del presente capitulo) que establece que: 

"A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio 

o trabajo que le acomode, siendo licitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse 

por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución 

gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos 

de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo sino por resolución 

judicial. 

La ley determinará en cada estado cuáles son las profesiones que necesiten titulo para 

su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que 

han de expedirlo. Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa 

retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por la 

autoridad judicial, el cual se ajustará a lo dispuesto en las fracciones 1 y 11 del artículo 

123. 

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los términos que 

establezcan las leyes respectivas, el de las amias y los jurados, así como el desempeño 

de los cargos concejiles, y los de elección popular, directa o indirecta. Las funciones 

electorales y censales tendrán carácter obligatorio y gratuito, pero serán retribuidas 

19 



ANTECEDENTES ffSTORfCOS 

aquellas que se realicen profesionalmente en los términos de esta Constitución y las 

leyes correspondientes. Los servicios profesionales de indole social serán obligatorios y 

retribuidos en los términos de la ley con las excepciones que ésta señale. 

El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o convenio que 

tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad de la 

persona, por cualquier causa. 

Tampoco puede admitirse converúo en que la persona pacte su P.roscripción o destierro, 

o en que renuncie temporal o permanentemente a ejercer determinada profesión, 

industria o comercio. 

El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el servicio converúdo por el tiempo que 

fije la ley, sin poder exceder de un año en perjuicio del trabajador, y no podrá 

extenderse, en ningún caso, a la renuncia, pérdida o menoscabo de cualquiera de los 

derechos politicos o civiles. 

La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo que respecta al trabajador, sólo 

obligará a éste a la correspondiente responsabilidad ciloil, sin que en ningún caso pueda 

hacerse coacción sobre su persona." 

Este articulo tiene un doble reconocimiento: de un lado, que el trabajo licito enaltece, y 

contribuye al progreso de la sociedad, pero a condición de que el Estado respete las 

inclinaciones propias de cada individuo. Y del otro, que: el Estado, considerando de 

utilidad pública el desarrollo de ciertas actividades, ha tenido que introducir excepciones 

a la formula de que <nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa 

retribución y sin su pleno consentimiento>; tal es el caso del servicio de las armas, de 

jurados, cte. 

En cuanto al artículo 32, párrafo JI y V Constitucional, tenemos que niega a los 

extranjeros el acceso a determinados cargos y establece preferencia a favor de los 

mexicanos en algunos casos. Mientras que el articulo 73, fracción X del máximo 

ordenamiento legal otorga facultades exclusivas al Congreso de la Unión para expedir 

leyes sobre el trabajo, reglamentarias del artículo 123. 
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Lo anterior, nos pennite deducir que no solamente el artículo 123 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos es fuente fonnal y sustancial del derecho del 

trabajo, se desprende que tenemos otros preceptos legales importantes en los cuales se 

fundamente esa relación entre el trabajador y el patrón. 

l.3.2 Ley Federal del Trab1jo 

Otra de las fuentes del derecho del trabajo, tanto sustantiva como adjetiva o procesal, es 

sin lugar a dudas la Ley Federal del Trabajo, considerada en un segundo plano en que la 

coloca el articulo 133 de la Constitución Política Mexicana. 

Es un hecho que la ley laboral reglamentaria del articulo 123 Constitucional consigna los 

derechos a favor del trabajador al contener normas de carácter imperativo. En efecto, 

toda disposición legal desde dicho punto de vista es un acto juridico creador, 

modificativo, extintivo o regulador de situaciones juridicas abstractas, esto es, 

impersonales y generales. Por ende, el acto jurídico legislativo establece normas que 

crean, modifican, extinguen o regulan, de cualquier otro modo estados generales e 

impersonales, siempre que se cumpla con lo establecido en los artículos 71 y 72 de 

nuestra Carta Magna. 

Las características de nuestra Ley Federal del Trabajo, a mi juicio, son, la abstracción, la 

generalidad y la impersonalidad o indeterminación individual o particular en casos 

concretos. 

1.3.3 Tratados internacionales 

Los tratados internacionales a que alude el articulo 6° y 17 de la Ley Federal del 

Trabajo, asi como el 133 de nuestra Constitución Federal, están consagrados realmente 



como fuentes del derecho del trabajo. Son una garantla social porque son aplicables a las 

relaciones laborales en todo lo que beneficien al trabajador. 

De aqul desprendemos que para que se incorporen a la legislación mexicana, y 

en tal concepto obliguen, deben reunir los requisitos que establece el articulo 133 

de la Constitución: que estén celebrados de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 

Fundamental, o sea, que no la contradigan, que sean celebrados por el Presidente de la 

República (fracción X del articuló 89 Constitucional) y que sean aprobados por el 

Senado de la República (fracción 1 del articulo 76 de nuestro máximo ordenamiento 

legal). 

Constitucionalmente los tratados internacionales celebrados y que se celebren por el 

Presidente de la República con aprobación del Senado, son una prevención que 

intervienen en la relación obrero-patronal. La celebración de un tratado se integra a 

nuestro derecho público interno por la concurrencia de dos voluntades, como la es la del 

Presidente y la del Senado, tomada la última por la mayoóa de votos de los presentes. 

Este acto, perfecto a la luz del derecho público interno, no tiene validez en el ámbito del 

derecho internacional hasta que no queden satisfechos ciertos requisitos exigidos por el 

derecho publico internacional; tal es lo que se conoce en la doctrina con el nombre de 

reserva y ratificación. La reserva consiste en la observación que hace uno de los paises 

signatarios a determinados puntos del tratado que conviene eliminar con el propósito de 

evitar su incumplimiento total posterior, y la ratificación se traduce, una vez firmado el 

tratado por los representantes autorizados con ese fin, en la aprobación final de los 

gobiernos. 

1.3.4 1,os reglnmentos 

El reglamento, ordenamiento que expide el Poder Ejecutivo en los términos del 

articulo 89, fracción 1, constitucional, se ha constituido como otra de las fuentes 

del derecho laboral; pero éste tiene que cumplir los requisitos que establece el 

22 



ANTECEDENTES HSTCWCOS 

artículo 92, como es estar firmado por el secretario del ramo o jefe del 

departamento administrativo a que el asunto corresponda, sin este requisito no 

pueden ser obedecidos. 

Si bien, en la fracción 1 del articulo 89 de la Constitución Federal encontramos 

las facultades de proveer en la esfera administrativa al exacto cumplimiento y 

observancia de las ley~s expedidas por el Congreso. De aqul se deriva la llamada 

facultad implícita de dictar reglamentos, pues en efecto, no habiendo en la Carta 

Magna una prevención expresa en tal sentido, es a través de los reglamentos 

como puede proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de la ley. 

Esta facultad de proveer, es consecuencia natural de la obligación que tiene el 

Presidente de la República de promulgar y ejecutar las leyes que expida el 

Congreso de la Unión. 

Para que el reglamento sea considerado como fuente del derecho del trabajo es necesario 

que lo sean de ésta y no de otras leyes reglamentarias. Es preciso señalar que los 

reglamentos no pueden superar las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, pues la 

facultad legislativa del ejecutivo -desde el punto de vista material, no formal- tiene por 

objeto proveer a la observancia de las leyes y no a su modificación. 

1.3.5 A nalogla 

La analogla no es, en sí, nom1a jurídica, sino sólo un instrumento para crearlas. En 

realidad, por analogía entendemos un fenómeno de igualdad esencial entre dos 

siluaciones, una prevista y otra no prevista por la ley. El juzgador, ante la laguna de la 

ley y advirtiendo la existencia de una norma que regula un caso semejante, tendrá que 

establecer una norma nueva, con apoyo en la norma conocida. El procedimiento 

analógico, que descansa en el viejo principio del derecho: donde existe la misma razón, 

debe de haber la misma disposición, ha sido descrito en forma insuperable por 

Demofilio de Buen: "Conceptualmente la analogía es un método de investigación del 
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derecho aplicable a un caso. Consiste tal método en elevarse al principio inspirador de 

una nonna concreta y deducir de él nuevas consecuencias distintas de las expresadas en 

la norma. Supone, pues, una doble operación: inducir, de una regla concreta, su principio 

inspirador; deducir consecuencias 1Wcvas."' 

l.3.6 Principios genenles 

Dentro del análisis del articulo 17 de la Ley Federal del Trabajo, se deducen tres clases 

de principios generales: los que derivan de la Constitución, de la ley de la materia, de los 

reglamentos laborales o de los tratados internaciones; los principios generales del 

derecho, y los principios generales de justicia social que deriven del articulo 123 de la 

Constitución. 

En cuanto a las dos primeras categorias, entendemos que ambas se refieren a los 

principios generales del derecho; la distinción estriba en que la primera únicamente se 

vincula con el derecho del trabajo, en tanto que la segunda predica los principios del 

derecho en general, dentro de los cuales queda comprendido el derecho común. 

Los principios de justicia social se encuentran expresados en la propia ley fundamental y 

son aquellos que se consagran en el articulo 123 y 5° constitucional. Hablar de los 

principios generales del derecho es hablar de la conciencia jurídica de un pueblo, en un 

momento histórico determinado. 

1.3.7 Jurisprudencia 

Para Ignacio Burgoa y atendiendo a la definición romana clásica de jurisprudencia 

elaborada por Ulpiano, ésta es la noticia o conocimiento de las cosas humanas y divinas, 

asl como la ciencia de lo justo y de lo injusto. De acuerdo, pues, con la connotación 
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clásica romana de la idea de jurisprudencia, ésta se revela evidentemente, como una 

ciencia, como un conjunto de conocimientos o sabiduría respecto de determinadas 

materias. Si tomamos en todo rigor la traducción literal de la definición latina y nos 

ceñimos estrictamente a su alcance, llegamos a la conclusión de que el concepto de 

jurisprudencia, tal como lo formuló dicho jurisconsulto, denota nada menos que un 

conjunto de conocimientos cientificos de una extensión exorbitante, puesto que abarcaría 

la noticia de las "cosas humanas y divinas'', dentro de la que estarian comprendidos los 

objetos de múltiples disciplinas positivas y filosóficas, que seria prolijo mencionar. 

Apartándonos del rigor estricto de la traducción de la definición latina de Ulpiano, que 

nos conduce a la conclusión que acabamos de apuntar, y tomando en consideración la 

indole cientifica misma de la idea de jurisprudencia, que se constriñe o circunscribe a lo 

jurídico (jus: mandato, derecho), resulta que la noticia o conocimiento que implica se 

refiere a las cosas humanas y divinas en su aspecto jurídico, esto es, desde el punto de 

vista del derecho. Asi de conformidad con la primera parte de la definición latina 

clásica, la jurisprudencia será una disciplina que versa sobre las cosas divinas y 

humanas, o sea, un conjunto de conocimientos sobre tales cosas bajo su aspecto jurídico. 

De aquí se llega a la conclusión de que la jurisprudencia, siendo sinónimo de sabiduría 

o Ciencia del Derecho en general por la causa antes dicha, comprende el estudio sobre lo 

jurídico humano y lo jurídico divino -derecho humano y derecho divino, 

respectivamente- (primera parte de la definición), abarcando también el relativo a la 

justicia e injusticia (segunda parte de la misma). De esta segunda parte de la definición 

de jurisprudencia, podemos deducir que no sólo implica un conjunto de conocimientos 

cientificos sobre lo que podríamos llamar jurídico deontológico (lo jurídico justo, lo 

jurídico que debe ser o Derecho Natural, Racional, etc.), sino sobre lo jurídico 

ontológico (lo juridico que puede o no ser injusto, lo jurídico que es, o sea, el Derecho 

Positivo, tanto en su aspecto legal como doctrinario). 

El somero análisis que formuló Ignacio Burgoa sobre la definición de jurisprudencia 

elaborada por Ulpiano, lo lleva a la conclusión de identificar a dicho concepto con el de 

Ciencia del Derecho en general, o sea, a la de reputar a la de mencionada idea como un 

conjunto de conocimientos cientiticos sobre todos los posibles aspectos de lo jurídico, a 



saber: el humano, traducido en su aspecto en derecho positivo legal, consuetudinario o 

doctrinario (objetivo y subjetivo) y de derecho deontológico -natural o racional­

(objetivo y subjetivo también) y el divino. 

Pero, por otra parte, y en el terreno positivo legal. la jurisprudencia se revela como una 

interpretación uniforme hecha por los tribunales respecto de asuntos de iguales 

caracteristicas, sometidos a su conocimiento. En este orden de ideas, cualquier tribunal 

puede crear o sentar jurisprudencia. 4 

En nuestro pals, los únicos tribunales que pueden sentar jurisprudencia son los 

expresamente autoriz.ados por la ley, que en nuestro caso, es la reglamentaria de los 

articulas 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es 

decir, la Ley de Amparo. 

Luego entonces, únicamente la Corte funcionando en pleno, las Salas de la misma Corte 

y Los Tribunales Colegiados de Circuito, pueden formar jurisprudencia obligatoria. Al 

respecto la Ley de Amparo sei\ala: 

"Articulo 192. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia, 

funcionando en Pleno o en Salas, es obligatoria por éstas en tratándose de la que 

decrete el Pleno, y además para los Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, los 

juzgados de distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común de los Estados 

y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales. 

Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se 

sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido 

aprobadas por lo menos por ocho ministros, si se trata por jurisprudencia del Pleno, o 

por cuatro ministros en los casos de jurisprudencia de las Salas. 

También constituyen jurisprudencia las resoluciones que diluciden las contradicciones 

de tesis de Salas y de Tribunales Colegiados." 

~HURGO/\ ORll IUEl.A. lp1:tcin. lilf!!.k.lillfr....t!l!!JYI..!!!, 7ma. EllicUin, editorial l'orrún, pñginas 72(1 )' 727. 
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"Articulo 193. La jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados 

de Circuito es obligatoria para los Tribunales Unitarios, los juzgados de distrito, los 

tribunales militares y judiciales del fuero común de los Estados y del Distrito Federal, y 

los tnl>unales administrativos y del trabajo, locales o federales. 

Las resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito constituyen jurisprudencia 

siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no intenumpidas por 

otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por unanimidad de votos de los 

magistrados que integran cada tribunal colegiado." 

Es preciso señalar que en materia laboral la jurisprudencia es obligatoria y la debe de 

acatar la Junta Federal o las Juntas Locales, su violación implica un juicio de garantias 

directo o indirecto, dependiendo el caso. Como ejemplo de ello citamos el concepto 

sobre jurisprudencia que hace el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Sexto 

Circuito. 

JURISPRUDENCIA, CONCEPTO DE. La jurisprudencia tiene faculladcs 

integradoras y , .. más 11li de ta nonna. es decir, la .,,.rdadera jurisprudcncia es 

aquella complementaria o inlegradora de tas siluacioncs que no previó et legislador, 

adecuando la norma al caso concreto, toda vez que en muchas ocasiones tas 
circunstancias de hecho cstin dando opciones distintas a to cslablecido en un 

precepto legal. La Suprema Cone y los tribunales, al fijar un criterio en una tesis 

jurisprudencia~ estudia aque:los aspectos que el legislodor no precisó, e Integra a ta 

nonna tos alcances que no contemplados en ésta se producen on una dclenninada 

situación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VII, Enero de t9<Jt, página 

296. 

El concepto sobre jurisprudencia que hace el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo 

Sexto Circuito es muy claro al ir más alla de lo que expresa la nonna al ser 

complementaria c integradora en situaciones que no previó el legislador. En cuanto a su 

aplicación el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito 

señala: 



JURISPRUDENCIA, APLICABILIDAD DE LA. La sola clrc:wistaocia de que 

toda ICSis jurispnidcnclal sea d>llptoria, en tú1nlnos de lo ~llO por <DIJc 

otros- los arlkulos 192 y 197-A, de la Ley de Amparo, no Implica~ ... 

que su ll¡>llcaci6n se Ralicc lpso facto; es10 es, al mugen de las proletllioncs 

d<ducidas en juicio por las l"'rlcS y de las pruebas aportadas l"'r ellas, toda YCZ que 
la lnwtaeión y, en su caso, apllcaci6n de Ulcs criterios obodoce a la .-..ria 

adc:aaación del caso justiciable a la pmcnción contenida en esa fuente de derecho, 

y no a la inversa, que significada someter a su molde lo que bien pudiera escapar de 

suoontcnldo. 

Fuente: Semanario Judicial de la Fcdcraclón. Tomo: Xll, Diciembre de 1993, 

página 897. 

Como puede verse, la aplicación de la jurisprudencia no es de ipso facto aunque esta sea 

de aplicación obligatoria, tiene que incitarse al órgano jurisdiccional en función de las 

pretensiones deducidas en juicio por cada una de las partes y de las pruebas aportadas 

por ellos, toda vez que su invocación y aplicación de tales cñterios obedece a la 

adecuación del caso concreto. Por ello, la jurisprudencia debe poseer clañdad y 

uniformidad. 

1.3,8 Costumbre 

Del latín consuetudo el latín vulgar produjo consetudine. De ahí pasó al castellano como 

costume, y mas tarde costumbre. En sentido jurídico costumbre es derecho o fuero que 

non es escñto, el cual han usado los ornes luengo tiempo, ayudándose del en las cosas y 

en las razones sobre que le usaron.' 

La costumbre, según algunos autores, suele manifestarse de tres modos distintos: 

ajustada a la ley, contra la ley y sin ley. El pñmer modo debemos descartarlo, pues la 

costumbre que se apega a la ley, es la ley misma. Respecto del segundo modo de 

manifestarse, podemos afirmar simplemente que no es fuente del derecho; en efecto, en 

' l)E C1\SSO Y ROMERO, ll!Jl:icio, Cl.'f\\!ro Frnndsco, l11!.d!.mmia du}gNdm /?ri1'udo l!ditoriol 1.ulw.1r, pd~inas 
ll76 )' 12TI. 



nuestra legislación positiva, y concretamente en el Código Civil para el Distrito Federal, 

en su articulo 10, podemos leer que: "Contra ta observancia de la ley no puede alegarse 

desuso, costumbre o prictica en contrario." 

Asi pues, la costumbre como fuente generadora del derecho, debe estar fuera de la ley y 

no contrariarla, o, lo que es lo núsmo, la costumbre es uno de los métodos de integración 

que se utiliza para llenar tas lagunas de la ley. 

Para que un hecho constituya una costumbre con fuerza de obligatoria, se necesita que 

sea plenamente conocido y consentido, es decir, que haya conciencia del hecho, 

acompailada de la voluntad de que se realice (opinio iuris). 

En este orden de ideas, si a un trabajador o a varios trabajadores se les paga un salario 

superior al pactado, por un error de quien está encargado de hscer la nomina, tal 

situación no puede generar la posibilidad de que se alegue un nuevo y mejor salario 

aduciendo la costumbre como creadora de una nueva situación. 

Después se da lo relativo a la repetición del hecho. Si este es conocido y consentido, 

pero se produce de una manera aislada, también poco estaremos en presencia de una 

costumbre. En su oportunidad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en tesis de 

jurisprudencia señalo: 

Si determinada siluación se realiza en el Uempo y los hechos y actos juridicos que 

la constituyen operan en forma normnl, scmanariamcnte y por un periodo mayor de 

cuatro allos, esos hechos externos guardan relación con el elemento \'olith·o que 

lino a dctenninarlos, CSUlblcciendo asl una costumbre que es fuente de derecho 

entre las porte>; la cual al fa\'orecer a la parte obrera, pucSlo que asl pcreibc mejor 

remuneración, prm'3lccc sobre estas cstipubcioncs anteriores del Conlrato 

Colectivo del Trabajo que las rige. 

Informo 1952. Cuarta Sala, página 13. 



No pudiendo la costumbre derogar el derecho, según dejamos establecido, la costumbre 

carece de eficacia jurídica cuando en contrarío existe disposición expresa en la ley. Por 

lo tanto, la costumbre, como fuente supletoria del Derecho Procesal del Trabajo, se 

fonna con la práctica reiterada y consciente de un acto dentro del procedimiento, acto 

que no está previsto en la legislación positiva, laboral o supletoria. 

l.3.9 Equidad 

Con relación a la equidad, considerada como fuente del derecho, Aristóteles decla que la 

mejor parte de la justicia es la equidad, cuyo fin es la corrección de la ley en el supuesto 

de que no puede ser aplicada por causa de su universalidad; es decir, la equidad corrige a 

la ley, no porque ésta sea injusta, sino porque la relación que en la práctica pueda ocurrir 

resulta distinta de la que se habla previsto en la ley con carácter general. Este concepto 

de Aristóteles ha perdurado a través del tiempo sin haber sido modificado en substancia. 

En la Edad Media los escolásticos consideraron la equidad, como un correctivo del 

derecho, correctivo indispensable para que el derecho no perdiese su fin auténtico. 

En época moderna Lumia ha definido la equidad como el juicio atemperado y 

conveniente que la ley confia al juez. La equidad constituye el máximo de 

discrccionalidad que la ley concede al juez en algunos casos, cuando la singularidad de 

ciertas relaciones se presta mal a una disciplina uniforme. Lumia expone que la equidad 

no debe confundirse con el mero aibitrío, porque esto significarla un mal uso por parte 

del juez de sus poderes, en cambio, cuando decide confonne a equidad respeta aquellos 

principios de justicia que se encuentran recibidos por el ordenamiento jurídico positivo o 

que son compartidos por la conciencia común. 

El articulo 14 Constitucional da lugar a la aplicación del criterio de equidad en los 

juicios civiles, al permitir que las sentencias de los tribunales se funden en la ley o en la 

"interpretación jurídica de la ley'', la cual puede estar basada en criterios de equidad. A 
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falta de ley aplicable pemüte que la sentencia se funde en 'los principios generales del 

derecho", abri~dose otra posibilidad para la aplicación del criterio de equidad. 

La equidad es una pieza fundamental de la estructuración del derecho laboral, y por ello, 

el articulo 17 de la Ley Federal del Trabajo le reconoce la calidad de fuente del derecho, 

en razón de que la aplicación de la equidad en los juicios laborales es una función 

integradora del núsmo derecho, y esta labor de complementación la realiza llevando un 

criterio sano al punto concreto y fino de la idea contenida en la norma', hasta hacerse 

realidad en el caso concreto. 

Además, tomando en cuenta que las fórmulas abstractas no podlan lograr una aplicación 

sino a través de la equidad, tendremos que estar de acuerdo con quienes afirman que la 

equidad es un criterio permanente de aplicación de justicia que fue expuesto por 

fórmulas generales. Por ello, aunque el principio pueda parecemos antiqulsimo, la 

realidad es que, entre lo juridico, es lo que menos vigencia a perdido a través de los 

siglos; por el contrario, la equidad sigue siendo actual en su aplicación del derecho. 

La equidad la define Baltasar Cavazos, como el criterio ricional que exige una 

aplicación prudente de las normas juridicas al caso concreto, consistente en la aplicación 

de la justicia a los casos individuales o individualistas, en vista de que se podria 

considerar válidamente que la justicia es ei género y la equidad es la especie. 

El maestro Mario de ia Cueva, en su tratado N11em derecho mexica110 del trabajo, 

expone que la equidad es una fuente formal supletoria, cuya esencia consiste en el 

mandamiento al juez para ser indulgente con las cosas humanas y núra la intención de 

las normas laborali:s que es la justicia social, colocándola siempre por encima de los 

bienes materiales. Se trata de un concepto nuevo a cerca de esta fuente del derecho, pero 

demasiado confuso en su síntesis. Por esta razón, consideramos mas acertada la opinión 

de Néstor de Buen, quien nos dice que la equidad constituye un instrumento de quien 

debe aplicar la ley. En cierto modo, es un facultamiento para crear normas especiales. En 
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sí, por lo tanto, no es una norma en el sentido tradicional de fuente formal, sino un 

criterio de formación de nonnas especiales.6 

Arturo Valenzuela7 nos ilustra sobre el panicular mostrándonos el criterio de la Cone: 

''Si un obrero, por ejemplo, pide d pago del séptimo día tomando como base d salario 

diario más el impone del tiempo extraordinario que hubiere laborado, el caso no está 

contemplado por la ley. Para resolverlo, debe tenerse en cuenta que el tiempo 

extraordinario de suyo está remunerado por cuota doble, y que, de accederse a lo 

solicitado por el trabajador, se baria más onerosa la obligación del patrón, ante una 

simple utilidad del trabajador no justificada. Apreciando el caso con un criterio benigno 

o de equidad, a favor del patrón deberá formularse la ley especial del caso, estableciendo 

que no procede pagar el séptimo dla acumulando al salario ordinario el que corresponda 

al tiempo extraordinario. Esta norma juridica aplicable al caso concreto, se habrá 

generado por la equidad, y deberá tenerse como improcedente la pretensión del 

trabajador." (S.J.F. Tomo LXXIII, página 1591). 

o DERMÚU1!74CISNEROS, Migud,Deryclu1prr?CrJgjJk1Jm!!gjQ,2ª. Edidó11, Ml-..ko, TriUas, 1989,J>á@inas lS, 16, 
31 )')4. 
7 VAl.T:'.NZUEJ.A Arturo, VJ:•rt•rlwPmct•$11I drl_'ú.!1Íl!!i!1. Jru. EdiciOn, l.'f.!itorinl ,,,,rtilii, 1986, pa~inu 244. 
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CAPiTuLoR 

CONCEPTOS GENERALES 

2.1 Derecho proceul 

Todo ordenamiento jurldico contiene, por un lado, normas que establecen derechos y 

obligaciones, facultades y deberes para las personas, y que prevén, nonnalmente, las 

sanciones que deben aplicarse a aquellas cuando incurran en incumplimiento. Al 

conjunto de estas normas jurldicas se suele denonúnar derecho sustantivo o material. 

Dicho ordenamiento juridico seria insuficiente e ineficaz si se linútara a establecer 

normas de derecho sustantivo o material, dejando sujeta su aplicación exclusivamente a 

la espontánea voluntad de sus destinatarios. Si bien, la mayor parte de las ""°" estos 

últimos suelen acatar las normas de derecho sustantivo, existen casos en que no se da ese 

acatamiento, en los que surge conflicto acerca de la interpretación y cumplimiento de 

dichas normas, o, en fin, en los que para que se pueda cumplir una de esas normas, se 

requiere necesariamente seguir un procedimiento. 

Por esta razón, al lado de las normas de derecho sustantivo o material, el ordenanúento 

juridico también contiene normas de derecho instrumental, formal o adjetivo, que son 

aquellas que prescriben las condiciones y los procedimientos para la creación y 

aplicación de las primeras, asl como la integración y competencia de los órganos del 

Estado que deben de intervenir en dichos procedimientos. 

En este sentido, Hans Kelsen afirma que existen "dos especies de normas generales que 

se encuentran siempre implicadas en la aplicación del derecho por un órgano: 
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1) Las formales que detenninan la creación de tal órgano y el procedimiento que el 

mismo debe seguir, y 

2) Las materiales que seilalan el contenido del acto judicial o administrativo de 

dicho órgano."1 

Dentro de esta distinción entre nonnas formales y materiales, Kelsen, incluye en las 

primeras, tanto a las nonnas que regulan el proceso y al órgano jurisdiccional (derecho 

procesal), como a las que disciplinan los procedimientos que se siguen ante la 

administración pública derecho procedimental administrativo). 

Sin embargo, un concepto más amplio y completo del derecho instrumental no debe 

circunscribirse a los procedimientos de "aplicación" de las nonnas generales, sino que 

debe incluir, también, a los procedimientos de "creación" de éstas. Por esta razón 

consideramos que el derecho instrumental comprende todas las nonnas que regulan los 

procesos y procedimientos de creación y aplicación del derecho, asi como la integración 

y competencia de los órganos del Estado que intervienen en los mismos.9 

En este concepto de derecho instrumental, quedan incluidas tanto las normas que regulan 

al proceso jurisdiccional como a las que disciplina los procedimientos administrativo y 

legislativo. 

Para Calamandrei el concepto de procedimiento ... es en cierto sentido más amplio que el 

de proceso ... El proceso es un concepto propio de la función judicial, pero se puede 

hablar de procedimiento también para las funciones legislativa y ejecutiva. Todas las 

veces que para llegar a un acto de declaración de voluntad del Estado (ya sea una ley, un 

decreto o una sentencia) se haya preestablecido por disposiciones expresas de carácter 

instrumental la forma y el orden cronológico de las diversas actividades que deben ser 

realizadas por las personas que cooperan en la creación del acto final, la sucesión 

dialéctica de estas operaciones, juridicamente reguladas en vista de ese fin, constituye 

11 KELSEN, llaiL~, Tc.'Orla g1•iwml cM di!n"C'IJO y rM e.tta<f<, tra<luccióu di:: Eduardo Gnrcia Mf1\Til?Z. MCxico, UNAM, 
t 969, l'ug. m. · 
? FIX·7.J\MUl>IO, ll~c:lor, IJLiHiri.JJ.JkamL1!!J..'1, ?1r.:1. í:Jición, Mé\"ico, erlitorial l'omia. 196-1, p.;igims 10-11. 



un procedimiento; comúnmente se habla de procedimiento administrativo para indicar 

las series de actividades que conducen a la resolución concreta de la administración 

pública; y de procedimiento legislativo para sellalar las series de las discusiones y de las 

deliberaciones de las cuales surge finalmente la ley. 10 

Estos tres tipos de secuencias de actos jurldicos, que son el objeto de las normas de 

derecho instrumental, son, simultáneamente, de creación y aplicación normativa. En el 

procedimiento legislativo es más facil advertir que el resultado va a ser la creación o 

modificación de una ley, de una norma jurldica general. Pero, en dicho procedimiento el 

órgano legislativo también debe aplicar y ajustarse a una o más normas jurldicas 

generales de grado superior, como lo es la Constitución Federal y la Ley Orglnlca del 

Congreso o de las Cámaras. 

En cambio, en el proceso jurisdiccional y en el procedimiento administrativo se suele 

observar sólo su carácter aplicativo de normas jurídicas generales, de leyes; pero se 

descuida que, a través de ambos instrumentos, se va a crear una normajurldica concreta: 

una sentencia, un laudo, en el caso del proceso jurisdiccional y un acto administrativo en 

el procedimiento de esta índole. 

De lo anterior, se afirma que las normas que regulan al proceso jurisdiccional y a los 

órganos encargados de llevarlo a cabo, forman sólo una parte de lo que se llama derecho 

instrumental. Este incluye, además del derecho procesal, las reglas que disciplinan los 

procedimientos legislativo y administrativo, así como los órganos del Estado que 

intervienen en los mismos. De este modo, las normas de derecho instrumental o formal 

podrian quedar clasificadas en dos sectores: derecho procesal y derecho procedimental. 

Se suele designar al derecho procesal -iln su sentido objetivo· al conjunto de normas y 

principios jurídicos que regulan tanto el proceso jurisdiccional como a la integración y 

competencia de los órganos del Estado que intervienen en el mismo. 

1 ~ CAl.AMANDIU~.l. Pktn, J!.m!.'1J!l..l:Jk!Jmr..ill!19., lluducchin ~ Héctnr Fix.zmuutlio. Buenos Ain:s, l~JEA, 1960, 
Jlli¡!inns49·50. 
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Estas nonnas y principios se califican como procesales, dado que el objeto primordial de 

su regulación es, de manera directa o indirecta, el proceso jurisdiccional. Si bien, las 

reglas sobre la integración y competencia de los órganos del Estado que intervienen en 

el proceso parecieran referirse únicamente a tales órganos, en realidad tienen un alcance 

mucho mayor; son las normas que determinan la organización y la competencia de estos 

sujetos procesales en función fundamentalmente de su intervención en el proceso 

jurisdiccional. 

Sin dejar de reconocer el carácter procesal de todas estas nonnas, se clasifican, de 

acuerdo con el objeto directo de su regulación, en dos especies; 

1) Las nonnas procesales en sentido estricto, que son aquellas que determinan las 

condiciones para la constitución, el desarrollo y la tenninación del proceso, y 

2) Las nonnas orgánicas, que son las que establecen la integración y competencia 

de los órganos del Estado que intervienen en el proceso jurisdiccional. 

Entre las características que se le atribuyen al derecho procesal en cuanto conjunto de 

nonnas, destacan las siguientes: 

l. El derecho procesal, con independencia de la naturaleza pública, social o privada 

del derecho sustantivo que aplique, pertenece al derecho público, en cuanto 

regula el ejercicio de una función del Estado, como es la jurisdiccional, a través 

del proceso. El juzgador, como titular de la función jurisdiccional del Estado, 

conduce y resuelve el proceso, en cualquier campo del derecho, por medio de 

actos que tienen todas las características propias de los actos de autoridad: 

unilateralidad, imperatividad y coercibilidad. Los actos de juzgador, y más 

ampliamente, los actos del tribunal, son actos de autoridad nonnalmente 

susceptibles de impugnación por las partes; y una vez concluidas las 

impugnaciones, tales actos podrán ser ejecutados coactivamente. Por ello es 

evidente el carácter público del derecho procesal. 
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2. Como consecuencia de la ubicación de derecho procesal dentro del derecho 

instrumental, el primero tiene un carácter instrumental respecto del derecho 

sustantivo. En efecto, el derecho procesal no hace sino regular un medio, un 

instrumento, como es el proceso jurisdiccional, a través del cual se va a resolver 

un conflicto de trascendencia juridica, normalmente mediante la aplicación de 

una o varias normas de derecho sustantivo, en caso de que el juzgador emita una 

sentencia sobre la controversia de fondo. En este sentido, el derecho procesal 

establece un medio para la aplicación del derecho sustantivo. Calamandrei 

sostiene, con razón, que el derecho procesal es calificado como instrumental, "en 

cuanto la observancia del derecho procesal no es un fin en si misma, sino que 

sirve como medio para hacer observar el derecho sustancial. " 11 

Si bien el derecho procesal seílala condiciones para la constitución, el desarrollo y la 

terminación del proceso, es decir, del medio de aplicación, el derecho sustantivo es el 

que proporciona la nonna o el criterio para que el juzgador decida sobre el litigio. En 

este sentido, el autor citado afirma que "si el derecho procesal regula la forma y el orden 

exterior de las actividades que deben cumplirse para poner al órgano judicial en grado de 

proveer sobre el mérito, el contenido de la providencia de merito (la sentencia) debe 

ajustarse al derecho sustancial (o sustantivo): lo que significa que el derecho sustancial, 

si en un primer momento se dirige a los individuos que antes y fuera del proceso 

deberían observarlo, en un segundo momento se dirige al juez que, en su providencia, 

debe aplicarlo. 12 

La sentencia es el acto procesal por medio del cual el juzgador resuelve la controversia 

planteada y pone término normalmente al proceso. Como acto procesal, la sentencia se 

encuentra sujeta a normas de derecho procesal, que establecen los diversos requisitos 

que aquélla debe satisfacer; pero los fundamentos juridicos de la sentencia, cuando ésta 

decide sobre el litigio, van a ser, precisamente normas o criterios de derecho sustantivo. 

11 CAlAMANDIU~1, Picto, l1uri111rio11r.f 1fto i/1on'fl10 pnK't!ml...!b:11., tomo!, lrJJucción di! Sanliago Scnti:t Mc1cndo, 
BUl.!lloj Ain.-s, EJEJ\, 1973, pJpina 367. 
ll /f!icle111, pügina J711. 

~7 



cONCEPros GENERALES 

Al tener el derecho procesal un carácter instrumental respecto del derecho material o 

sustantivo, es claro que, por un · lado, las caracteristicas de este último influyen 

necesariamente en el primero; y que, por el otro, el propio derecho procesal debe 

adecuarse a dichas caracteristicas, para que pueda lograr la aplicación efectiva del 

derecho sustantivo. 

Como es evidente, ha sido la corriente del procesalismo la que ha venido a consolidar la 

autonomla de la ciencia del derecho procesal. Clariá OlmCdo define al derecho procesal 

como "la ciencia juridica que en forma sistemática estudia los principios y normas 

referidos a la actividad judicial cumplida mediante el proceso por los órganos del Estado 

y los demás intervinientes, para la afectiva realización del derecho sustantivo, 

organizando la magistratura con determinación de sus funciones para cada una de las 

categorias de sus integrantes, y especificando los presupuestos, modos y fonnas a 

observar en el tramite procesal."" 

En esta definición se percibe una sobrevaloración de la "actividad judicial'', a la que se 

coloca como objeto fundamental de la ciencia del derecho procesal. Se advierte una 

visión que privilegia la función "de los órganos del Estado" y subestima la de las partes, 

a las que se reduce, junto con los terceros, a "los demás intervinientes". También se deja 

en un segundo plano al proceso, al que se alude hasta el final, pese a que es el objeto 

principal de nuestra materia, el que le da precisamente el nombre. 

Para Eduardo B. Carlos, "la ciencia del derecho procesal estudia el conjunto de normas 

jurídicas que re¡,'lllan el proceso, por cuyo medio el Estado, ejercitando la función 

jurisdiccional, asegura, declara y realiza el derecho". 14 

En esta definición se ubican de manera satisfactoria el proceso y la función 

jurisdiccional. Asimismo, se señalan las tres finalidades que puede tener el proceso 

respecto del derecho sustantivo: asegurarlo de manera provisional, a través de las 

1' CIAIUÁ Ol.MEJX>, Jot"gc A., [krg_cbn pmcf.'.m/, Buenos Aires, 3ra. Edición, ctfüoria1 lkpa1ma, 1982, tomo J, 
¡•lginu J J. 

1 JlEl.THÁN, Curios fahwrd1l, l!!1illill!fíiQ/J.QÚJ1J!!Íi!!J!PI dc1'ticl1n J!!ffJ!.~d. Bui.:nos Airl!S. EJEJ\, 1959. págiiu1 21J. 
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medidas cautelares; declararlo a través de una sentencia, para aquellos casos en que 

exista incertidumbre o debate sobre su interpretación; y realizarlo al dar cumplimiento a 

una sentencia constitutiva (por medio de la cual se crea una nueva situación jurldica o se 

modifica una anterior). o al ejecutar una sentencia de condena (que es la que ordena una 

conducta determinada a la parte demandada o inculpada). 

Retomando las ideas expuestas con anterioridad, definimos al derecho procesal como la 

ciencia que estudia el conjunto de normas y principios que regulan tanto las condiciones 

conforme a las cuales las partes, el juzgador y los demás participantes deben realizar los 

actos que les corresponden, y por los que se constituye, desarrolla y termina el proceso; 

asi como la integración y competencia de los órganos del Estado que intervienen en el 

mismo. 

En otro marco de ideas, la teoría general del proceso es la parte general de la ciencia del 

derecho procesal que se ocupa del estudio de los conceptos, principios e instituciones 

que son comunes a las diversas disciplinas procesales especiales. u 

La teoría general del proceso es la parte general de la ciencia del derecho procesal. Por 

esta razón, quizá sea más exacto denominarla teoria general del derecho procesal, como 

la advirtió Alcalá-Zamora. El propio Camelutti, uno de los pioneros principales de esta 

nueva disciplina, escribió: "Estoy seguro de no equivocarme al afirmar que la ciencia del 

derecho procesal no alcanzará su cima hasta que no se hayan construido sólidamente una 

parte general, en que los elementos comunes a cualquier forma de proceso encuentren su 

elaboración." 16 

El contenido de la teoría general del proceso está constituido por el conjunto de 

conceptos, principios e instituciones comunes a las diversas ramas especiales de la 

ciencia del derecho procesal. 

u Esta &:Jinición se basa en la d~ Alcalli-Zwnorn, para qui'-'ll la tcoda g~k.'fBI del proceso es el "conjw1to de 
conceptos e instituciones y principios connm~-s a lns distintn.c; nmuis del cnjuiciumicnto.'" I B lt'()rla m¡eral del 
~roc••.to "la ry1.r1.,Jm1w 1(!'/ ,/,•1tt/Jo pt'VC't>uil M~'Sico tJNAM. 1974, tomo U, pilginus 293-:131. 
ó CAllNEl.UTJl, Frunccsto, Si.tfcma dl•1lin"t"lm 111oct•.ta/ cfril, lradu1..:i1\11 Ji: Nit.-do Aki1h\-Znmoru y Castillo y 

:-;1111tiugo ~ntis Mckn<ln, JJucml~ Air~-s. lflH IA, l1J·l·1, lomo l, Ji.ipiua 3117. 
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En cualquier disciplina procesal se manifiestan estos tres conceptos: la accló11, como 

derecho subjetivo procesal, poder jurídico o facultad que las personas tienen para 

promover la actividad del órgano jurisdiccional, con el fin de que una vez realizados los 

actos procesales correspondientes, resuelva sobre una pretensión litigiosa; la 

j11risdicció11, como función que tienen determinados órganos del Estado para resolver 

conflictos de trascendencia jurídica, mediante determinaciones obligatorias para las 

p~rtes y susceptibles de ejecución; y, en fin el proceso, como conjunto de actos que 

realizan las partes, el juzgador y demás sujetos que intervienen en el mismo, y que 

tienen como finalidad lograr la composición del litigio por medio de la sentencia. 

En cuanto al proceso, es acertada la noción que ofrece Cipriano Gómez Lara, cuando 

afirma que debemos entender por proceso un conjunto complejo de actos del Estado 

como soberano, de las partes interesadas y de los terceros ajenos a la relación 

substancial, actos todos que tienden a la aplicación de una Ley General a un caso 

concreto controvertido para resolverlo o dirimirlo. 

Es decir, que la acción más la jurisdicción, más la actividad de terceros, dividida o 

adecuada en los trámites procedimentales previamente establecidos nos da como 

resultado el proceso. Es en efecto, un conjunto complejo de actos del Estado, de las 

partes y de los terceros. Los primeros los representa la jurisdicción; los actos de las 

partes interesadas son la acción en su doble sentido, es decir, como actividad del actor y 

del demandado, y los actos de terceros son los actos de auxilio al Juzgador y a las partes, 

todos los que se ejercitan o desarrollan en las etapas procedimentales correspondientes 

previamente señaladas en la ley procesal, los que convergen y buscan el fin lógico de 

todo proceso, que es la sentencia. Los actos de terceros son los testimonios de los 

testigos o peritos y los actos de ayuda de los secretarios y auxiliares de la función 

jurisdiccional. 

Por lo tanto, proceso es en el campo del derecho del trabajo, el conjunto de actividades 

previamente reglamentadas por la Ley Procesal del Trabajo, que realizan las partes, los 
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terceros y la Junta de Conciliación y Arbitraje, como Tribunal del Trabajo, con el fin de 

lograr una resolución al conOicto laboral planteado. 

Técnicamente debemos distinguir Proceso de Procedimiento, considerando a aquel como 

género y, al Procedimiento, como la especie; es decir, dentro del panorama laboral se 

encuentran señalados y diferenciados los distintos procedimientos legales existentes. El 

procedimiento en la forma concreta y determina la realización del proceso. 

En todo proceso existe una secuencia u orden de etapas, desde su iniciación hasta el fin 

del mismo, pudiendo afirmarse con Alcalá Zamora: que todo proceso arranca de un 

presupuesto: el litigio, se desenwelve a lo largo de un recorrido: el procedimiento, y 

persigue alcanzar una meta: la sentencia o el laudo, de la que se deriva un complemento 

que es su ejecución. 

2.2 Derecho procesal del trabajo 

Dadas las caracteristicas de sui-géneris del derecho procesal del trabajo, se considera 

que esta rama de la ciencia juridica procesal, debe ser ubicada dentro del derecho social, 

considerando éste como género y como especie el derecho procesal social o laboral. 

De antemano se sabe que el derecho procesal laboral es diferente al derecho procesal 

civil, mercantil, penal, fiscal, etc., no sólo por sus peculiaridades naturales y por su 

proyección, sino también por las connotaciones especiales que tiene, como son entre 

otros la suplencia de la queja, la atención y defensa de los menores incapacitados y de 

las trabajadoras en los periodos de embarazo, entre otras. 

El derecho procesal del trabajo es Ja disciplina que e.wdia el co1y1111/o de normas que 

regulan el proceso por medio del cual se so/11cio11a11 los COl!f/iclos deri1•ados de Jos 

contratos, 110111hra111ic111os o re/aciorres de trabq¡o. 
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Para Mario de la Cueva, el derecho procesal del trabajo contiene el método que deben 

seguir los tribunales laborales "para cumplir la misión que les asignó la Declaración de 

Derechos Sociales de 1917, de decidir las controversias o conRictos entre el trabajo y el 

capital, de conformidad con los principios de la justicia social." Para el tratadista 

mexicano, a partir de la Ley Federal del Trabajo de 1969 y de sus reforinas de 1979, "el 

derecho procesal del trabajo adquirió la función que le corresponde dentro de la idea 

general del derecho laboral: un derec~o procesal de naturaleza social que ha superado 

una vez más la concepción individualista del derecho; un proceso que ya no quiere ser la 

contienda de las desigualdades por el triunfo del más fuerte y mejor armado, sino, de 

conformidad con su esencia, el camino para la búsqueda apasionada de la justicia 

social. 17 

Dentro de ésta disciplina se distinguen tres tipos de normas que regulan el proceso del 

trabajo: 

1. Las que se contienen en el apartado A del articulo 123 de la Constitución Politica 

de los Estados Unidos Mexicanos y su ley reglamentaria, la Ley Federal del 

Trabajo de 1969. De acuerdo con las bases establecidas en el apartado A, la Ley 

Federal del Trabajo señala la integración y competencia de los tribunales del 

trabajo y prevé los diversos procedimientos que se deben seguir ante los mismos. 

Estas normas se aplican fundamentalmente a los conRictos entre los empleadores 

privados y sus trabajadores; a los conflictos entre el capital y el trabajo. Por 

diversas circunstancias también se aplica a los conftictos entre ciertos 

organismos descentralizados y sus trabajadores. 

2. Las que se contienen en el apartado B del citado articulo 123 constitucional y su 

ley reglamentaria, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado de 

1963. Esta última, conforme a las bases previstas en el apartado B, establece la 

integración y competencia del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje y 

regulan los procedimientos que se deben seguir ante el mismo. Estas nom1as se 

aplican principalmente a los conflictos entre los poderes federales y los 

11 DE1.A CUEVA, Mmio, 1\1 llllt'\'P <il•1w·lio rm~ticarm1ll'f tmlio.1j11, Oh. Cit. l'íiiiinas IS y 19. 
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empleados públicos. Sin embargo, por diversas circunstancias estas nonmas se 

aplican a los conflictos entre algunas empresas públicas (las instituciones de 

banca de desarrollo) o determinados organismos descentralizados (el ISSTE, 

Aeropuertos y Servicios Auxiliares, etcétera) y sus trabajadores. 

3. Las que con base en lo previsto en la fracción V del articulo 116 constitucional, 

expidan los órganos legislativos de los Estados, para regular las relaciones de 

trabajo entre las autoridades estatales y . municipales y los empleados públicos. 

Estas leyes, con vigencia dentro del territorio de cada Estado, deben contener 

también las reglas sobre la integración y competencia de los tribunales estatales 

de conciliación y arbitraje y sobre los procedimientos que deben seguirse ante los 

mismos. 

Podemos señalar que, de estas tres clases de nonnas sobre el proceso del trabajo, las 

mencionadas en el numeral uno :.un las qu., tienen un mayor ámbito material, territorial 

y personal de aplicación, por lo que constituyen el derecho procesal del trabajo 

ordinario; al paso que las normas indicadas en los numerales dos y tres tienen mucho 

menor ámbito de aplicación, y vienen a constituir lo que comúrunente se denomina el 

derecho procesal del trabajo burocrático, que tiene un carácter especial frente al 

ordinario. 

Por lo que se refiere a la legislación sobre el proceso del trabajo ordinario, debemos 

señalar que ha tenido una evolución similar a la de la legislación sobre el proceso 

mercantil. En efecto, el texto original del articulo 123 constitucional de 1917 establecía 

que competía a los órganos legislativos de las entidades federativas expedir las leyes 

sobre el trabajo, conforme a las bases contenidas en el propio articulo 123. Sin embargo, 

en 1928 se refonnó este precepto constitucional para transferir la competencia para 

legislar en esta materia, al Congreso de la Unión. Con base en esta reforma 

constitucional se expidió, primero, la Ley Federal del Trabajo de 1931, después, la 

vigente de 1969 hasta llegar a la reformada en 1980. 
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No obstante el carácter federal de la Ley Federal del Trabajo, su aplicación no 

corresponde exclusivamente a las autoridades federales, sino también a las autoridades 

de las Entidades Federativas. El articulo 123, apartado A, fracción XXXI, de la 

Constitución señala en fonna limitativa aquellas ramas industriales y empresas cuyas 

relaciones de trabajo son de la competencia exclusiva de las autoridades federales. Las 

relaciones de trabajo de las ramas industriales y de las empresas que no se encuentran 

previstas en la citada fracción XXXI, son de la competencia de las autorid,ades de las 

Entidades: Federativas. El señalamiento de las ramas industriales y empresas de la 

competencia de las autoridades federales, se encuentra contenido también en el articulo 

527 de la Ley Federal del Trabajo. 

Dentro del derecho procesal del trabajo ordinario, podemos enumerar los siguientes 

tipos de conflictos, a los cuales se les puede dar solución mediante la aplicación de las 

normas que integran aquél: 

l. Los litigios individuales juridicos, que surgen entre trabajadores y patrones 

detenninados, sobre el cumplimiento o incumplimiento del contrato o la relación 

individual de trabajo o de las normas laborales aplicables. 

2. Los conflictos colectivos juridicos, que se originan entre sindicatos y patrones 

cuando controvierten sobre el cumplimiento o incumplimiento del contrato 

colectivo de trabajo o del contrato ley. 

3. Los conflictos colectivos económicos, que son aquellos que surgen entre 

sindicatos y patrones, pero que, a diferencia de los conflictos colectivos 

juridicos, no tienen por objeto la interpretación y aplicación de las nonnas 

laborales existentes previamente en los contratos colectivos de trabajo o en los 

contratos ley, sino su modificación o creación. 

4. Los conflictos sobre preferencia de derechos en los ascenso5 o movimientos en 

el escalafón. La doctrina tradicionalmente ha llamado a estos conflictos 

interobreros, pero esta expresión es inadecuada porque da a entender que el 

conflicto se manifiesta sólo entre dos obreros, lo cual no es exacto; en realidad, 

en estos conflictos la parte actora es un trabajador, pero la parte demandada se 
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integra tanto por el patrón y/o el sindicato, a quienes se demanda por haber 

otorgado un ascenso sin acatar las reglas escalafonarlas, como por el trabajador 

beneficiado por el ascenso o movimiento, a quien se llama a juicio para que se le 

respete su garantla de audiencia. 

S. Los conflictos intcrsindicales, o sea, los que se plantean entre dos o más 

sindicatos sobre la titularidad de un contrato colectivo de trabajo o sobre la 

administración de un contrato-ley. 

6. Los conflictos entre trabajadores y sindicatos, surgidos con motivo de la 

aplicación de la "cláusula de exclusión por separación". 

El derecho procesal del trabajo burocrático, tanto federal como local, normalmente no se 

prevén los conflictos colectivos económicos indicados en el punto tres. 

Puede resumir que el derecho procesal del trabajo es la rama de la ciencia del derecho 

que establece y regula el conocimiento, tramitación y resolución a través de los órganos 

jurisdiccionales del trabajo de las cuestiones y conflictos entre los trabajadores, patrones 

y organismos de clase con motivo de las relaciones laborales. 

Para el maestro Trueba Urbina "es el conjunto de reglas juridicas que regulan la 

actividad jurisdiccional de los tribunales y el proceso del trabajo, para el mantenimiento 

del orden juridico o económico de las relaciones obrero-patronales, interobreros o 

interpatronales."1
" 

2.2.1 Proceso y procedimiento 

En el estudio del procedimiento laboral hay que identificar los vocablos proceso y 

procedimiento, para asi evitar que se empleen como sinónimos. 

IR 'l'ltllEIJA URIUNA. AU...:rto, IJ.t.Lw-110 mnrt.t<il ,1s4 lml!.!!iq, 2da. falkiOn, Mi!xico, e<lilorial PoWn, 1982, pó@inas 
1Slnl%. 
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Eduardo Pallares nos da las siguientes definiciones: "proceso: en su acepción más 

general, la palabra proceso significa un conjunto de fenómenos, de actos o de 

acontecimientos que suceden en el tiempo y que mantienen entre si determinadas 

relaciones de solidaridad o vinculación, continua con el proceso j11rúlico; es una serie de 

actos jurídicos que se suceden regularmente en el tiempo y se encuentran concatenados 

entre si por el fin u objeto que se quiere realizar con ellos. Y por último, nos habla del 

procedimiell/o: es el modo como va desenvolviéndose el proceso, los tramites a que esta 

sujeto, la manera de sustanciarlo, que puede ser ordinaria, sumaria, sumarísima, breve o 

dilatada, escrita o verbal, con una o varias instancias, con período de pruebas o sin él, y 

asl sucesivamente."19 

Juan B. Climent Beltrán, comenta: ''proceso es la serie de actos que se realizan por las 

partes y el juez para la composición del litigio; y procedimie11to lo constituye el conjunto 

de formalidades o reglas que atañen a la exterioridad del proceso en su desarrollo, y no 

tiene una finalidad de efectos juridicos. El jurista Climent continua diciendo el proceso 

atañe a las reglas de orden interno que rigen los actos de las partes y el juez y en tanto 

que el procedimiento concierne al orden externo que regula las actuaciones que 

exteriorizan el desarrollo del proceso ... "2º 

Para Marco Antonio Diaz León la palabra proceso "tiene como finalidad resolver 

jurisdiccionalmente en definitiva, mediante sentencia que adquiera la calidad de cosa 

juzgada, un litigio o conflicto de intereses sometido a la decisión del juzgador y el 

proccdi111ic1110 puede ser de naturaleza administrativa, legislativa y no necesariamente 

jurisdiccional. Dentro de lo procesal se reduce a ser un conjunto de actos procesales 

coordinados entre si y dirigidos ante un determinado objetivo .. .'m 

Según la definición de Cipriano Gómez Lara, proceso es el "conjunto complejo de actos 

del Estado como soberano, de las partes interesadas y de los terceros ajenos a la relación 

substancial, actos todos que tienen a la aplicación de una ley general a un caso concreto 

1 ~ PALLARES, l:JuanJo, [km~/I() r?l'Oí'('ffil cfrj[. 2da. EJiciéln, cJitorial Porrila, México. pi1p.ina! <HO. 
:~ CUMENT Bl:t.TRÁN. Ju:.111 ll., f:"fo1111'f1lm ,M tlC"1w/ro m'O!'c.~nl cid 1mlmt11, 1...-<litoriat l=.:itin~c. p:l¡;i11a ·ff>. 
:i l>iAZ lll: 1.EÚN, f\fmco /\n\\1nio, &!J'm·~J.1t.tlJ!'..~/J.¡J!!!llil. ""litnrfol 1'<1rri1a, r;ig.inu 1J72. 
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controvenido para resolverlo o dirimirlo, y a su formula esquemática de que proceso 

es A + J.+ A3ros = P, nosotros le añadiríamos otra operación aritmética, la división, 

quedando de la siguiente forma: A+ J + A3ros I T. P. = P; es decir, que la acción más la 

jurisdicción más la actividad de terceros dividida o adecuada en los tramites 

procedimentales previamente establecidos nos da como resultado el proceso. 

Es en efecto, un conjunto complejo de actos del Estado, de las panes y de los terceros. 

Los primeros los representa la jurisdicción; los actos de las panes interesadas son 

Acción en su doble sentido, es decir, como actividad del actor y del demandado, y los 

actos de terceros son los actos de auxilio al juzgador y a las panes, todos los que se 

ejercitan o desarrollan en las etapas procedimentales correspondientes previamente 

señaladas en la Ley Procesal Laboral, los que convergen y buscan el fin lógico de todo 

proceso, que es la sentencia o laudo. Los actos de terceros son los testimonios de los 

testigos o peritos y los actos de ayuda de los secretarios y auxiliares de la función 

jurisdiccional."" 

Miguel Borrell Navarro nos menciona al respecto: "proceso en el campo del derecho del 

trabajo, es el conjunto de actividades previamente reglamentadas por la ley procesal del 

trabajo, que realizan las panes, los terceros y las Juntas de Conciliación y Arl>itraje, 

como Tribunal del Trabajo, con el fin de lograr una resolución al conflicto laboral 

planteado y asimismo, proceso y procedimiento, considerando a aquél como el género y 

al procedimiemo como la especie; es decir, dentro de la panorámica global del proceso 

laboral, se encuentran señalados y diferenciados los distintos procedimientos legales 

existentes, y finaliza con el procedi111ie11to: es la forma concreta y determinada de 

realización del proceso."'·' 

Por su pane, Francesco Camclutti, considera al proceso como el conjunto de actos 

dirigidos a la formación o a la aplicación de los mandatos jurídicos, cuyo carácter 

n UORRELL NAVARRO, Migud . . -lmifui.u.11tlC'ticn 1· huüdirciottal 1/1•1 d,•,vrl10 m1~1·icrn10 dt>I tmhajo, OOitoriul 
Si!i.\n, l1JIJ2, p:"1\!i1ta!\ 452 1t .,54 
!'//lid,•m,¡)¡il!inn4:W. 
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consiste en la colaboración a tal fin de las personas interesadas con una o más personas 

desinteresadas ... "24 

Otros procesalistas como Tena Suck Rafael e !talo Morales Hugo25 también nos 

mencionan al respecto de estos dos vocablos que el proceso es la actividad juridiea de 

las partes y el juzgador tendientes a la obtención de una resolución vinculativa, y el 

procedimie11to como la realización plena, concreta y sucesiva de los actos juridicos del 

proceso. 

Derivado de lo anterior, podemos decir, que proceso es la vinculación que existe entre 

quienes forman parte de una controversia, como serian las partes, la autoridad y el 

resultado, es decir, la sentencia o laudo definitivo. 

En este orden de ideas las partes tendrán la obligación de promover, a efecto de que no 

se quede estático el conflicto y se pueda llegar a la sentencia o laudo definitivo, la 

autoridad por su parte, atenderá todo lo relacionado con el conflicto y las partes que lo 

integran, hasta concluir con la sentencia o laudo. 

El proceso de integra desde la presentación de la demanda hasta el fallo que 

dispone la autoridad, en materia laboral nos referimos a las partes como el actor 

y el demandado, la autoridad son las Juntas de Conciliación y Arbitraje y la 

sentencia definitiva es el laudo que la junta emite (sea este absolutorio, 

condenatorio, mixto, etc.). 

El procedi111ie11to es una serie de etapas o pasos a seguir para llegar a un 

objetivo concreto. En materia laboral el procedimie11to lo entendemos como el conjunto 

de etapas del proceso, porque aqui intervienen las partes, la autoridad y un laudo 

definitivo. 

H DE DUEN LOZANO, N~~lor, 1Je1w/111rirocr.\11l1M lmfl(lfo. Jm. faliciliu. c<litorial l'um'w, página 223. 
1
·' TENA StJCK, R:tfücl e ltnlu Momli.:s 1111::<\ lkn.'.t1!.!lJ!t!!ff...\filJ.k!..Ltnl!nJ,Q, L"C.llluriul TriliiL'I, páginns 17 y l K. 
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2.2.2 Junt11 de Conclliaci6n y Arbitraje 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su utlculo 123, apartado 

"A", fracción XX. dispone que los conflictos de trabajo, serán resueltos por las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje, las cuales se integrarán por un representante del gobierno e 

igual número de representantes patronales y del trabajo. 

La Junta Federal de Conciliación y Arbitraje se encuentra sectorizada por la Secretaria 

del Trabajo y Previsión Social y opera en toda la República Mexicana únicamente por lo 

que hace a las empresas, actividades y ramas industriales, scftaladas en la fracción XXXI 

del articulo y apartado constitucional ya citado y reiteradas en el articulo 527 de la Ley 

Federal del Trabajo, asi como en el 528 del mismo ordenamiento legal. 

Hay una Junta Local de Conciliación y Arbitraje en el Distrito Federal y una de la 

misma clase en cada Estado de la República y les corresponde a las ramas industriales, 

actividades o empresas no asignadas en el ámbito Federal, es decir, las no seilaladas en 

el dispositivo constitucional ya comentado y en los expresados artlculos de la ley 

laboral; en otras palabras, su ámbito de competencia se encuentra bien delimitado. Al 

respecto el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito en su 

Octava Época sostiene: 

JUNTA FEDERAL DE CONCILIACION Y ARBITRAJE, COMPETENCIA DE 

LAS ESPECIALES DE LA, PARA CONOCER DE CONFLICTOS 

SUSCITADOS FUERA DE SU JURISDICCION. Si de conformidad con el 

nnlculo 606 de la Ley Federal del Trabajo, a las Jonias especiales C5llblocidas fuera 

de In capital de In República, les corresponde el cooocimienlo )' resolución de los 

eonfliclos de lrabajo en \odas las ramas de In induslria )' actividades de la 

contpclencin federal. aun cuando el trabajador manifieste en su demanda laboral 

que el lugm donde prestó sc"·icios. In celebración del conlrato y el domicilio del 

tercer perjudicado fueron en distinta entidad. no por ello corresponde forzosamente 

conocer del conflicto a la Jw1ta de esa jwisdiceión, pucslo que de acuerdo con la 

parte final del in\'acado precepto, cuando asi convenga a los inlercscs del 

trabajador, puede éste acudir dirccta111cnlc plra dirimjr el conOicto, ante la Junta de 

Conciliación r ArbitrJjc de su domicilio. 
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Fuente: Semanario ludicial de la Fcdcnlci6n, Tomo: 1, Segunda Panc·I, Enero a 

lunlo de 1988, página 374. 

A la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje le corresponde el conocimiento y 

resolución de los conflictos del trabajo que se susciten entre trabajadores y patrones, 

según lo expresado en el dispositivo 123 fracción XXXI constitucional, sólo entre 

aquéllos o sólo entre éstos derivados de las r~laciones de trabajo o de hechos 

íntimamente relacionados con ellas; mientras que a las Juntas Locales de Conciliación y 

Arbitraje les corresponde el conocimiento y resolución de los conflictos de trabajo que 

no sean de la competencia de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje. Al respecto, 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Cuarta Sala, Quinta Época, señala en las 

siguientes tesis que: 

JUNTAS DE CONCILtACION Y ARBITRASE. Las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje son competentes para conocer de los conflictos dc trabojo indÍl'Íduales o 

colccti\'os. 

Fuente: Apéndice de 1995. Tomo: Tomo V, Parte HO. Tesis: 1018, página. 711. 

NOTA: Esta tesis es de gran \'Olor histórico porque sienta las bases de la 

competencia dc las JunlaS de Conciliaci6n y Atbitraje. 

En la siguiente, se examina su naturaleza por el más alto tribunal del pals. 

JUNTAS DE CONCILIACION Y ARBITRAJE. No son tribunales especiales 

porque no han sido instituicbs para conocer de determinado negocio, sino de todos 

aquellos para los cuales les dan competencia, tanto el anlt1do 123 cxmstitucional 

como las leyes reglamentarias del trabajo, que los Estados dicten. 

Fuente: Apéndice de 1995. Tomo V, Parte HO, Tesis: 1021. página. 712. 

NOTA: Esta 1csis tiene imponancia histórica. pues examina la naturaleza de las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje, y además dala de la época en que las legislaturas 

de los Estados concurrlan con el Congreso de la Unión en la expedición de las lcy·es 

reglamentarias del anlculo 123 comfüucional. 
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Para et Tribunal Colegiado en Materia del Trabajo del Tercer Circuito, la competencia 

de las Juntas es la siguiente: 

JUNTAS, COMPETENCIA DE LAS, PARA CONOCER DE DEMANDAS DE 

PATRONES CONTRA TRABAJADORES. Al dotar la fracci6n XX del articulo 

123 constitucional, a las Juntas de Conciliaci6n y Arbilrajc de facultades pora 

resolver las cuestiones de trabajo, ello implica que dichas autoridades ""n las únicas 

. compcten1cs para decidir los conflictos que surjan entre el capital y el uabajo, entre 

ºlos que deben contarse aquellos en los que los potroncs deduzcan acciones en 

contra de sus trabajadores, en vla de reconvcnci6n, cuyos reclamos están 

intimamente ligados a la relación de trabajo, deriven o tengan su fundamcnlo en la 

misma. 

Fuente: Semanario Judicial de la Fcdcraci6n. Tomo: IX, Mayo de 1992, página 459. 

Además de las Juntas de Conciliación y Arbitraje Locales y Federal, la Ley Federal del 

Trabajo considera otras que, por regla general sólo tienen función conciliatoria. El 

articulo 600, alude alas Federales de Conciliación, pero cabe aclarar que de hecho, 

actualmente no las hay. 

En cuanto a las Juntas de Conciliación Locales, son reguladas básicamente por tos 

articulos 601 a 603 de la ley citada. En otro modo excepcional, las Juntas de 

Conciliación también pueden practicar legalmente el arbitraje, cuando lo reclamado no 

excede del monto de tres meses de salario, según el articulo 603, en relación con el 600 

fracción IV de la ley laboral. 

Es importante resaltar que las Juntas de Conciliación y Arbitraje no son tribunales de 

derecho, y no están obligados a sujetarse al derecho común, por lo que su naturaleza es 

diferente, al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación señala: 

JUNTAS DE CONCILIACION Y ARBITRNE. No sen tribunales de derecho, y 

por lo mismo, no están obligadas, al pronunciar sus laudos, a sujclarsc a los mismos 

tanoncs que los tribunales ordinarios. 
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Fucn1e: Apéndice de 1995. Tomo: Tomo V, Pano HO. Tesis: 1020, pigina 712. 

NOTA: Los aniculos686, UO, 841, 842, 848 y demás relativos de la Ley Federal 

del Trabajo reformada en 1980, han vucllo obsoleta <S1a tesis, aunque llene 

imponancia histórica. 

En otra tesis de carácter histórico, el mllximo tribunal del pais seilala que las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje son autoridades netamente administrativas, pero que tienen 

atribuciones de carácter judicial tal y como la dispone nuestra ley suprema y al resp~to 

dice: 

JUNTAS DE CONCILIACION Y ARBITRAJE. Son autoridades escncialmcnle 

administra1ivas; mas no por ello dejan de tener atribuciones de carácter judicial, en 

los casos que la Constimción seilala, y disponiéndolo asi ésta, no se puede sostener 

que se vulnere el principio de división de los Poderes, que esta luye el aniculo 49 de 

la misma Constitución. 

Fuenle: Apéndice al Tomo XXXVI. Tomo: • Tesis: 431, p;lgina 771. 

NOTA: La prcsenle tesis oo fue reiterada como vigente, segun los acuerdos a que 

llegó la Comisión Coordinadora encargada de los trabajos p:ira la publicación del 

Apéndice al Semanario Judicial de la federación, 1917-1995. 

En resumen, las Junta de Conciliación y Arbitraje, tanto Federal como Local, son 

organismos de impartición de justicia laboral con la competencia y alcance bien 

áefinidos tal y como lo establece la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y su ley reglamentaria, la Ley Federal del Trabajo. 

2.3 Conciliación 

Dadas las definiciones hechas por los autores en cuanto al proceso y procedimiento, 

llegamos asi al procedimiento laboral, en especial al procedimiento ordinario ante las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje, reguladas en el Titulo XIV, capitulo XVII de la Ley 

Federal del Trabajo. 



Las etapas de dicho procedimiento se encuentran reguladas en el articulo 875 que 

expresa: "La audiencia a que se refiere el articulo 873 constará de tres etapas: 

a) De conciliación. 

b) De demanda y excepciones. 

c) De ofrecimiento y admisión de pruebas. 

La áudiencia se iniciará con la comparecenci~ de las partes que concurran a la misma; 

las que estén ausentes, podrán intervenir en el momento en que se presenten, siempre y 

cuando la Junta no haya tomado el acuerdo de las peticiones formuladas en la etapa 

correspondiente." 

Analizando cada una de estas conforme al orden que representan tenemos que: 

La conciliación es la avenencia que sin necesidad de juicio de ninguna clase, tiene lugar 

entre partes que disienten a cerca de sus derechos en un caso concreto, y de las cuales se 

trata de entablar un pleito contra la otra.26 Para el jurista Rafael Caldera la conciliación 

es el acercamiento de las partes para discutir amigablemente el problema y tratar de 

llegar a un acuerdo de acercamiento.27 

Rafael Tena Suck e halo Morales Hugo nos comentan "conciliación es en primer 

término un procedimiento con propósitos amigables en virtud del cual, cada parte del 

litigio es solicitada para que acepte una transacción o avenimiento; y en segundo lugar, 

su objeto es evitar el juicio con todas sus consecuencias legales".28 

Para la Organización Internacional del Trabajo la conciliación es una práctica 

consistente en utilizar los servicios de una tercera parte neutral, para que ayude a las 

:li PAU.AJU:s, op., cit., supra 1101U 19, p.i~inas 167 ,. 168. 
~: 'Jl~NA, ºI'·• cil., ~upro nota 25, página 151. · 
:

11 lhiJcm, 1xip.i11u 152. 
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partes en un conflicto a allanar sus diferencias y llegar a una transacción amistosa o una 

solución adoptada de común acuerdo.29 

Para Miguel Bennúdez Cisneros la conciliación se concibe como la intervención de un 

tercero en un conflicto, con miras a estimular a las panes interesadas para que negocien 

o continúen negociando, y ajusten sus reivindicaciones o concesiones hasta que puedan 

hallar una base común sobre laque pueda establecerse un acuerdo.30 

Dado lo anterior, la etapa de conciliación busca avenir a las partes para que lleguen a un 

acuerdo respecto al conflicto planteado, constituyendo un medio de evitar el litigio. 

Durante el desarrollo las partes sólo tienen pretensiones; juridicamente no existe una 

declaración que determine a quién le asiste el derecho, de ahi que pueda proponerse el 

arreglo, sin caer en la 1r1111saccló11 de que hablan algunos autores del derecho laboral, ya 

que esta fi¡,>Ura no puede e.xistir en nuestra materia, porque de acuerdo con la ley las 

prerrogativas de los trabajadores son irrenunciables, y nadie tiene nada al momento de 

plantear el conflicto. Siendo un requisito procesal se debe evitar que en forma 

autocompositiva la realicen las partes; es más, la invitación se hace para que la 

conciliación se intente en cualquier estado del procedimiento resultando un tanto dificil 

para aquel quien exhorta, quien los invita a la conciliación; debido a que en ocasiones 

las partes piensan que la autoridad tiene algún interés en el asunto, motivo por el cual 

intentan arreglarlo, además de que hay casos en que los abogados no ubican al trabajador 

ni al patrón, por lo que la autoridad trata en lo posible de centrar a ambos. 

Luego, es de forma tradicional que la conciliación la liguemos por razones ideológicas a 

las cuestiones laborales. La denominación de los tribunales del trabajo como Juntas de 

Conciliación y Arbitraje y la constante referencia a un cuerpo de conciliadores que 

actúan en el campo de las autoridades administrativas del trabajo, nos lleva en primer 

término a esta referencia procesal, porque como nos lo ha expresado Eduardo l. Couture 

en términos sencillos "aun cuando la justicia de conciliación y avenimiento pertenece a 

"llEllMÚ!ll:J, ClSNEROS, Ob., CiL, >iiprn nola G, p~ina 18 )' 19. 
;.Jlhi•.l ... ·111,¡t<i¡~ionm. 
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la tradición germánica y a la justicia medieval en la cual el juez actuaba con el propósito 

de dirimir una controversia con la solución que a él parecla equitativa, ha sido forma 

constante en el derecho procesal del trabajo la penetración de esta segunda forma de 

justicia. No era otra la intención de los Conseils de Prud' hommes, forma incipiente de la 

magistratura del trabajo en la legislación napoleónica, modalidad que continúa ocupando 

un primer plano en el derecho moderno". 

En el proceso laboral ha venido a constituir un trámite obligatorio preliminar al aÍbitraje, 

que debe ser intentado en forma permanente por los tnbunales de trabajo durante todo el 

desarrollo del proceso e inclusive por las procuradurías de la defensa del trabajo a las 

cuales se ha facultado para intentar soluciones amistosas en los conflictos que se les 

plantean, según el articulo 530 la Ley Federal del Trabajo. El proceso conciliatorio 

conduce a evitar un proceso futuro, de duración y resultados no previsibles, según el 

articulo 865 en relación con el articulo 600 fracción 1 y JI del ordenamiento legal citado. 

Las Juntas de Conciliación, asi como las Juntas de Conciliación y Aibitraje, al 

presentarse cualquier tipo de reclamación, deberán intentar la celebración de pláticas 

conciliatorias entre las partes, a quienes exhortará para que procuren llegar a un arreglo 

que ponga término a sus diferencias. De llegar las partes a un acuerdo ahi concluye el 

juicio laboral y mediante convenio que se levante para tal efecto se deja constancia de la 

solución adoptada y de los actos tendientes a su ejecución. Con relación a lo anterior la 

Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la siguiente opinión: 

CONCILIACION, AUTORIDAD COMPETENTE PARA CONOCER DE ESE 

PROCEDIMIENTO. Las bases contenidas en el anlculo 123 conslilueional y 

particulanncntc su fracción XX. rcsultarian notoriamente contrariadas si se 

pcmlitiera al actor escoger la autoridad que 1 su juicio debiera ejercitar la función 

conciliatoria. como si se tratara de una competencia pronogable ~· sujcla a la 

\'oluntad de las partes, como es la competencia por razón de territorio: lo que no 

sucede tratándose de la competencia funcional. que p:ir ley se asigna a cierta 

autoridad de determinado lugar. por ser para ella más fácil y más eficat el 

dcsanollo de la función que expresamente se le encomienda. De otro modo dcjaria 

de obsen·;usc el derecho de igualdad entre las ¡tlrtcs, y en muchos casos, éstas no 
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podrían concurrir personalmente, sino por medio de su n:prcscntantc. casi siempre 

incapacitado para conciliar. La ""'lización de la conciliación fuera del lugar del 

trabajo, constituirla un serio obsláculo para conseguir el objeto que el legislador 

persiguió con ella, obsláculo que, tratándose de lugares demasiado alejados, como 

su~ especialmente en las Juntas de juri5dicción federal, llegarla a privar de 

defensa en muchos casos a los Interesados, hasta en el albitrajc que inmediatamente 

y sin demora se siguiera; no se llevarla a efecto la función conciliatoria por la 

auloridad capacitada, como lo seria la del lugar, a la que el legislador, la encomendó 

de manera especial, y en fin, no se ejercitarla la conciliación en la forma y términos 

en que la ley la reglamenta, como condición nea:saria y previa para que puedo 

continuar el arbitraje. 

Fuenle: Apéndice de 1995. Tomo: Tomo V, Pane HO, Tesis: 987. página 690, 

De igual fonna, el Primer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Segundo Tribunal 

Colegiado del Quinlo circuilo y Segundo Tribunal Colegiado del Sc;-10 Circuito 

expresan lo siguiente: 

CONCILIACION. LAS PLATICAS EN ESTA ETAPA NO AUTORIZAN A 

PRESUMIR LA RELACION LABORAL. La conciliación es una fase previa al 

juicio sin que su resultado prejuzgue sobre si existe o oo la relación de trabajo, ya 

que oo es posible determinar que por el hecho de entablar pláticas se presuma que 

hay relación; más aun si se toma en cuenta que tal situación pugna con la naturaleza 

de los juicios que es donde se define a quién asiste derecho de acuerdo a las 

alegaciones \~rtidas )'las pruebas exhibidas. 

Fucnie: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: I, Segunda Partc-1, Enero a 

Junio de 1988, página 190. 

CONCILIACION. SI PUEDEN PRODUCIR EFECTOS RECLAMABLES EN 

AMPARO LAS DECISIONES QUE LAS JUNTAS TOMAN EN LA ETAPA DE. 

No es cierto que por ser cscnclalmcntc conciliatorias las funciones de la Junta en la 

eta¡xi de rcrcrcncia. las decisiones que en la misma adopte, sea que admita o 

deseche la impugnación de la personalidad del compareciente tachado. carecen de 

cfcc1os que puedan reclamarse en el juicio de garantlas, dado que de acuerdo con la 

secuencia de la audiencia, prevista por el articulo 87(1 de la Ley Federal del 

Trabajo. si el patrón no cstu\'icrc bien representado. no habrá propiamente 
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audienci3 concili31oria, sino que se tcndni a aquél por ausente o inconforme con 

todo arreglo, hecho lo cual, el actor tiene de""'bo 1 que la audiencia continúe, ahora 

en la e1apa de demanda y excepciones, con todas las ventajas procesales que 

derivan de la falla de conaurencia de su contraparte, en los ténninos preY!stos por 

los artlculos 878, 879, 880, 881 y relativos del mismo ordenamiento laboral. Por 

otra parte, una .,... reconocida la pcnooalidad controvertida, lal reconocimiento 

tendria que seguir surtiendo efectos en las etapas procesales suboecuenlcs, dado que 

las Junias no pueden rovocar 5US propias dclenninacloncs, por disposición de la 

misma ley, en su articulo 848. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: lit, Segunda Parte-!, Enero a 

Junio de 1989, página 212. 

CONCILIAC!ON. ES IMPROCEDENTE EL AMPARO CON'ffiA EL 

ACUERDO RELATIVO A TENERLA POR FRACASADA. Rcspcclo del acuerdo 

pronunciado por la Junla en la elapa de conciliación del juicio laboral sin la 

comparecencia de la demandada el juicio de amparo es improecdcn1e, toda vez que 

lal ado no liene &Obn: las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible 

reparación, pues en cualquier momen10 del juicio pueden aquc!llas proponer el 

arreglo concilialorio que a su inlerés convenga, por lanto en CSle aspecto la 

demanda es improcedente de confonntdad con los artlculos 73, fracción XVIII en 

relación con el 114, fracción IV de la Ley de Amparo, inlerpretado este úllimo a 

contrario sentido. 

Fuen1e; Scmaruirio Judicial de la Federación. Tomo: XIV, Julio de 1994, página 

StJ.I. 

Además, la conciliación también tiene lugar en forma obligatoria en los procedimientos 

especiales, en los procedimientos de conflictos colectivos de naturaleza económica y en 

el procedimiento de huelga. Los primeros son de índole muy variada pues se contraen a 

controversias derivadas: a) del incumplimiento de obligaciones que contraen patrones 

extranjeros cuando contratan los servicios de trabajadores mexicanos para laborar fuera 

del pais; b) de convenios celebrados entre patrones y trabajadores para proporcionar a 

éstos habitaciones; c) reconocimiento de antigüedades; d) terminación o suspensión 

colectiva de las relaciones de trabajo; e) revisión de los reglamentos interiores de 

trabajo; f) pago de indemnizaciones en caso de muerte de un trabajador a consecuencia 
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de un riesgo profesional, y g) cuando se trata de implantar nueva maquinaria que traiga 

como consecuencia la reducción de personal. En todos es obligatoria la celebración de 

una audiencia de conciliación en la que se procurará avenir a las partes, ya que la índole 

de los conflictos permite evitar el proi:eso. Éste se continúa cuando no es posible la 

avenencia pero en la práctica se ha observado que un gran número de casos se resuelven 

en la forma conciliatoria. 

En cuanto a los conflictos dé naturaleza económica, que son aquellos cuyo 

planteamiento tiene por objeto la modificación o implantación de nuevas condiciones de 

trabajo, o bien la suspensión o terminación de las relaciones colectivas de trabajo, las 

Juntas deberán procurar, ante todo, que las partes lleguen a un convenio y para tal 

propósito tienen facultad para intentar la conciliación en cualquier estado del 

procedimiento, siempre que no se haya dictado la resolución que ponga fin al conflicto 

articulas 900 y 901 de la Ley Federal del Trabajo. Y por lo que corresponde al 

procedimiento de huelga, una vez entregado al patrón un emplazamiento a huelga, la 

Junta deberá citar a las partes a una audiencia de conciliación en la que procurará 

avenirlas, sin hacer declaración que prejuzgue la eidstencia o ineidstencia, justificación o 

injustificación de la huelga; audiencia que podrá diferirse a petición de los trabajadores 

por una sola vez articulas 926 y 927. 

La Ley Federal del Trabajo regula la etapa conciliatoria en su articulo 876 y expresa: 

"La etapa conciliatoria se desarrollará en la siguiente forma: 

l. Las partes comparecerán personalmente a la Junta, sin abogados patronos, 

asesores o apoderados; 

11. La Junta intervendrá para la celebración de pláticas entre las partes y 

exhortará a las mismas para que procuren llegar a un acuerdo conciliatorio; 

111. Si las partes llegarán a un acuerdo, se dará por temtinado el conflicto. El 

convenio respectivo, aprobado por la Junta, producirá todos los efectos 

juridicos inherentes a un laudo; 
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IV. Las partes de comun acuerdo, podrán solicitar se suspenda la audiencia con 

objeto de conciliarse; y la Junta, por una sólo vez, la suspenderá y fijará su 

reanudación dentro de los ocho dlas siguientes, quedando notificadas las 

partes de la nueva fecha con los apercibimientos de Ley; 

V. Si las partes no llegan a un acuerdo, se les tendrá por inconformes, pasando a 

la etapa de demanda y excepciones; y 

VI. De no habe.r concurrido las partes a la conciliación, se les tendrá por 

inconformes con todo arreglo y deberán presentarse personalmente a la etapa 

de demanda y excepciones." 

Si bien, la ley enmarca como debe llevarse a cabo el desarrollo de la etapa conciliatoria 

en la práctica es diferente y opera de la siguiente forma: 

Con relación a la fracción 1 del articulo anteriormente citado, tenemos que en la práctica 

comparecen los apoderados como el propio actor y demandado, con ello se evita que la 

autoridad tome preferencias sobre alguna de las partes en conflicto, o simplemente que 

exista desconfianza en los representantes. 

En cuanto a la fracción 11, es una especie de formulismo el exhorto que hace la junta a 

las partes, porque interviene la Junta con un criterio poco ortodoxo y en contra del 

trabajador al incitar a que negocie sobre un criterio contrario a la Ley Laboral y sobre un 

50 por ciento de los tres meses que le corresponden, entre otras cosas;" aun cuando en 

otras tantas ocasiones la Junta suele esmerarse para que el conflicto se termine mediante 

esta figura. 

La fracción 111, nos conlleva a la firma de un convenio por las partes y que una vez 

aprobado éste por la autoridad tendrá la fuerza de un Laudo, para asi evitar que la 

controversia se vuelva a dar sobre las mismas acciones. 

·'
1 Ln indcmnizución com¡ncndc: tres meses de indcnmi1.ación constitucional. Art. 50, fracción U1 de la LfT: 20 dlas 

por ailo Je scr\'icios prestado:1. Art. 50, fmu:ión 11 Ji.: la LFr; prima dt! antigfü.'t.l.ad a w.ón &! 12 dlas d~ :;alarios por 
ui\o Je scr\'icios ¡m:~uJus {o el dohlt! del snlario mlnimo tk hl 1.ana tl"Ogf,~fü:n que le C\lCTt!spottdu si sus ingn:sos 
füt!ron mayores 11 dicha canlitWd). J\rt. 162 y .ig6 dt! In ISf. Los :\a\orio~ \"cncidos dt!sdi.: la l\.'Cha del despido hasta 
q111: se pague la indi:111ni1.:1ciOn. l .as indcmni1.:1cio11...:~ se a1kul1m en ha!~ t1l 1t:1lurio dii1rio intl!i;rndo. Art. 8-i JI! In LFr. 
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Dentro del esquema que nos plantea la fracción IV, tenemos que no es sólo una vez la 

suspensión de esta audiencia y mucho menos que se reanude a los ocho dias siguientes; 

en el primer caso, la Junta suspende a petición de las partes por más de una ocasión, 

considerando que ambas partes necesitan un poco más de tiempo para llegar a un 

acuerdo; en cuanto a la segunda, las Juntas, por las cargas de trabajo que se presentan se 

ven imposibilitadas para cumplir con el requisito de los ocho dias y el término lo 

prorrogan con relación a su agenda. 

La fracción V tiende a ser el origen de la continuidad del procedimiento laboral, ya que 

haciéndose imposible un arreglo, la Junta esta en la obligación de pasar a la siguiente 

etapa que es la de demanda y excepciones. 

Finalmente, la fracción VI nos indica el procedimiento a seguir por la Junta cuando las 

partes no concurren a la etapa de conciliación y es que se les tiene por inconformes con 

todo arreglo. Los acuerdos a que los abogados de actor y demandado lleguen no tendrán 

validez alguna, porque en esta etapa la conciliación la llevan las partes y es que éstas 

deben presentarse personalmente. 

Es importante considerar lo que al respecto señala Alberto Trueba Urbina y Jorge 

Trueba Barrera con relación al articulo 876 de la Ley Laboral, ya que para ellos es 

contraria a los intereses de los trabajadores y dicen: ''El precepto que se comenta incurre 

en fallas técnicas y es contraria a la realidad; es inconstitucional que se le impida a las 

partes estar asesoradas por su representante o abogado en el periodo conciliatorio. 

Además esta medida es contraria a los intereses de los trabajadores"11 

La conciliación es obligatoria al ser una de las etapas del procedimiento laboral como se 

desprende del articulo 875 ya citado, si se omitiera esta etapa implicaría una violación al 

procedimiento y la nulidad de las actuaciones posteriores. 

J! ·nwEBA URRINA. Allll!rto, JorJ!c Tnil!ba Barrera, l.ev fi.orlt'mf '"" 1mhaio cnmt'11twio., pmmuarin. 
J!!rh111111f,.,1C'ia \' liihtins•mt"fu.. c<litoriu\ Porrún, l IJ1Jlt. 
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Es importante hacer referencia a las cualidades que debe tener d conciliador. De 

acuerdo a la Organización Internacional del Trabajo)) pueden seilalane las siguientes: 

a) Independencia e imparcialidad. 

b) Dedicación. 

c) Experiencia en relaciones humanas. 

d) Trato cordial y amistoso 

e) Conocimiento de la rama de actividades y del sistema de relaciones de trabajo. 

1) Capacidad para sacar partido de la experiencia y la información 

En resumen, para que una conciliación sea verdaderamente eficaz debe existir el 

profesionalismo de aquel que concilia, tener una conducta imparcial para con las partes, 

hablando en forma clara, darles confianza a fin de que expresen sus pretensiones, 

ubicando a cada uno en el lugar que ocupa, hay quiénes concilian por medio de pláticas 

con cada una de las partes escuchando sus pretensiones y la forma de expresarlo, de este 

modo el conciliador podrá darse cuenta del animo que existe para el arreglo, invitando al 

dialogo tomando en cuenta las circunstancias del caso. 

2.4 Demanda y euepciones 

La demanda es el acto procesal por el cual una persona, que se constituye por el mismo 

en parte actora o demandante, formula su pretensión -expresando la causa o causas en 

que intente fundarse· ante el órgano jurisdiccional, y con el cual inicia un proceso y 

solicita una sentencia o laudo favorable a su pretensión. 

La demanda" es el acto fundamental con el que la parte actora inicia el ejercicio de la 

acción y plantea concretamente su pretensión ante el juzgador. Conviene distinguir con 

n RODR{GUEZ AMÉRICO. Plá, ~cldn di! lo1 rn10kt1u lohomlt11, México, Secretaria del Trabajo)' Prc\'isión 
Sociul, 1985, pó~ina< 11-14. 
:u En d derecho ronwno, la demanda IU\'O uno. e\·olución que la caracl"''rizó J'rimcro como ta.tacto \'erha\ e infornial y 
llcs¡mCs c:it.Tilo y fonnal. Asi en In etapa di! la~ lc@i~ aclioncs, la demanda t."fll orul ~· prh'atla: el 11ctor !...: tra:1latlakto 
Jll!rson:1hnL'lllc con el dcnmncludo y lo i11\ilu\\:1 (in ius \OOtlio) a que se pr\,.-s"-ntnru C<'ll él ante i:l m:il!isnaJo. J..a 
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claridad entre acción, como facultad o poder que tienen las personas para provocar la 

actividad de los órganos jurisdiccionales a fin de que resuelvan sobre una pretensión 

litigiosa; pretensión, o reclamación específica que el demandante formula contra el 

demandado, y demanda, que es el acto concreto con el que el actor inicia el ejercicio de 

la acción y expresa su pretensión o reclamación contra el demandado. Esta distinción la 

resume Guasp en los siguientes términos: "Concedido por el Estado el poder de acudir a 

los tribunales de justicia para formular pretensiones (derecho de acción), el particular 

iniciación del proc:cso tenla lugar con la Ollitio actiotUs, es decir, con la cspccifiClcil>nque el actor hacia de la actio de 
la cual se qucria servir. En el periodo de la cxtraordiiwia CO@llÍtio, se comavó la invitación priYllda del actor 111 
demandado, l1CJO ya no de carácter oral, sino a travts de una litis dcnuntiatio acrita. Por (lltimo, en el derecho 
justinianeo, en lugar de la litis dcnuntiatio, se introdujo el libcltwn convcntioois, que era W\ docwncnto escrito que 
contenta una cxposici6n sucinta de la pretensión del actor y de su fundamento~ en ~t. se precisaba la actio. Este 
documento era entregado al magistrado, el cual lo comunicaba, por medio de un l'uncionario llamado exccutor, al 
dcmandndo,jwtto con la invitación a comparecer. El demandado contestaba a travis del libcllus contradktoris. 
Es en el derecho cspo.ftol moilieval donde se utilim la expresión demanda, la cual es objeto de detalladas 
r1.-glamcntaciones, desde las leyes de Estilo hasta las Siete Partidas. En este aentido, AlcaH.·l.arnora sostiene que la 
.. "XprCSión demanda tiene. en castellano, •et mismo origen e idéntico alcance procesal que sus equivalentes en frands e 
italianO', p..'1"0 mientras en el lenguaje usual de Espafta, ella y et vctbo demandar cui nunca se empican en la acqx:ión 
de intcrrogar o preguntar, en ILalia y en. Francia conservan este significado, inclU30 en el trca dd proceso (por 
cjauplo: rir1.-gwttas a partes, testigos o peritos). y por consiguiente. al vincularse entre nosotros a la idea di: 
interp:lnciónjurisdiccionnl, adquiere una precisión y lU\il csp..'Cificidnd que en los otros idiomas latinos 11! ra11.1·. 
En el [Xrecho Procesal Civil, por ri.'gla l!~cml, ladi.:manda debe 51.'T fonnulada por escrito yen etla se deben ir:~-prtsar 
todos los elementos que Sc.,1ala el articulo 255 &!I Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, los 
cu.ates conciernen a los sujetos, al objeto del proceso y al procedimiento mismo que te inicia. Por lo que se refiere a 
los sujetos, en la demanda se debe precisar: l) el tribunal ante el que te prom~ 2) el nombre del actor)' la casa qUc: 
sdlalc paro o(r notificaci01ICS', y 3) el nombre del demandado y su domicilio. 
Con rtlacilm al objeto del proceso, en la dc:manda se deben indicar los siguientes elementos: t) el objeto u ob~tos Qlk! 
se rcclruncn con sus acc.esorios, es decir, la pretcnsi6ncspcc:Uica que tenga el ICt«contrael demandado (declarativa, 
constitutiva o de condena: objeto inmediato o directo), asl como el bien o bienes sobre los que recaiga dicha 
pretensión (objeto mediato o indirecto); 2) el valor de lo denwtdado~ 3) los hechos en que el actor fwtde su 
prelcnsión, y 4) los fwulamcntos de derecho, procurando citar los preccplos legales o los principios jurídicos 
aplicables. Con estos cuatro elementos se especifica la pctitum (la pretensión) y ta causa pctendi (la causa de la 
pretensión). 
Por último, por lo que concierne al proc..-.Jimit.11to mismo que se inicia, en la demanda~ &.:ben sd\alar: 1) la clase di: 
j\1icio que se trota de i11iciar, es decir, la \'la procesal en la que se: promue\'e, y 2) los pootos petitorios, ir:s d«ir, el 
resumen lfo las pcticionl!S especificas que se fonnu\an al juez con rdBCión a la admisión de la demanda y al trámite 
que deberá dársclc posterionnente. Estos dos últimos requisitos no se exigen e.~te en .:1 citado articulo 255 
del Código de Prooodimit.'lllos Ch·ilcs para d Distrito Federal, Jll!fO se encu.:ntran implícitos en el ord..,,arnicnto 
proec..-sal. 
Aparte de estos requisitos dd contenido d.!I escrito de demanda, éste debe hnccrsc acompai\ar de los docwnc:111os qu.: 
fwtdnn o justifican dicha d..,twlda los que acreditan la personería juridica de quien comparece a nombre de otro y las 
copias di! la demanda y documentos mtexos, las cuales deberán .. -ntrcgarse al demandado, al momento del 
cmplll7.amki1to, u.rticulos 95 y % lkl mismo ordenamiento le@DI citado. 
Desde el punto de \'Ísta del doc11m1.'lllo en el que: Se: contiene la lfomanda, se puc~J..,,, distinguir cuatro grandes partes de 
ésta, a sa\1'.>r: 1) el pr01.'1nio, que contiene los datos de identificación dd juicio: sujetos del proceso, vía proc1."Sal, objeto 
u objetos r1.-cla111<1dos )' \·ulor de In denumdado; 2) los hechos, es decir, In enumeración y narración suciuta Je los 
111.'Chos 1..11 que pretende fw1Jnrse d uctor, 3) el derc:cho, o sea In indicución de los prcc .. 'Ptos legales o principios 
jurídicos uplicahlc:i, ajuicio dd aclor, y 4) los puntos petitorios. 
Por exC1.1x:i611, el Cúdigo de \>roc1...'1.limk11tos Ci\'ilcs permite que la demanda 1.: presente \·crhalmcnlc o •por 
comparecencia p!rsonar, c:n los juicios sobre controwrsias familiares, ante los juz.gados de lo familiar, :k!pún el 
nrtlculo 943 dd mismo Código, y ._,, los juicios de mlnimn cuantla ante los juzgados mixtos de paz, articulo 20. 
fmcciim 1, dc:l tltu\o e:>p..-cial &! la juslici11 de paz del Código de l1roc:cdimie11loi Ch·iles. 
Las cons..-cucncius de la pn:senll\ción de la di:mamla son las SÍ(!ufontcs: 1) inkmunpir la prescripción si no lo está por 
otros m1.-<lios; 2) señalar el principio de la instancia, y 3) dct1.'Tlninur el \·alordc la~ pn.>stncioni:s exigidn§. cuando no 
pu1..>J11 rcfcrirscn otro li!.'lllf'<>. nt1fculo 258 del mismo CódiJ;?o. 



puede reclamar cualquier bien de la vida, frente a otro sujeto distinto, de un órgano 

jurisdiccional (pretensión procesal), iniciando para ello, mediante un acto especifico 

(demanda), el correspondiente proceso, el cual tendrá como objeto aquella pretensión". 

En materia laboral, Miguel Bermúdez Cisneros define a la demanda como la primera 

petición en que el actor formula pretensiones, solicitando del tribunal la declaración, 

reconocimiento o protección de un derecho.>s 

Trueba Urbina afirma que la demanda es el acto o declaración de voluntad en que se 

ejercita una o varias acciones.36 

En realidad la demanda es simplemente el punto de partida del proceso y, en estricto 

sentido, el vinculo de las pretensiones que se hacen valer ante la autoridad jurisdiccional, 

reclamando su intervención, frente a un tercero. 

En cuanto al contenido de la demanda, a diferencia del articulo 255 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en la Ley Federal del Trabajo no existe 

un precepto especifico que regule, de manera sistemática, los requisitos que debe reunir 

la demanda. Tratando de recoger el contenido de diversos y dispersos artlculos de la ley 

laboral, podemos señalar que, en los procesos individuales y colectivos de carácter 

juridico, la demanda se reitera en dos momentos distintos: primero, en forma escrita, al 

iniciarse el procedimiento, y después, en forma verbal, una vez iniciado el 

procedimiento y terminada la fase de conciliación, en la etapa de "demanda y 

excepciones", dentro de la llamada audiencia de "conciliación, demanda y excepciones y 

ofrecimiento y admisión de pruebas", según lo expresan los articulos 871 y 878, fracción 

11, de la Ley Federal del Trabajo. En estos procesos, la demanda debe reunir por lo 

menos los siguientes requisitos: 

1) Nombre y domicilio del actor, articulo 739 del ordenamiento laboral; 

H Cfr. Uim.MlJDEZ,op.,ti\., suprn nola 6, pó.gim167. 
:\ó Cfr. J>E UUEN. Q¡l., cit., supra n0111 24. lliil-'ina 2B. 
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2) Nombre y domicilio del demandado o ubicación de la empresa, establecimiento, 

oficina o último local o lugar de trabajo, artículos 712 y 739; 

3) Prestaciones especificas que reclame el actor, articulo 685; 

4) Hechos controvertidos en que se funde, articulos 685 y 872; 

5) Derechos; y 

6) Puntos petitorios, articulo 878, fracción 11. 

Al escrito de demanda, la parte actora debe acompañar los documentos que acrediten la 

personería, artículos 691, 692, 693, 695 y 696 y el número de copias suficientes para 

emplazar al demandado o a los demandados, y puede adjuntar las pruebas en que funde 

la pretensión expresada en su demanda, articulo 872. 

El articulo 685 de la Ley Federal del Trabajo faculta a las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje a subsanar las deficiencias de las demandas presentadas por los trabajadores, 

cuando no incluyan todas las prestaciones que por ley les deben corresponder, de 

acuerdo a la pretensión que hayan formulado y con base en los hechos expuestos. 

Para las demandas en los conflictos de naturaleza económica, el articulo 903 del 

ordenamiento laboral establece los siguientes requisitos: 

1) Nombre y domicilio del actor y los documentos que acrediten su personería; 

2) Exposición de los hechos y causas que dieron origen al conflicto; y 

3) Las pretensiones del promovente, expresando claramente lo que se pide. 

A la demanda, el actor deberá acompañar los siguientes documentos: 

1) Los que tiendan a demostrar la situación económica de la empresa y la necesidad 

de las medidas que se solicitan; 

2) La relación de los trabajadores que prestan sus servicios en las empresas con 

indicación de sus nombres, empleos, salarios y antigüedad; 

3) Un dictamen pericial sobre la situación económica de la empresa; 
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4) Las pruebas adecuadas para justificar sus pretensiones; y 

5) Las copias para emplaz.ar a la contraparte, articulo 904 de la ley de la materia. 

Por último, la Ley Federal del Trabajo para los Trabajadores al Servicio del Estado 

autoriza a la parte actora a presentar su demanda por escñto o "verbalmente por medio 

de comparecencia, según el articulo 128. Los requisitos que debe contener la demanda, 

en todo caso, son los siguientes: 

1) Nombre y domicilio del demandante; 

2) Nombre y domicilio del demandado; 

3) Objeto de la demanda; 

4) Relación de los hechos; e 

5) Indicación del lugar en el que puedan obtenerse las pruebas que el actor no 

pudiere aportar directamente. 

A la demanda deberán acompañarse las pruebas de que disponga el actor y los 

documentos que acrediten la personería, articulo 129 de la ley antes citada. La demanda 

como etapa procedimental sólo le concierne a la parte actora y tiene su antecedente 

juridico en el artículo 878 fracciones 1 y 11 de la Ley Laboral que a la letra dicen: ''La 

etapa de demanda y excepciones se desarrollará conforme a las normas siguientes: 

l. El Presidente de la Junta hará una exhortación a las partes y si éstas 

persistieren en su actitud, dará la palabra al actor para la exposición de su 

demanda. 

11. El actor expondrá su demanda, ratificándola o modificándola, precisando los 

puntos petitorios. Si el promovente, siempre que se trate del trabajador, no 

cumpliere los requisitos omitidos o no subsanará las irregularidades que se le 

hayan indicado en el planteamiento de las adicciones a la demanda, la Junta lo 

prevendrá para que lo haga en ese momento." 

En la práctica, las fracciones anteriores son manejadas de la siguiente forma: 
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Con relación a la primera tracción, no es el Presidente de la Junta el ·que hace la 

exhortación, sino el auxiliar, o bien un secretario de acuerdos que se encuentre en ese 

momento observando el desarrollo de cada etapa; por lo que respecta a la segunda 

fracción, el ténnino ratificar significa que el actor dejará su escrito inicial en el estado 

que se encuentra, o bien, puede modificar, ampliar precisando los puntos 

petitorios. 

Si el actor no comparece se tendrá por ratificado de oficio el escrito inicial de 

demanda. Si el demandado no concurre, la demanda se tendrá por contestada en sentido 

afirmativo, salvo prueba en contrario. Lo que implica la aceptación de los hechos de la 

demanda, que pueden desvirtuarse mediante los alcances de las pruebas en contrario; sin 

embargo, no es obstáculo para que necesariamente deba perderse el juicio por 

excepciones inoportunas, ya que las Juntas deberán analizar íntegramente todas las 

constancias de autos y resolver lo procedente, todo ello según el articulo 879 de la Ley 

Laboral. 

En cuanto a las excepciones, a reserva de desarrollar más a fondo este tema en el 

capitulo llI, solamente destacare dos significados: 

1) En primer término, con la expresión excepción" se designa, con un sentido 

abstracto, el poder que tiene el demandado para oponer, trente a la pretensión del 

actor, aquellas cuestiones que afecten la validez de la relación procesal e impidan 

un pronunciamiento de fondo sobre dicha pretensión (cuestiones procesales), o 

aquellas cuestiones que, por contradecir el fundamento de la pretensión, procuran 

un pronunciamiento de fondo absoluto (cuestiones sustanciales). Este significado 

abstracto de la excepción, como poder del demandado, corresponde al 

significado abstracto de la acción, como poder jurídico del actor para plantear 

pretensiones ante el órgano jurisdiccional, con el objeto de que este, una vez 

~ 7 La cxccplio se originó en IR etapa del proceso \leí fóm10las del derecho romano, coino un mi:dio de defensa del 
tk.'11m11dado. Crmsistla .... u una clt\u.<iula que el mu@.istra<la, o petición dd &.."n\&11dados in.~'Ttah.1 t.."n la fonnula para que 
el jutgador, si resultaban probadas fos circunstuncins de hecho alcgndas por el <lcmandndo, ahsoh·icrn a C!\ll!, aun 
l.'.Uando se considcmha fundnda la inh."11tio del uctor. l..u posición dc 1u c~ccptio \."11 la fónnula 1..'fn entre In intt. .. ·mio y lu 
comkmnutio. 
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cumplidos los actos procesales necesarios, resuelva sobre dichas pretensiones. Y 

así como al considerar la acción en su significado abstracto no se alude a la 

pretensión concreta que se hace valer a través de aquella, igualmente al referimos 

a la excepción en su sentido abstracto -como genérico poder del demandado-, no 

tomamos en cuenta la cuestión o cuestiones que el demandado plantea contra la 

pretensión, o su curso procesal, del actor. 

2) En segundo término, con la eKpresión "excepciones" se suelen designar las 

cuestiones concretas que el demandado plantea frente a la pretensión del actor, 

con el objeto de oponerse a la continuación del proceso, alegando que no se han 

satisfecho los presupuestos procesales (excepciones procesales), o con el fin de 

oponerse al reconocimiento, por parte del juzgador, de la fundamentación de la 

pretensión de la parte actora, aduciendo la eKistencia de hechos eictintivos, 

modificativos o imperativos de la relación juridica invocada por el demandante 

{excepciones sustanciales). En este sentido concreto, se suele hablar mas de 

excepciones que de excepción. 

La ley laboral las acoge en el artículo 878 fracciones Ill, IV y V que a la letra dicen: 

"La etapa de demanda y excepciones se desarrollará conforme a las normas siguientes: 

111. Expuesta la demanda por el actor, el demandado procederá en su caso, a dar 

contestación a la demanda oralmente o por escrito. En este último caso estará 

obligado a entregar copia simple al actor de su contestación; si no lo hace, la 

Junta la expedirá a costa del demandado. 

1 V. En su contestación opondrá el demandado sus excepciones y defensas, 

debiendo de referirse a todos y cada uno de los hechos aducidos en la 

demanda, afirmándolos o negándolos, y expresando los que ignore cuando no 

sean propios; pudiendo agregar las explicaciones que estime convenientes. El 

silencio y las evasivas harán que se tengan por admitidos aquellos sobre los 

que no se suscite controversia, y no podrá admitirse prueba en contrario. La 

· negación pura y simple del derecho, importa la confesión de los hechos. La 

confesión de éstos no entraña la aceptación del derecho. 
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V. La excepción de incompetencia no exime al demandado de contestar la 

demanda en la misma audiencia y si no lo hiciere y la Junta se declara 

competente, se tendrá por confesada la demanda." 

El artículo 756 de la Ley de 1970, establecía que si las partes no concurrlan a la 

audiencia de demanda y excepciones, deberla archivarse el expediente hasta nueva 

promoción. Con la reforma procesal no ocurre esta circunstancia, ya que la demanda se 

insiste y se ratifica de oficio ante la incomparecencia del actor. 

La contestación de la demanda, no es otra cosa que afirmar, negar un hecho, o bien, 

negar en parte y aceptar otra, pudiendo hacer cualquier aclaración sobre uno de los 

puntos que contenga el libelo. 

En cambio las excepdones" se oponen a las pretensiones, hechos y derecho;, en quo osh1 

formulada la demanda, la ley no precisa las excepciones ni de fondo, ni de forma, sin 

embargo, no debemos por ninguna causa confundirlas con la contestación, otro punto 

importante y que suele confundirse con las excepciones debido a que la ley no expresa 

ningún significado son las defensas, las cuales las podríamos ir integrando en cada punto 

que se conteste de la demanda, pues como su nombre lo indica es una protección contra 

lo dicho, un medio que se hace valer durante el procedimiento, mientras las excepciones 

sólo tienen efectos en la contestación. 

Annando Porras López establece la diferencia basándose en las siguientes razones: a) La 

defensa es el género en tanto que la excepción es la especie; de ahí que se diga que toda 

excepción es defensa pero no toda defensa es excepción; b) La excepción trata de 

destruir la acción o bien de diferir el ejercicio de la misma en tanto no se cumplan con 

ciertos presupuestos. La defensa no siempre trata de destruir la acción o detenerla, sino 

que se puede dirigir en contra de los elementos o presupuestos de la acción, como 

cuando se trata de recusar al Juez; e) En cuanto al procedimiento la excepción siempre 

se ejercita dentro de cierto tiempo fatal según sea la naturaleza del juicio; en tanto que la 

)11 El COUC4.'fllO real&: c:-.·c1..>peiom.-s es el principal 1.kn.:cho del d1..11umW.1do a dl!l\."ltt.lcrsc di! Jus acciones del actor. O 
como lo dccln lnphmo, h1 cxc1.1x:ión no es mft:i; qut: tu1u 11cción ttUC el t1..•o cjcrcit;i contm el nctor. 
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defensa se puede ejercitar en cualquier tiempo dentro del procedimiento hasta antes de 

citar para la sentencia o el laudo." 

2.5 Ofrecimiento y admisl6n de pruebas 

La palabra ojrecimlelllo proviene de la voz latina offerre que significa prometer, 

obligarse uno a dar, hacer o decir algo, asl como presentar o dar a alguien alguna co~ y 

ofrecimie11to probatorio no es otra cosa que uno de los actos de petición de las partes, o 

sea, de aquellos que tienen por objeto determinar el contenido de una pretensión 

procedimental con la que inician el desalojo de una de las cargas que gravitan sobre ellas 

o, en el caso especifico la de demostrar los hechos del proceso. El ofrecimiento 

probatorio, como aquel acto de petición por el cual se manifiesta la voluntad de las 

partes, en forma oral o escrita, de cumplir con la carga de la prueba mediante la solicitud 

de que sean admitidos y desahogados los medios que estimen conducentes para 

demostrar sus pretensiones y excepciones. 

El ofrecimiento, pues, es una proposición formal e indefectible que hacen las partes al 

juzgador de un medio de probar, para que se admita, desahogue y valore, todo ello 

conforme a la ley. 

Para el procesalista Miguel Bcrmúdez Cisneros el ofrecimiento de pruebas es el acto 

procesal mediante el cual el actor pone a disposición del tribunal juzgador los elementos 

de prueba con los que pretende comprobar su situación o acción, y el demandado a su 

vez pone sus respectivas pruebas, a fin de comprobar sus excepciones o defensas, es el 

que corresponde a lo que Camelutti llamaba la disponibilidad de la prueba, Según él, no 

basta que las pruebas existan, sino que es necesario, además, que las partes y el tribunal 

puedan disponer de ellas, es decir, presentarlas en el juicio para que sirvan de base a la 

sentencia y la normación del mismo.'º 

~ CÓRIXlVA ROMEIW, rrunci~u. /Jmvlio mot"t~.MI tftol 11t!.l!!J.i!!, OOitorinl Trillus, MCxico 1995, p.ígi1111.s 68 a 73. 
vi IJERMUlltry:, 'lf'·· cit, ~1111ruao1:: 6. ¡~gi1:a 141. 
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El objeto del ofrecimiento son las pruebas que las partes proporcionan, pero no todo lo 

que se ofrezca como medio probatorio es aceptada por las Juntas de Conciliación y 

Arbitraje, para que sean admitidas, las mismas no deben de ser contrarias a la moral y al 

derecho, que no pretendan acreditar hechos ya probados, el articulo 776 de la Ley 

Federal del Trabajo nos muestra cuales son los medios de prueba que se pueden ofrecer, 

siendo los siguientes: 

l. Confesional; 

11. Documental; 

111. Testimonial; 

IV. Pericial; 

V. Inspección; 

VI. Presuncional; 

VII. Instrumental de actuaciones; y, 

VIII. Fotografias y en general aquellos medios aportados por los descubrimientos 

de la ciencia. 

Al ofrecer las partes sus pruebas, cada una debe estar relacionada con los hechos materia 

de la litis, o sea, solamente aquellos puntos que se formaron de la demanda y la 

contestación a la misma, como se aprecia en el articulo 777 de la Ley Federal del 

Trabajo; en tanto, en el articulo 778 y 780 nos enmarca, en el primero de ellos, que las 

pruebas deben ofrecerse en la misma audiencia, salvo cuando se trate de hechos 

supervivientes o que tengan el fin de probar las tachas que se hagan valer en contra de 

los testigos; mientras que el segundo, enmarca que las pruebas deben de acompañarse de 

los elementos necesarios para su desahogo. 

Los únicos sujetos que pueden ofrecer pruebas son las partes en el juicio, es decir, actor 

y demandado, siendo ellos los que oponen las pretensiones y excepciones, y siendo ellos 

los que también tienen y deben de probar. 
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Marco Antonio Diaz León, nos menciona al respecto: "son sujetos del oftecimiento 

probatorio, sólo las personas legitimadas por la ley para proponer al juzgador su 

desahogo, en el proceso de los medios de probar que estime pertinentes conforme a 

derecho.',.1 

Dentro de la etapa de oftecimiento y admisión de pruebas, nos encontramos con otro 

aspecto interesante, que son las ,objeciones, que integra la forma en que cada una de las 

partes objeta la prueba de su contraria por carecer, a su criterio, de los requisitos 

señalados en ley, o bien, por no estar oftecida conforme a derecho, tales objeciones 

sirven al juzgador en el momento de la admisión de pruebas para desechar aquellas que 

no tengan relación con la litis. 

La palabra admisión tiene en derecho procesal un sentido igual al que posee en el 

lenguaje común, significa, por lo mismo admitir, dar entrada, aceptar o recibir, sea 

alguna promoción de las partes, alguna alegación o tesis sostenidas por ellas, asi lo 

considera Eduardo Pallares. 

Ciertamente el vocablo admisión, del veibo latino admitiere-recibir o dar entrada, nos 

lleva a que se le comprenda como actos y tramites previos en que se decide, apreciando 

aspectos de forma o motivos de legalidad, si ha lugar o no a que se incorporen los 

medios de convicción propuestos por el litigante. 

La admisión no es otra cosa que aceptar las pruebas de las partes sin que esto implique 

admitirlas todas y cada una de estas, es decir, el juzgador auxiliar en cada una de las 

Juntas, tiene la facultad de desechar aquellas pruebas que no cumplan con los requisitos 

establecidos por la ley o bien que afecten la moral y las buenas costumbres, la admisión 

sólo tolera para su desahogo los medios de probar que sean propuestos legalmente. 

Se debe entender que la admisión se encuentra a cargo única y exclusivamente de las 

Juntas de Conciliación y Arbitraje que es quien tiene el poder de decidir si admite o 

u lll..\Z. 01>., cil., snpru nntu 21, 1l(111im1 1JR7. 
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desecha alguna prueba, siendo el que resuelve y controla el proceso como arbitro y 

autoridad sobre las partes. 

Al respecto, el articulo 779 de la Ley Laboral señala: "La Junta desechará aquellas 

pruebas que no tengan relación con la litis planteada o resulten inútiles o 

intrascendentales, eKpresando el motivo de ello. 
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CAPITULO 111 

LA ACCION Y LA EXCEPCION 

3;1 La acción 

La palabra acción tiene su origen en la expresión latina actio, lo que era un sinónimo de 

actus y aludía, en general a los actos jurídicos. Este significado original era muy amplio, 

pues podía aplicarse a cualquier acto jurídico. Sin embargo, en el primer periodo del 

proceso civil romano se denominaron /egis actio11es (actos o acciones de la ley) a 

determinados actos solemnes establecidos en la ley que se deblan cumplir para obtener 

la realización de un juicio y la decisión sobre un punto controvertido." 

Durante el segundo periodo del proceso civil romano -llamado del procedimiento 

fonnulario o per form11/as-, la actio tuvo también diversos significados. Entre otros, se 

llego a identificar con la fórmula misma, es decir, con la instrucción escrita en la que el 

magistrado designaba al juez que debla continuar conociendo del litigio, ahora en la fase 

in i11dicio, y en la que fijaba los elementos con base en los cuales el juez debía emitir su 

decisión, condenando o absolviendo al demandado. 

Posteriormente la palabra actio dejó de ser utilizada para designar el aspecto exterior del 

acto, como era la fórmula, y pasó a ser empleada para aludir a una parte del contenido de 

esta última: "el derecho que el actor (hacia) valer contra el demandado.'•º Este último 

significado, como veremos más adelante, fue precisamente el que sirvió de base para la 

teoría que identificó la acción con el derecho subjetivo sustancial reclamado en juicio. 

i: SCIAl.OJA, Vitlnrio, /'1'0('t"Cli'n1imrn cil'il mmmm, trmlucción d..: Suntiago S\.•ntis MeknJoyMari1mo Aycnn Redin. 
ll1h.'110~ Air..:s. Ji.JE/\. 1954, 1Xigina." 10; y 106. 
11 lhid..:m, Jllig.ina 97. 
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La acción en materia procesal presenta origenes remotos. En la antigua Roma se le 

estudió dentro de los tres diversos periodos del procedimiento civil romano: 1) La época 

de acciones de la ley (754 antes de cristo hasta la mitad del siglo 11 antes de cristo).44 2) 

La época del procedimiento formulario (que data de la segunda mitad del siglo 11 antes 

de cristo y subsiste hasta el siglo lll de la era cristiana).4
' 3) El procedimiento 

extraordinario (del siglo m, después de cristo hasta Justiniano y su codificación, 529-

534 de nuestra era).46 

« En el estadio prinwio (occioncs de la ley) la acción oc dice que eran dccllllllCioocs oolcmncs, aco<apolladas de 
gestos rituales (tanto el t.énnino oclio c:ano el vertio egae, posiblemente, no era empicado cuando oe babia del 
proceso en el sentido gcncnl de 'obrm' o 'hac<r alguna cosa', sino más bien, en la especial de ....-.w Ullll pcqudla 
ficción dramática, cual es el tcatto) que el parti<ulM ¡mnmcia y realiz.a, por lo gCllcr&I, onte el mqisttado, CUl el fin 
de proclamar un derecho que se le discute o de realizar un dcl<cho plCIUlll1Clllc ,_ido (ArlnPo-Ruiz, Vincenzo, 
úu acr:ionu or ti dem:ho privado romano, p4ginas 14 a 18). De 1UI que las accioacs se dividieran en dcclantivas 
(lcgis actio sacramento, p?r judici1 arbilrive postu1atiooc:m y per condionem) y ejecutivas (legis actio per manus 
inicctio y por pignoris capioncm). 
" Con ulterioridad, en el periodo íonnulario, las íónnulas, entes c:«:luslvas del conocimiento del Colqio de los 
PcnUfic:::;. :o: dh'\l)grul, se mullipliam. )'se dcspo.sccn un tanto del rigorlsruo íuuuulisla lftC_.iu, pu!tt ~ ~u 
las necesidades crecientes de un explosivo pueblo TI>rMM. 
Sin embargo, sin 111 menor duda, es la conocida y longe\'8 concepción de Celso, la que ha lcnido mayor impacto y 
l'k:mWll.."ncia en la elllboración de 111 ckfink'ión de occión procesal, asl el dcn.-cho de p..-rsq.uir en juicio lo que ~ nos 
ddio(ncliilaliud oclio, quam iusquod sibi debcaturjudicio pc:rscqucndi. D. 44-7-Sl)sc imdi•por<'1ensaslalitudcs, 
y todn\in algwuis legislaciones trasnochada.\ y autoo:s posititistas que los tomnn como base de sus argummtlcioacs y 
comentarios, la c:onscmn a ¡ocsar de su obsolcoocncia, como lo dcmUCSlnl el que la tradición de - el Ululo de 
acciones arranca de la lnslituta de Gayo, que trata del dc:racbo procesal en el cumto y ialtimo libro, De .ctionibus 
(Margadan~ Guillcnno F., El du«ho privado.....,,,., p. 140~ 
Algunos autores objetaban la dcfuúci6n de Cctso en vista: de que 1o que se nos debe' no im·olumba a los derechos 
reales-, objeción que pretendió eludir el ramoso romanista, fundador de la Etcucla Histórica del D<r<dlo, Federico 
Carlos de Savign)' al recordar que si se introdujeron en el dcnxho romano algunas acciones in rcm, a las que se tes 
distingula con el nombre de petitio. Estas obscnac:ioncs 9C eliminan siglos más Lude al agregar los glosadores a la 
ddinici6n de Cclso, 10 qlk! se nos debe o lo que nos pcrtenccc' . 
.w Una de los corrientes más difundidas sobre la naturaleza juridica de la acción procesal, es la doctrina tradicional, 
que tiene 1."l\lre sus di.!Stacados sostenedores al referido Savigny, el que estima a la acción como el d.:rl!'Cho que nace de 
la \'Íolación de un derecho subjetivo y como el ejercicio del derecho material mismo, al argwnemnr que si no existe un 
dcn.-cho sustancial no puede hahl.T su \folación y si no hay violación, et dcrocho no puede re\'estir la forma especial de 
wmncción. 
O....·utro de esta v1.'Tticntc monolltica (que confunde y fundi: en uno solo; el dcn:tho sustanti,·o con el derecho de 
accionar) hay qu.: mt."ncionar a ik.-mardo Windscheid, quien en 1856 habia de 90Slell\.'f wta cclcb.mima polémica con 
111oodoro Muther. 
FJ1 esa Ltpoca se: hacia rcfürcncia a una Klagcrechl, qui: era un concepto no privallsta, & un OOccho dirigido al Estado 
o tro\'Cs de los órganos jurisdiccionales. 
Para Windschcid 111 actio L'fll el dcr..::cho materia\ que con su violación adquiere una falll.! que es el Anspuch o 
pn:t.:nsi6n, cntenJidn como 111 afinMCión de que uno es titular de W1 derecho. La actión 5ignitica h:ner W\ll pretensión 
r..x:onocida por d dt.'fl.'1;ho. l.a acción es un dt.-n:cho a 111 eliminación de la violación. 
El propio autor alemán desconoce la cxistcncfo del Klai!erccht, yn que scp'm él, hablar cL: owioncs en IU@ltr de 
1.krcchos es una litlsilicación, ya q111: pertt."nt.'Ct.'ll al ll-recho proct..-sal y no al tlL'f'\."'Cho sustantivo. 
En el otro cxu.:mo de la ¡X>lé:mica, se hal111ba Mother, quiL'll con sus arg1unt."tllos puede r...-r considerado como d 
iniciador di! olru de las importantes posturus no.:rttt di.! la esencia de la 11cción procl!SDI, o ~.i. la doctrina de la 
autonomla d.: la acción. 
Pnra Mothcr COI\ la \'iolación del &..-rccho el lesi0ll3llo no tiene W\11 pretensión particulllr a lll eliminación tk esn 
\'iolnci6n, sino un dcrccho público dada la prohibicibn de la autotulela a la C(\{\C4."Sión de 111 lUl~ln del Estado (111 
uccic'm) \U\ derecho autónomo para obtener UIW sentenci11 ÍO\'orablc (idea a la que si: atlht.'Tinin \\'ach y Ki!ii:h). m 
Estnllo tiene el dt.-r«ho púhlioo a la eliminación de la \'iolación contra el violador mismo. 
l .u~go. acción y t.lcrccho sustancial uo son it.l~nticos ¡mes su:1 obligudos sun distintos.. 
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Actualmenle, la palabra 1cción tiene numerosos significados, aún circunscribiéndola al 

campo del derecho procesal. Esta mulliplicidad de sigrulicados y la gran canridad de 

teorías que, sobre todo a panir de la segunda mitad del siglo XIX, se han venido 

formulando para tratar de precisar la naluraleza de la acción, dificultan de manera muy 

considerable su explicación. Para tratar de esclarecer este concepto fundamental del 

derecho procesal, es necesario, en primer término, precisar los significados actuales de la 

palabra acción, la cual tiene en el derecho procesal, cuando menos tres acepciones 

distinlas: 

Waclt •duce que la 1GCi6n protesal no emana de la raliubilidod, oa:ion1bilidad o de la pmauión -i>UWva del 
dc:Jecho subjetivo malcrill, sino que es independiente y público, se dirige 11E$ladoy0011tra et ldvmario procunndo 
la lutela estafAI, 1unque no puede ocr tja<ida por cuolquiera, de 1111 que se liude una t<O<ia de la oc<i6n C4lno un 
derecho ooncieto 1 la Mela juridiai por medio de una scntenci1 faY0<11ble 
Plotzs y Degenkolb un i-mis l.Udc:, 1punlllan vorios de los criterios sustentados por Mlllhcr, 11 m:haw la idca del 
Anspruch de Windscheid y al aiaflJtlllf la idea de la 1utonomla de la -160 p..-1 mpecto dd derecho IUSl&neial. 
La acci6n es un den:cho 1bslrlclo de todo sujeto hacia el Eaado pua oer oldo en Y!a kpl, que "1Wlll del proceso )' 
mcdianlc cJ (lf0Ce90. se detcnvuch-e como un dc:rocho • la 1entcncia. 
llay que re«<dar que auo dc los iugumcnlos contundentes COl\lnl la doctrina tradicional estriba en la posibilidad de 
ejercitar Ja a«ión procesal &in knicr aJg{.ul da«ho SUSllnciail, COhk> m tui clúicus ejc.1np1os de la:i obligociun.:s 
MlWlllCS O del \lo nacido' del'lxho de aéJ.ito derivado de deudas de juegos di! azar ilfcitos, C11 Jos que X pone en 
movimk"lllo, se activa al órgano jurisdiccional, sin un previo baJamenro de un dcnxho material. 
Toda\ia más, si al rC90h"CfSC la conuovc:rsio judicial se otorp In \ictoria, supon~amos a1 ckmandado y l~tctlmente no 
se reconoce el dcrccho sustancial alegado por el actor, quien, empero, puso en ICÚ\'O al ór¡ano de juzgamiai.lo por 
tener csu. potestad procesal~ dkho cu otro giro, IU\'O acción mu no ruón o base sustmcia1. 
Ea oootnute, el dcmandadoque'l¡luentemcnlc'no tmga111Xi6n(oe IOSlienc que la ICCi6nes Unica), tambim pnl\'OCÓ 

la ac;tividOO juri!diccntc, que al final 1C te otorga o reconoce la razón. 
Muchas exposiciones mb han intentado fundamentar la nallnlcza jmdica de la 11Cci6n poo;esal, entre las que 
sobresalen ¡., de Cbiovenda (in ICCi6n como dct<cho 1ut6nomo po!estalil'Ot Kohlcr (axno un dc:Jecho de 
pcnonalidadt, Coolun: (como una forma del derecho constitucional de petici6nt Kel>en (que~ la aa:i6n al 
dcn:cho subjetivo, si no hly aa;ión no hl)' <btcho SUS!Jlncill), Co\'icllo (facui!M de uwocar lo outoridod del EirtJ>do 
paro la deícnsa de un derecho coo dos estadios: potencialidad y actuaci6nh ~te. 
Las m.~s modcnw y sólid.u c:onccpci()f}Cj de la acción procesal se indinan a califica1l1 como un derecho abstracto de 
obra pnx:csal de carictcr público, civico, autónomo, para pretender la intervención gubcmamcntal a tra\·ts de lct 
prcstnci6n de la acthidad jwisdiccioual }' lo@rar una justa composición del liti1io planteado (Camclu«i, Hugo ROC('o, 
Alfredo Rocco, Licbrnan, C.lamandrci). 
Por otro lodo, estas avan7.adas i&:as sobre la acción proce54l como rctcstaJ dinámica alaanl\! Ji:l actor, J.:~ 
trasplantarse a la füc:na proc:c.snl dd demandado, que tiene lll\3 función procesal anlitCtica, de defensa, con wt titular 
dinno )' gt.-ncralmc:ntc con cronologla post~or a la acción. 
El Códi~o de Procedimientos Civiles de 1932, conSc..'l'\'aba en el Titulo primero, "De las acciones y cxccpciones'", 
capitulo 1, "~las tMXionc:s .. , ll1kulo t•, tc~1o lllldicionalista, .,El cjcTcicio de las ac:cioucs civiles requiere: 
l. Lo cxish:ncia de un derecho; 
11. La violación de w1 derecho o el d..:scouocinlleuto de w111 obligación, o la necesidad de el-clarar, prcxfnr o 
constituir un dcn."th<r. 
UI. Ln cap.icidad p:ira ejercitar IA acci6n por si o por lcp.itimo n.-presc:nto.ntc; ~·. 
IV. El intc~s en c1 ac:tor para deducirlo. 
Fallad rcquisilo del intcf\.~ siempre que no pu1.'\la alcal\7JJ.rSc: d objeto de una ai:.ción, nun suponiendo fo\·orahte la 
~·nlt.'1\cia". 

Ese texto fue reform:ido, :;cg611 In publicudón <li!I Uil\rio Oficial del 10 ~ ctk!ro de 1986, hijo 111 sig11il.111e forma: 
"Ankulo 1 ª. Sólo puede iniciar un procedimiento judicial o inh:o·enir en él, quien tenga interés cu que la autoridad 
judicial Jl!Clare o constituyn un dert.'ChO o imponga una conJ ... "lla y quit.11 ti:ti@ll ink."fés contrario. 
Podrán promova los intacsodos, por si o por su rt.."flí'-'Sl."lllnnles o npodaudos, et Ministerio l'üblico )'aquellas cuya 
inl1.'Twndón cslé 1111tori7.tlda por la Ley en casos 1.-sp..'\:Íílle:i." 
La m11:va n:dacción no lomn en consi&..-ración los antiguo, requisito~(~ put.'tlc tener acción 1in ser lilular ~ un 
tkr ... -cho malcriol, Je: un J...¡1.-cho su.~1<'nlh'o) )' lomn rnmo nlOl.ldo con ul~u110s cambios d 11nlculo l" . dd C6c.lipo 
h'\krnl di.: Proci!dimicntos Ci\·ilcs tlc mayor actunlillall que el distrilul y con dircc:lriCC5 que omplin111c1111.: In superan. 

-trsrs ·éoN 
FALLA DE OllGRN 
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LA ACCION V LA EXCEPtJÓN 

l. En primer lugar, se le utiliza como sinónimo del derecho subjetivo material que 

trata de hacerse valer en juicio. En este sentido, es común que la parte 

demandada afirme, al contestar la demanda, que la parte actora "carece de toda 

acción a ejercitar'', es decir, que no tiene derecho subjetivo material que 

reclama en juicio.47 En el núsmo sentido, los juzgadores suelen expresar, en los 

puntos resolutivos de sus sentencias, que "el actor no probó su acción", fórmula 

tradicional con la ,que indican que dicha parte no demostró tener el derecho 

subjetivo material que alego en el juicio. 

2. La palabra acción también suele ser usada para designar la pretensión o 

reclamación que la parte actora o acusadora formula en su demanda o en su 

acusación. La pretensión es la reclamación concreta que la parte actora hace 

contra la parte demandada, en relación con algún bien jurídico. Es "lo que pide" 

el actor en su demanda o el acusador en su acusación. En este segundo sentido, 

es común que se hable de acción fundada o infundada, de acción 

reivindicatoria, de acción de pago de pesos, de acción de condena, 

etcétera. 

3. Por último, la acción también es entendida como la facultad (o el derecho 

público subjetivo) que las personas tienen para promover la actividad del órgano 

jurisdiccional, con el fin de que, una vez realizados los actos procesales 

correspondientes, emita una sentencia sobre una pretensión litigiosa. Esta 

facultad o derecho se tiene con independencia de que la parte que lo 

ejerza tenga o no razón; de que sea o no fundada su pretensión. Aún en los 

casos en que el juzgador dicte una sentencia desestimatoria de la 

pretensión de la parte actora, ésta ejerció su derecho de acción, pues 

promovió el juicio y la actividad del órgano jurisdiccional, llevo a cabo 

los actos procesales que le correspondian y, finalmente, obtuvo una 

sentencia sobre una pretensión litigiosa, aunque dicha resolución haya sido 

adversa a sus intereses . 

. u Esta meru negución Je) Jen.-cho subjetirn mtHcrial alegado por el uctor, es conocida como ''excepción Je folla di: 
ncció11", o, como tumbién Sl: le llatnll i:n lutln, csct..'¡llio sine uctioni: a~i$. No tii:nc:. sin t..inhar1m, curjdcr de \·crJndcm 
ncci011. OVALl.E rA VEl.A, JosC, /),•n'C/io fmc.!ml Cfril, México, lforla, 19!>0, 1xip.ina" 77 n MU. 
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Se puede afinnar, en términos generales, que estos tres significados de la palabra acción 

corresponden a la evolución de las diversas teorías sobre la acción. Sin embargo, 

debemos aclarar, por un lado, que esta evolución ha sido más compleja que el mero 

deslinde de estos tres significados; y, por el otro, que el predominio del último 

significado en la doctrina, no excluye el uso que todavla se hace del primero y del 

segundo en la legislación, en la jurisprudencia, en el lenguaje forense e, incluso, 

eventualmente en la propia doctrina. 

Una de las definiciones que mejor expresa la opinión predominante en la doctrina 

iberoamericana sobre la acción, es la de Clariá Olmedo. Para el destacado procesalista 

argentino, •ia acción procesal es el poder de presentar y mantener ante el órgano 

jurisdiccional una pretensión jurídica, postulando una decisión sobre su fundamento, y 

en su caso la ejecución de lo resuelto". 41 

Esta es, sin duda, una de las mejores definiciones de la acción, porque recoge, en fonna 

breve y precisa el contenido fundamental de la acción. No obstante, conviene aclarar que 

la acción no es sólo un "poder", una "potestad", una "facultad" o una "posibilidad 

jurídica". Estimamos, de acuerdo con el pensamiento de Liebman, que la acción es un 

verdadero derecho subjetivo procesal, pues si bien confiere a la parte actora la facultad 

de promover la actividad del órgano jurisdiccional para que, seguido el proceso 

correspondiente, emita una sentencia sobre la pretensión expresada en la demanda o en 

la acusación, también impone al órgano jurisdiccional, cuando cumple los requisitos o 

condiciones, el deber de dar tramite a la demanda o a la acusación, de llamar a juicio a la 

contraparte, de cumplir con los actos del proceso, de dictar la sentencia y, en su caso, 

ordenar su ejecución. 

El hecho de reconocer a la acción su naturaleza de derecho subjetivo procesal, no debe 

traer como consecuencia que se vuelva a confundir el derecho de acción con el derecho 

subjetivo material que se reclama en ejercicio de aquél. La separación de ambos 

conceptos fue quizá la principal contribución de la polémica Windscheid-Muther. Si 

111 CJ.J\IUÁ OLMEIX), Jurgc A, lkn-cllO nrort•.taf, Buenos Aire.o;, 1..'tlitnriul J~pulmn, 19R2, tnmo 1, p.igina 11. 
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LA ACCION YlA Exr:EPCIÓN 

bien ambos derechos tienen carácter subjetivo, el de la acción es procesal y el que se 

pretende hacer valer mediante el ejercicio de ésta es material o sustancial. El objeto y 

la dirección de ambos también es distinta: mientras que el derecho subjetivo 

material tiene por objeto una prestación de la contraparte, la acción, en cambio, tiende 

a provocar la actividad del órgano jurisdiccional; el primero se dirige hacia la 

contraparte, y tiene naturaleza privada, social o pública, según la materia de que se trate; 

la acción se dirige hacia el órgano jurisdiccional del Estado, y ti~ne por ello siempre 

naturaleza pública .•• 

De acuerdo con estas ideas, podemos definir la acción como el derecho subjetivo 

procesal que se confiere a las personas para promover un juicio ante el órgano 

jurisdiccional, obtener una sentencia de éste sobre una pretensión litigiosa y, lograr, en 

su caso, la ejecución forzosa de dicha resolución. 

Este derecho de promover un juicio o proceso comprende tanto el acto de iniciación del 

proceso (la acusación o consignación en el derecho procesal penal, o la demanda en las 

demás disciplinas procesales), los actos que correspondan a la parte actora para probar 

los hechos y demostrar el fundamento juridico de su pretensión, asl como para impulsar 

el proceso hasta obtener la sentencia y eventualmente su ejecución. Este derecho 

también incluye los actos de impugnación de las actuaciones o las resoluciones adversas 

a los intereses del actor. 

3.2 Elementos de la atción 

La doctrina es uniforme al considerar que la acción tiene los tres siguientes elementos: 

l. La causa eficiente de la acción, o sea el interés jurídico. 

2. El objetivo, es decir, la causa de pedir (pretensión) . 

..,, l.IEBM/\N ENRICO, Tulio, .\lm111e1(1!di tlirino p1tx·r.mial11 l'fri/c, Mili\n, Giutlfl!, 1980, lomo l, ¡l:'1gimt in. 
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3. Los sujetos: sujeto activo o actor, a quien corresponde el poder de obrar, y sujeto 

pasivo o demandado, frente al cual corresponde el poder de obrar. 

El interés jurídico si es un requisito esencial de la acción, tal como lo prevén el articulo 

1° del Código Federal de Procedimientos Civiles y el precepto de igual número del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. El anlculo 2° de los mismos 

Códigos, Federal y del Distrito Federal, fijan la procedencia de la acción en juicio, 

independientemente de que se exprese su nombre o no. De ahl deriva la exigencia o 

exigencias del actor sobre el demandado. La expresión es la siguiente: 

"Articulo 1°. Sólo puede iniciar un procedimiento judicial o intervenir en él, quien tenga 

interés en que la autoridad judicial declare o constituya un derecho o imponga una 

condena y quien tenga el interés contrario. 

Podrán promover los interesados, por si o por sus representantes o apoderados, el 

Ministerio Público y aquellos cuya intervención este autorizada por la Ley en casos 

especiales." (CPCDF) 

"Articulo 1°. Sólo puede iniciar un procedimiento judicial o intervenir en él, quien tenga 

interés en que la autoridad judicial declare o constituya un derecho o imponga una 

condena y quien tenga el interés contrario. 

Actuarán, en el juicio, los mismos interesados o sus representantes o apoderados, en los 

términos de la Ley. En cualquier caso los efectos procesales serán los mismos, salvo 

prevención en contrario." (CFPC) 

"Artículo 2°. La acción procede en juicio, aún cuando no se exprese su nombre, con tal 

de que se determine con claridad la clase de prestación que se exija del demandado y el 

titulo o causa de la acción." (CPCDF) 

"Articulo 2°. Cuando haya trasmisión, a un tercero, del interés del que habla el articulo 

anterior, dejará de ser parte quien haya perdido el interés, y lo será quien lo haya 

adquirido. 

ESTA TESIS NO SALE 
DE LA BIBLIOTEC.\ 
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Esas transmisiones no afectan el procedimiento judicia~ excepto en los casos en que 

hagan desaparecer, por confusión substancial de intereses, la materia del litigio." 

(CFPC) 

La Suprema Corte de Justicia ha sostenido que "siendo el interés un requisito esencial 

para el ejercicio de la acción, si aquél falta, ésta no puede ejercitarse y el juzgador 

puede, aún de oficio, abstenerse de estudiarla, por ser de orden público el cumplimiento 

·de los requisitos requeridos para el ejercicio de la acción. 

Para Liebman, el interés para actuar consiste en "la relación de utilidades existente entre 

la lesión de un derecho, que ha sido afirmada, y el proveimiento de tutela jurisdiccional 

que viene demandado." Por ello, con toda razón, el último párrafo del artículo 1° del 

CPCDF, en la versión anterior a la reforma del 10 de enero de 1986, disponía que "falta 

ei requisito del interés siempre que no pueda alcanzarse el objeto de una acción, aún 

suponiendo favorable la sentencia." 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha entendido al interés para actuar como "la 

necesidad de obtener la ventaja protegida por la ley mediante los órganos 

jurisdiccionales del Estado, de modo que sin la intervención de éstos, sufrirla un daño el 

titular del derecho. Surge esta necesidad no sólo cuando hay un estado de hecho 

contrario al derecho, ... sino también cuando ... existe un estado de hecho que produce 

incertidumbre sobre el derecho, y que es necesario eliminar mediante la declaración 

judicial para evitar las posibles consecuencias dañosas. 

En consecuencia, el interés jurídico que se exige como requisito para que proceda el 

ejercicio de la acción, normalmente consiste en la relación que debe existir entre la 

situación de hecho contraria a derecho o el estado de incertidumbre juridica que afecte a 

la parte actora y la necesidad de la sentencia demandada, asl como en la actitud de ésta 

para poner fin a dicha situación o estado. 

80 



IA ACCION V IA EJ<CEPCIÓN 

En cuanto a la pretensión, asi como la doctrina ha distinguido claramente entre la acción 

y el derecho subjetivo materi_al, también ha hecho la propio con la acción y la pretensión. 

Para Carnelutti, la pretensión es "la exigencia de subordinación del interés ajeno al 

interés propio." Con anterioridad, Windscheid aclaró que habla utilizado la expresión 

pretensión juridica "para designar la dirección personal del derecho, en virtud de la cual 

se le exige algo a una persona determinada,"'° 

Para Couture, la pretensión "es la afirmación de un sujeto de derecho de merecer la 

tutela juridica y, por supuesto, la aspiración concreta de que ésta se haga efectiva. En 

otras palabras -aclara el procesalista uruguayo-: la autoatribución de un derecho por 

parte de un sujeto que invocándola pide concretamente que se haga efectiva a su 

respecto la tutela juridica." 

Juim~ Guasp fue más lejos en la definición de la pretensión y dio a ésta un alcance 

mayor del que realmente tiene. Para el procesalista español, "la pretensión procesal, por 

su estructura, es una declaración de voluntad por la cual una persona reclama a otra, ante 

un tercero supraordinario a ambas, un bien de la vida, formulando en torno al mismo una 

petición fundada, esto es, acotada o delimitada, según los acontecimientos de hecho que 

expresamente se señalen." Con una definición tan desproporcionada, Guasp intento, por 

un lado, sustituir el concepto de acción por el de pretensión, y, por el otro, erigir a esta 

última como "concepto definidor de la función procesal" (el proceso como instrumento 

de satisfacción de pretensiones) y como "objeto del proceso."" 

La definición de Guasp es desproporcionada porque incluye en la pretensión, que es sólo 

la reclamación que una parte formula contra la otra, el fundamento de hecho de la 

misma. Esto es inexacto, porque una cosa es la pretensión y otra su fundamento. El 

simple hecho de reconocer que existen pretensiones infundadas o sin fundamento 

confirma la independencia de estos dos conceptos. La pretensión puede existir 

independientemente de que tenga o no un fundamento. Con toda razón, Ramirez Arcila 

!-o WINDSI lEID, Bcmard, Polémica" .foh1v In nrtlo, Rt.lptica al Dr. Theo<lor Mulhcr, Bui..'lloS Aires, EJEA. 1974. 
~ 1 GUASP, Jnimc, l!u!n'h'luiri11 JJll'll'C.m/, Madrid, 2da. Edición, t.-dilorinl Ci\'itns, 19KI, p.ig,inasKS y 85. 
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ha escrito, parafraseando al propio autor hispano, que éste ha hipertrofiado el concepto 

de pretensión. 

La pretensión es la petición o reclamación que fonnula la parte actora o acusadora, ante 

el juzgador, contra la parte demandada o acusada, en relación con un bien juridico. 

Cuando la pretensión se hace valer ante el juzgador, ella es un elemento de la acción, 

que se expresa precisamente en el primer acto con que ésta se ejerce: la demanda o la 

acusación. 

En estos actos, la parte actora o la parte acusadora señala su petición o reclamación 

especificas contra la otra parte. La pretensión va a quedar expresada en estos actos 

iniciales, pero la acción continuará ejerciéndose hasta que se dicte sentencia y ésta se 

ejecute. 

En la demanda o en la acusación la parte actora no se debe limitar a e.xpresar 

to que pide de la contraparte, sino que nonnalmente debe señalar también el fundamento 

de su petición (causa petendi). Este fundamento comprende los hechos y las 

disposiciones juridieas que invoca ta parte actora o ta parte acusadora en apoyo a su 

pretensión. 

En cuanto a los sujetos, tenemos que de la derivación del interés juridico y de ta 

pretensión solamente puede ejtrcitarlo quien se sienta agraviado o lesionado en algún 

interés, (el sujeto activo) siempre y cuando se cumplan con las fonnatidades que se 

enmarquen. 

Et sujeto activo o actor, como también se le conoce, debe tener caracteristieas propios 

inherentes de poder obrar, debe de existir un daño, para que sobre éste se ejerza la 

acción y la pretensión. El sujeto pasivo o demandado, es aquél de quien se exige ta 

restitución del bien dañado, porque sobre él se va a obrar sin titubeo alguno. El juzgador 

tomará en cuenta ta existencia del sujeto pasivo, su responsabilidad y el alcance que se 

le deba dar. 
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La relación entre sujeto activo y sujeto pasivo es fundamental, ninguno de los dos puede 

faltar en la relación jurldica, la existencia de ambos es indispensable por las 

características que cada uno de ellos presenta a la hora de actuar. 

Clasificación de las acciones 

Las acciones, atendiendo a la naturaleza del d.erecho material que se ejercita, pueden ser 

reales, personales y mixtas. Tomando en consideración lo que pide el actor, se dividen 

en de condena, declarativas, constitutivas, modificativas, cautelares y ejecutivas. 

Referidas al tiempo durante el cual pueden ser deducidas, son prescriptibles e 

imprescriptibles. En cuanto a su enajenabilidad son trasmisibles e intransmisibles. 

Respeto a su abdicación son renunciables e irrenunciables. Por lo que toca a la materia 

pueden ser mercantiles, civiles, penales, fiscales, laborales, etcétera. Por su naturaleza 

del objeto del derecho, son mobiliarias e inmobiliarias. 

Según pretendan ejercer el derecho de propiedad o de posesión son petitorias o 

posesorias. En atención a su vida propia o dependiente de otra, son principales y 

accesorias. Por lo que hace a la posición, en juicio, de los sujetos, pueden ser principales 

o reconvencionales. Por lo que ve al titular del derecho, son directas y oblicuas. 

Finalmente, habida cuenta de su compatibilidad, pueden ser contradictorias. 

J.J La acción en el derecho del trabajo 

La acción laboral, a raíz de las ideas expuestas de la acción, encontramos importantes 

coincidencias, lo que sirve para probar la relación que guarda el derecho del trabajo con 

otras ramas del derecho y particularmente con el llamado derecho común, pero también 

hay características muy propias del derecho del trabajo. 
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En primer ténnino, es aplicable al derecho procesal del trabajo el concepto de acción en 

general, con la salvedad de que, además de estar elevado su ejercicio al rango de 

garantla individual por el articulo 8" de la Constitución, tiene protección especial en la 

fracción XX del apartado "A" del articulo 123 de la Ley Suprema. 

En cuanto a lo demás, su ejercicio no esta sujeto a fonnalidades especiales. Es el sentir 

del articulo 687 de la Ley Federal del Trabajo, que seilala: ''En las comparecencias, 

escritos, promociones o alegaciones, no se exigirt fonna detenninada; pero las partes 

deberán precisar los puntos petitorios." 

De aqui deducimos que la acción procede en juicio aun cuando no se exprese su nombre, 

con tal de que se determine con claridad cuál es la causa de la pretensión que se exige al 

demandado. La acción puede ser ejercitada por propio derecho o por medio de un 

representante legal. 

Las acciones, por la naturaleza del derecho material que está en juego, son personales, 

pues son de esta naturaleza las que se ejercitan para obligar al demandado a dar, hacer o 

no hacer alguna cosa. 

Según el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, cuando un trabajador demanda el 

pago de la indemnización constitucional y sus accesorios, como consecuencia de un 

despido injustificado, pretende que la Junta obligue al patrón demandado al 

cumplimiento de la obligación de dar. 

Si el trabajador, con la opción que le otorga el mismo artículo 48, con vista al despido 

demanda la reinstalación, es decir, el cumplimiento del contrato, su pretensión es 

obtener un laudo que constri~a al patrón a cumplir con una obligación de hacer. 

Por último, en el supuesto de que un trabajador promueva una providencia cautelar de 

"arraigo", la acción que ejercita es de no hacer, pues su intención es la de que la Junta 
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conmine al demandado para que no se ausente u oculte. (Articulo 857 fracción 1 del 

ordenamiento legal citado). 

Atendiendo al pedimento del actor, las acciones laborales pueden ser de condena, pues 

tienden, a veces, a obtener un laudo destinado a ser cumplido o ejecutado en los 

términos del articulo 939 de la Ley Federal del Trabajo, que a la letra dice: "Las 

disposiciones de este Titulo rigen la ejecución de los laudos dictados por las 

Juntas de Conciliación Permanentes y por las Juntas de Conciliación y Arbitraje. Son 

también aplicables a los laudos arbitrales, a las resoluciones dictadas en los conflictos 

colectivos de naturaleza económica y a los convenios celebrados entre las Juntas." 

Otras veces son declarativas, lo que acontece cuando se pretende obtener, con la eficacia 

de la cosa juzgada, la declaración de la existencia de un derecho; tal es el caso de la 

determinación de beneficiarios en los fallecimientos por riesgo de trabajo, según lo 

expresa el articulo 503 fracción V de la Ley Laboral. 

Pueden ser también constitutivas cuando tienen por objeto modificar o extinguir una 

relación de derecho; esta acción ejercita el sindicato cuando busca la modificación 

colectiva de las condiciones de trabajo, tal y como lo señala el articulo 426 de la ley que 

expresa: "Los sindicatos de trabajadores o los patrones podrán solicitar a las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje la modificación de las condiciones de trabajo contenidas en los 

contratos colectivos o en los contratos ley: 

l. Cuando existan circunstancias económicas que la juntifiquen; y 

11. Cuando el aumento del costo de la vida origine un desequilibrio entre el 

capital y el trabajo. 

La solicitud se ajustará a lo dispuesto en los articulos 398 y 419, fracción 1, y se 

tramitará de conformidad con las disposiciones para conflictos colectivos de naturaleza 

económica. n 
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Por pane del patrón tendríamos la implantación de maquinaria o de procedimientos de 

trabajos nuevos. Aquí se plantea una reducción de personal (articulo 439 de la Ley). 

Ambas suelen ser medidas cautelares; lo son cuando intentan conseguir una resolución 

provisional que garantice la efectividad del derecho sustancial, como en el caso de los 

secuestros (embargos) provisionales. 

Desde otro punto de vista, las acciones son prescriptibles según el contenido de los 

siguientes artlculos 516, 517, 518, 519 y 520 de la Ley Federal del Trabajo que 

eKpresan: 

"Las acciones de trabajo prescriben en un ailo, contando a partir del dia siguiente a la 

fecha en que la obligación sea exigible, con las CKcepciones que se consignan en los 

artlculos siguientes." Artículo 516 de la LFT. 

"Prescriben en un mes: 

'\ 

l. Las acciones de los patrones para despedir a los trabajadores, para disciplinar 

sus faltas y para efectuar descuentos en sus salarios, y 

11. Las acciones de los trabajadores para separarse del trabajo. 

En los casos de la fracción 1, la prescripción corre a partir, respectivamente del dia 

siguiente a la fecha en que se tenga conocimiento de la causa de la separación o de la 

falta, desde el momento en que se comprueben los errores cometidos, o las pérdidas o 

averías imputables al trabajador, o desde la fecha en que la deuda sea exigible. 

En los casos de la fracción 11, la prescripción corre a partir de la fecha en que se tenga 

conocimiento de la causa de separación." Articulo 517 de la LFT. 

"Prescriben en dos meses las acciones de los trabajadores que sean separados del 

trabajo. 
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La prescripción corre a partir del día siguiente a la fecha de la separación." Articulo S 18 

delaLFT. 

"Prescriben en dos aftos: 

l. Las acciones de los trabajadores para reclamar el pago de indemnizaciones 

por riesgo de trabajo; 

II. tas acciones de los beneficiarios en los casos de muerte por riesgo de 

trabajo; y 

lll. Las acciones para solicitar la ejecución de los laudos de las Juntas de 

Conciliación y Arbitraje y de los convenios celebrados ante ellas. 

La prescripción corre, respectivamente, desde el momento en que se determine el grado 

de incapacidad para el trabajo; desde la fecha de la muerte del trabajador, y desde el día 

siguiente al en que hubiese quedado notificado el laudo de la Junta o aprobado el 

convenio. Cuando el laudo imponga la obligación de reinstalar, el patrón podrá solicitar 

de la Junta que ftje al trabajador un término no mayor de treinta días para que regrese al 

trabajo, apercibiéndolo que de no hacerlo, podrá el patrón dar por terminada la relación 

de trabajo." Articulo 519 de la LFT. 

"La prescripción no puede comenzar ni correr: 

l. Contra los incapaces mentales, sino cuando se haya discernido la tutela 

conforme a la Ley; y 

11. Contra los trabajadores incorporados al servicio militar en tiempo de guerra." 

Artículo 520 de la LFT. 

Respecto a la rcnunciabilidad, es cierto que el articulo 33 de la Ley Federal del Trabajo 

se señala que: "Es nula la renuncia que los trabajadores hagan de los salarios 

devengados, de las indemnizaciones y demás prestaciones que deriven de los servicios 

prestados, cualquiera que sea la fomia o denominación que se le dé. 
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Todo convenio o liquidación, para ser valido, deberá hacerse por escrito y contener una 

relación circunstanciada de los hechos que lo motiven y de los derechos comprendidos 

en él. Será ratificado ante la Junta de Conciliación y Arbitraje, la que lo aprobará 

siempre que no contenga renuncia de los derechos de los trabajadores." 

Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que: "Como la 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal del Trabajo 

sólo señalan como irrenunciables los derechos expresamente consagrados en la Ley, se 

concluye que respecto de aquellos derechos que tengan una fuente distinta a la 

legislación y deriven del contrato de trabajo, sea éste individual o colectivo, no rige el 

principio de irrenunciabilidad; y en esa forma, aún cuando el trabajador demuestre que 

al firmar un recibo finiquito no le hablan cubierto detenninadas prestaciones que no 

tienen más fuente que el contrato de trabajo, ello no implica la nulidad del finiquito, 

pues no se trata de derechos irrenunciables." Informe 1968. Cuarta Sala, página 35. 

En cuanto a la materia, es indudable que las acciones que nos ocupan tienen el carácter 

de laboral. 
./ 

Tomando en consideración el derecho de posesión, son posesorias las acciones de que se 

vale un trabajador que pretende conservar la posesión de una casa habitación 

proporcionada por el patrón en ocasión del trabajo, según el articulo 152 de la Ley 

Laboral. 

En consideración a su vida propia o dependiente de otra, será principal la acción 

deducida para lograr el pago de indemnización, y accesoria la demanda de pago de 

salarios caídos. 

En el derecho procesal del trabajo pueden darse también las acciones reconvencionales, 

pues nada impide, por ejemplo, que un patrón demandado por el pago de la 

indemnización por despido injustificado, contrademande el pago de alguna suma de 

dinero que le adeude el trabajador. 
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Asimismo, se dan las acciones principales y oblicuas. La acción principal se da cuando 

lo ejercita la persona fisica o moral a quien le competa de una manera inmediata, por 

ejemplo, la firma de un contrato colectivo de acuerdo con el articulo 387 de la Ley 

Laboral; estaremos en presencia de una acción oblicua cuando deduzca la acción quien, 

sin ser titular del derecho de cuya aplicación se trate, tiene interés juridico en el negocio; 

es el caso de los terceros interesados a que se refiere el articulo 690 de la Ley de la 

materia. 

Finalmente, tenemos las acciones contradictorias que son aquellas de las que el ejercicio 

de una de ellas invalida el de la otra. Quien demanda el mismo tiempo el pago de la 

indemnización por despido y la reinstalación, ejercita acciones contradictorias. 

Demandar el pago de la indemnización equivale a estar de acuerdo con el despido, 

aunque se considere injusto; y pretender la reinstalación es oponerse al despido. Dado lo 

anterior, no pueden demandarse al mismo tiempo las consecuencias de una disolución, 

que se acepta, de la relación de trabajo, y el cumplimiento de dicha relación. 

Si un trabajador reclamó en su demanda laboral la reinstalación en su trabajo o el pago 

de la indemnización constitucional, estas acciones son contradictorias y se excluyen 

entre si, pues en tanto que la primera implica el cumplimiento del contrato de trabajo, la 

segunda pretende nada menos que la rescisión de dicho contrato de donde resulta que 

tales derechos no pueden coexistir dentro del contenido de la relación procesal en los 

juicios laborales; de ahí que, cuando se acciona en la fonna indicada, se coloca a la Junta 

del conocimiento en la imposibilidad legal de decidir el conflicto, pues no es posible 

determinar cuál es el derecho que ha de tutelarse mediante el ejercicio de su jurisdicción. 

Es por ello que en tales casos debe estimarse que, propiamente, no se ha ejercitado 

acción alguna y absolver al demandado. 

Lo relativo a las acciones contradictorias pierde interés práctico en el Derecho Procesal 

del Trabajo, pues díficilmente se presentarán atento a lo dispuesto por el aniculo 873 de 

la Ley Laboral que a la letra dice: "El Pleno o la Junta Especial, dentro de las 

veinticuatro horas siguientes, contadas a panir del momento en que reciba el escrito de 
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demanda, dictará acuerdo, en el que señalará dla y hora para la celebración de la 

audiencia de conciliación, demanda y excepciones y ofrecimiento y admisión de 

pruebas, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes al en que se haya 

recibido el escrito de demanda: En el mismo acuerdo se ordenará se notifique 

personalmente a las partes, con diez dlas de anticipación a la audiencia cuando menos, 

entregando al demandado copia cotejada de la demanda, y ordenando se notifique a las 

partes con el apercibimiento al demandado de tenerlo por inconforme con todo arreglo, 

por contestada la demanda en sentido afirmativo, y por perdido el derecho de ofrecer 

pruebas, si no concurre a la audiencia. 

Cuando el actor sea el trabajador o sus beneficiarios, la Junta en caso de que notare 

alguna irregularidad en el escrito de demanda, o que estuviere ejercitando acciones 

contradictorias, al admitir la demanda le señalará los defectos u omisiones en que haya 

incurrido y lo prevendrá para que los subsane dentro de un término de tres dias." 

De ahí, lo dificil de que se presente alguna acción contradictoria en materia laboral, al 

menos que la Junta Especial o el Pleno no lo perciba en el momento de recepcionar la 

demanda y de dictar el acuerdo correspondiente para la celebración de la primer 

audiencia. 

3.4 Acciones ejercitables en el derecho del trabajo 

Tanto trabajadores como patrones pueden ejercer acciones individuales o colectivas. La 

acción individual de mayor trascendencia a cargo del trabajador es sin lugar a dudas el 

despido. El trabajador a quien se le rescinde su contrato de trabajo puede optar por 

demandar el pago de la indemnización constitucional o el cumplimiento del contrato, es 

decir, la reinstalación en los términos que enmarque el artículo 48 de la Ley Federal del 

Trabajo. Una segunda alternativa es la rescisión del contrato por causas imputables al 

patrón tal y como se expresa en el articulo S 1 del mismo ordenamiento. 
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Además, como otra opción, el trabajador puede solicitar de la Junta la modificación de 

las condiciones de trabajo, cuando el salario no sea remunerador o sea excesiva la 

jornada de trabajo o concurran circunstancias económicas que la justifiquen, tal y corno 

lo enmarca el articulo S7 de la Ley de la materia. 

También puede el trabajador deducir la acción para conseguir el pago de prestaciones 

como tiempo extra (articulos 67 y 68 de la LFT.), descansos semanales y obligatorios 

(articulos 69, 72,73 y 7S), prima dominical (Articulo 71), vacaciones (articulos 76,77 °y 

79) prima vacacional (articulo 80), salarios (articulo 82) aguinaldo (articulo 87), importe 

de descuentos hechos en forma ilegal por el patrón (articulos IOS y 110), participación 

de utilidades (articulo 117), etcétera. 

Pocas son las acciones que de forma individual puede ejercer d patrón sobre el o los 

trabajadores. En lo que a rescisión de contrato de refiere, de acuerdo con el criterio que 

ha venido sustentando la Suprema Corte, los patrones no pueden ser actores o, lo que es 

lo mismo, no pueden ejercitar la acción de rescisión. Deben despedir y esperar la 

demanda del trabajador para, en calidad de demandados, oponer las excepciones 

procedentes. 

Lo normal es que el patrón despida al trabajador cuando decide prescindir de sus 

servicios; pero puede también, sin despedir al trabajador, demandar ante la Junta la 

rescisión del contrato sin despojarlo de la fuente de trabajo. En este caso, si la acción 

intentada por el patrón culmina en un laudo ejecutoriado que le sea favorable, la ruptura 

de la relación se presenta hasta este momento procesal. Si la acción intentada es 

contraria, la relación de trabajo nunca llega a suspenderse ni a romperse. 

Al respecto, Mario de la Cueva expresa: "La rescisión de la relación de trabajo puede 

realizarse en dos formas distintas: el primer sistema consiste en subordinar la rescisión 

ante previa declaración judicial, en este caso, el trabajador y el patrón deben ejercitar 

ante la autoridad competente la acción de rescisión alejando la causa que la justifica, por 

lo que, durante la tramitación, subsiste la relación de trabajo y, consecuentemente, las 
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respectivas obligaciones, es decir, prestación de servicios y pago de salarios. El segundo 

sistema tradicionalmente practicado por el derecho alemán, permite al patrón separar 

inmediatamente al trabajador y a éste separarse cuando el motivo rescisorio sea 

imputable al patrón."" 

Sin temor a equivocarme, existen dos formas para rescindir el contrato de trabajo, siendo 

la primera de ellas cuando el patrón separa inmediatamente al trabajador de su empleo y 

la segtinda cuando el patrón opta por soli~tar Íle la Junta de Conciliación, la rescisión 

del contrato de trabajo. Estas dos formas de rescisión se excluyen obviamente, pues en el 

primer caso el patrón rescinde unilateralmente el contrato, a consecuencia del cual el 

trabajador queda separado del servicio, pero cuando el patrón ejercita la acción 

rescisoria el trabajador sigue prestando sus servicios, hasta que, en su caso, la Junta 

decrete la rescisión. 

Cuando un trabajador incurre en alguna o algunas de las causales que enmarca el 

aniculo 47 de la Ley Federal del Trabajo, el patrón tiene derecho a rescindirle, sin 

responsabilidad alguna, el contrato de trabajo que los une y, por tanto, derecho a 

separarlo justificadamente del puesto que desempeñe; derecho que si no se ejercita en la 

forma prevista por la ley, esto es, mediante la separación del trabajador, no puede 

ejercitarse mediante otra diversa. 

Una de las primeras acciones colectivas a favor del trabajador se relaciona con la firma 

del contrato colectivo, acción que puede deducirse en juicio ordinario o a través del 

procedimiento de huelga. También son colectivas las acciones para la revisión del 

contrato colectivo; al igual que las que tienen por objeto la modificación de las 

condiciones de trabajo. 

Otra acción es la relativa a la celebración del contrato-ley que escapa a la función 

jurisdiccional, pues su trámite es de carácter administrativo. Una acción más es la 

referencia a la firma del reglamento interior de trabajo. 

n DE l.A ClJl!VA, op. cit. supra nota 2. p:iE!iim 165. 
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Finalmente, tenemos una acción imponantisima; la que enderezan los trabajadores por 

medio de la huelga para lograr los propósitos señalados en el aniculo 450 de la Ley de la 

materia. 

Las acciones colectivas consignadas a patrones no resultan de todo efectivas. Y esto es 

asi porque el Derecho Colectivo del Trabajo, por su propia naturaleza, es un instrumento 

de lucha y ataque de la clase trabaj~dora, en tanto que resulta, apenas, un medio tibio de 

defensa para el sector patronal. 

Los patrones pueden también, aunque no se acostumbra, solicitar la revisión del contrato 

colectivo de trabajo. Además, están en aptitud de pedir la modificación colectiva de las 

condiciones de trabajo, asi como la suspensión y la terminación de las relaciones 

colectivas de trabajo. Sin embargo, como tanto para la modificación como para la 

suspensión y terminación se requiere el planteamiento de un conflicto colectivo de 

naturaleza económica, es fácil para los trabajadores el bloqueo de las acciones intentadas 

por los patrones, pues: "El ejercicio del derecho de huelga suspende la tramitación de los 

conflictos colectivos de naturaleza económica pendientes ante la Junta de Conciliación y 

Arbitraje, y de las solicitudes que se presenten, salvo que los trabajadores sometan el 

conflicto a la decisión de la Junta." 

No se aplica lo señalado en el párrafo anterior, cuando la huelga tenga por objeto lo 

señalado en el aniculo 450, fracción VI, según lo expresa el aniculo 448 de la Ley 

Federal del Trabajo. 

3.5 Las excepciones 

La palabra excepción ha tenido y tiene, en el derecho procesal, varios significados. En el 

Derecho Romano la exceptio surgió en el periodo del proceso per formulas o formulario, 

como medio de defensa del demandado. Consistia en una cláusula que el magistrado, a 

petición del demandado, insertaba en la fórmula para que el juez, si resultaban probadas 
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las circunstancias de hecho alegadas por el demandado, absolviera a éste, aun cuando 

considerara fundada la intentio del actor. La posición de la erceptlo en la fórmula se 

ubicaba entre la i11te11tlo y la co1Jdemnat/o, 

La excepción es derecho subjetivo procesal al igual que la acción, que si bien se 

complementan en la dialéctica del proceso, tienen un contenido y un sentido claramente 

distintos. En ejercicio de la acción, la parte actora o la parte acusadora plantea su 

pretensión, petición o reclamación. En ejercicio 'de la excepción o derecho de defensa en · 

juicio, la parte demandada o la parte acusada oponen cuestiones (excepciones) contrarias 

al ejercicio de la acción o a la pretensión de la contraparte. Eventualmente, la parte 

demandada puede ejercer la acción y formular una pretensión, cuando reconviene 

o contrademanda a la parte actora. Pero en este caso especifico, la parte 

demandada asume también el papel de parte actora por lo que se refiere a la 

reconvención; e igualmente, la parte actora original se convierte en demandada en la 

reconvención. 
\ 

Sin desconocer la naturaleza, el contenido y el sentido espeeiticos de la acción y de la 

excepción, se puede afirmar que ambos derivan de un derecho genérico que tiene toda 

persona para acceder a los tribunales, con el fin de plantear una pretensión o defenderse 

de ella, a través de un proceso justo y razonable, en el que se respeten los derechos que 

correspondan a las partes. 

Este derecho genérico no se debe confundir ni con la acción ni con la 

excepción, pues comprende a ambos, y debe recibir, por tanto, un nombre distinto. Nos 

parece que el más apropiado es el que propuso Couture originalmente para la acción: el 

derecho a la jurisdicción. En este sentido, Jesús Zamora Pierce define a este último 

como "un derecho público subjetivo, abstracto, imprescriptible e irrenunciable, del 

que gozan por igual actor y demandado, que se ejerce ante el Estado para 
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obtener una decisión jurisdiccional y, en su caso, la ejecución coactiva de tal 

decisión."" 

El derecho a la jurisdicción se encuentra previsto en el segundo párrafo del articulo 17 

de la constitución, el cual dispone lo siguiente: "Toda persona tiene derecho a que se le 

administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 

términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e 

imparcial. g¿ servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas 

judiciales." 

De este precepto constitucional derivan tanto el derecho genérico a la jurisdicción, como 

los derechos especlficos de acción y excepción. A este último se refiere también, de 

manera particular, el segundo párrafo del articulo 14 constitucional. 

Cuando hablamos de la acción nos pronunciamos por aceptar la doctrina de la 

autonomla, considerando que aquélla es puro derecho a la jurisdicción, que compete aun 

a aquellos que carecen de un derecho material que justifique la demanda. 

En la excepción acontece lo mismo; ·el demandado, con razón o sin ella, reclama del 

órgano jurisdiccional que la absuelva. 

En tal virtud, la acción y la excepción no pueden seguir la misma suerte en la sentencia o 

laudo: o procede la primera, o la segunda es capaz de destruirla. 

Las excepciones aceptan la veracidad de los hechos invocados en apoyo de la 

pretensión, pero dan al demandado la facultad de destruirla mediante la oportuna 

alegación y demostración de tales hechos. 

H ZAMORA PlERCE, Jesús. El l~m .. 'l:ho u 1njurisdicci6n, en RC\•Wa 1fo la facullnd dt! 1Jered10 1lc ~ ~ ••,número 
114, ocluhri:·t.licicmbn: e.fo 1979, p:iginn 972. 
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3.6 Clasificación de las eicepciones 

Tradicionalmente se han considerado que las excepciones pueden ser perentorias y 

dilatorias," las primeras tienen por objeto anular el derecho material o el juicio en el que 

se han hecho valer, las segundas, como su nombre lo indica, tienen como finalidad 

retardar el ejercicio del derecho material o retardar la entrada del demandado al juicio. 

De acuerdo con una clasificación que proviene del derecho romano, y que ha sido 

expuesta por Chiovenda, la Suprema Corte de Justicia de la Nación distingue entre 

excepciones en sentido propio y excepciones en sentido impropio o defensas. Para la 

Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, las excepciones en sentido propio 

"descansan en hechos que por sí mismos no excluyen la acción, pero dan al demandado 

la oportunidad de destruirla mediante oportuna alegación y demostración de los hechos. 

En cambio, las defensas o excepciones impropias se apoyan en hechos que por sí 

mismos excluyen la acción, de modo que una vez comprobadas por cualquier medio, el 

juez está en el deber de estimarlas de oficio, invóquelas o no el demandado. Son ejemplo 

de excepciones en sentido propio, la compensación, la prescripción, etcétera. Son 

ejemplo de excepciones impropias o defensas; el pago, la novación, la condonación del 

adeudo, etcétera" (Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1975, Tercera 

Sala, cuarta parte). 

~ 1 Por la influencia del <kr1."Cho procc:sal hispánico, nul!Stros mlenamientos procesa.les siglk:ll recogiendo, 1oruniB. la 
distinción mcdic\·al entre exccpciorh!s dilatorias y perentorias. que toma en cuenta el posible efecto de la exec.,x:ión 
sobro las •mxiones". Jacinto Pallares explicaba la distinción entre exccp::iones dilatorias y ~renlorias. C"l1 los 
siguientes tCnninos. •En matcria crinúnal, lo mismo que ai materia chil, las acciones ~ destruyen. o se paraliza su 
ejercicio judicial, por medio de las excepciones. Cuando éstas producen el primer c:f~to se: llrunan perentorias y 
cuando el scgtmdo dilatorias•. 
Esta clasilicación fue: admitida expresa.mente por los artlculos 26 y 27 del Código d.: i'rocc:dimiLiuos CMk.-s Je: 1 ss.i. 
De acuerdo con estos preceptos, las excepciones dilatorias eran las defensas que podia empicar el danandado para 
impedir el curso Je Ja acción, y lns excepciones ~rentorias eran las dcfi:nSllS que podla utifü.ar el JcmandOOo pam 
lh!strulr la acción. El Código de Procedimientos Ci\·ilcs de 1932 no reproJujo estas delinicioncs~ p.!ro, suponiendo la 
existencia de estn clnsilicación tradicional, el articulo 45 se limiló a enunciar las siguicnh:s "'-xccpcionesdilatorias: 1) 
Ja incompetencia del juez; 2) la titispt.-ntlencia; 3) la conexidad; 4) la íalta de personalidad o capacidad i:n el actor. 5) 
la fnlta Je cumplimiento del plllZO o de la condición 11q~1."Slé sujc1a la acción inlt.'lllilda: 6) la división: 7) la excu:;ión, 
y 8) las d1..'11tás a las cuales dieren ese carácter las 11!)-csCabc 51."Mlar que cs1c preu..-pto füe modificado por la ri:fomlll 
publicada t.'11 e1 Diario Oficial de la Ft."tforación de 10 de enero de 1986, ..:n )B que s..: suprimió la c!nWneración de lns 
c:.;ccpcioncs dilalorias y se previó que la resolución a las •objeciones aducidas respecto de los presupuestos 
¡KOCt.'Slllt.-s• (S3h'O In. incomp..:tcncin di:l juzgador) y a las C.Xtl.>pcio111.":i Jilatorias. ~ darla en la audiencia pre,ia 
regulada por el nUC\'O articulo 272. 
El Código Fctkml de Procedimientos Civiles, de corte más mo1.fomo y de mejor b.1cnica qui: el Código de 
Proce<limientos Ch'iks, no ncogc estn anlicumla clasifiwción: tampoco lo hace \u Ley roocral del Trnbajo. 
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Desde otro punto de vista, también se han clasificado las excepciones como principales 

y accesorias. Las principales son las que tienen vida independiente o propia; las 

accesorias las que dependen o son consecuencia de las principales. 

En el presente trabajo las clasificaremos en: dilatorias y perentorias; las primeras, como 

ya se dijo, tienen por objeto retardar las acciones ejercitadas por las partes, afecta a la 

acción, porque detienen, sin perjuicio de que después pueda reanudarse la marcha del 

proceso, las segundas, son aquellas que atacan direetamente la acción, en cuanto a la 

esencia misma del derecho ejercitado con ellas, tienden a destruir la acción y afectan la 

pretensión. 

DILATORIAS 

EXCEPCIONES 

PERENTORIAS 

La aplicación de cada una de las excepciones (dilatorias o perentorias) queda en función 

de la habilidad e interés jurídico del representante de la parte demandada., o bien, del 

propio demandado o del actor cuando hay contrademanda. 

J. 7 Las excepciones en materia laboral 

A reserva de haber señalado las distintas clase de excepciones que se pueden oponer en 

materia laboral, es necesario precisar los hechos que las constituyen. El demandado, al 
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contestar la reclamación inicial del juicio, debe precisar los hechos constitutivos de las 

eKcepciones opuestas a fin de evitar que la pane actora quede en estado de indefensión 

al no rendir las pruebas relacionadas y de no hacerto asl, la Junta que conoce del juicio 

debe abstenerse de tomar en consideración tales excepciones que, por su imprecisión, no 

hayan sido realmente opuestas; sin embargo, debe considerarse aplicable cuando de los 

términos de la susodicha contestación se desprende que el demandado hizo valer su 

cKcepción con toda claridad, que preci~ los hechos fundamentales relacionados con la 

misma y que, por 1.o que atañe a la reclamación del acto, dilucidó claramente cuál era el 

motivo o razón por los que la negaba, fundando su razonamiento en hechos concretos, 

aun cuando en ella no se haya referido a circunstancias intrascendentes o cuestiones de 

mero detalle, ya que, en tal hipótesis, la omisión de que se trata no afecta en sus 

términos la excepción hecha valer, ni tampoco el derecho de defensa del actor, quien 

está en actitud, por conocerlos, de ofrecer las pruebas que estime peninentes respecto a 

los indicados hechos esenciales. 

Sin embargo, es conveniente hacer la salvedad de que, si las excepciones opuestas por la 

pane demandada no prosperan, no por esa sola circunstancia ha de estimarse procedente 

la acción intentada; tal es el criterio Jurisprudencia! de la Suprema Cone de Justicia de la 

Nación: 

ACCIÓN, NECESIDAD DE SATISFACER LOS PRESUPUESTOS DE LA- Si 

las excepciones opuestas por Ja pone demando no prosperan, no por esa sólo 

circunstancia ha de estimarse procedente 13 acción intentada, sino que en el estudio 

del negocio deben considerarse también. y principalmente, los presupuestos de 

aquélla, Jos cuales deben ser satisfechos, so pena de que su ejercicio se considere 

ineficaz. 

lnfonnc 1982.- Cuana Sala. Número l. página 5. 

Viendo ahora a las clases de excepciones, en el procedimiento laboral, en lo general 

pueden darse las mismas eKcepciones que se dan en materia civil. Por ejemplo, las 

excepciones dilatorias las clasificamos en falta de personalidad, incompetencia, 

oscuridad en la demanda, litisdependencia, la conexidad de la causa, la falta de 
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cumplimiento de plazo, etcétera; mientras, que las excepciones perentorias se clasifican 

en excepción de pago, ausencia de la relación de trabajo, prescripción, falta de acción, 

entre otras. Considerando, a mi juicio, que éstas son las más importantes. 

En el caso de una demanda de reinstalación seria, la opuesta por el patrón aduciendo que 

el despido fue justificado por haber incurrido el actor en alguna de las causales de 

rescisión enumeradas en el articulo 47 de la Ley Federal del Trabajo. 

En cuanto a la incompetencia de la Junta, de acuerdo al articulo 40 constitucional, ha 

sido voluntad del pueblo mexicano "... constituirse en una República representativa, 

democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a 

su régimen interior; pero unidos en una Federación establecida según los principios de 

esta ley fundamental." 

Luego entonces, la República Mexicana se caracteriza por la relación e interdependencia 

que existe entre las entidades federativas y la personal llamada Estado Mexicano o 

Federación. Esta interdependencia es de tal naturaleza, atendiendo al contenido del 

articulo 41 de la propia Constitución, que el Gobierno Federal no tiene más facultades 

que las que los Estados miembros quisieron concederle. En este orden de ideas, las 

entidades federativas, pues, conservan todas las facultades, como soberanas, y la orbita 

de atribuciones de la Federación se forma de la renuncia que, al hacerse el reparto, 

hicieron las entidades. 

Congruente con lo que se acaba de señalar, la fracción XXXI del apartado "A" del 

articulo 123 constitucional nos dice cual es la competencia de las Juntas Federales de 

Conciliación y Arbitraje; de igual forma, la ley reglamentaria, por su parte, en el articulo 

527 reproduce el contenido del texto constitucional para aclarar en su articulo 698 que: 

"Será competencia de las Juntas Locales de Conciliación y de Conciliación y Arbitraje 

de las entidades federativas, conocer los conflictos que se susciten dentro de su 

jurisdicción, que no sean de la competencia de las Juntas Federales. 
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Las Juntas Federales de Conciliación y Federal de Conciliación y Arbitraje, conocerán 

de los conOictos de trabajo cuando se traten de las ramas industriales, empresas o 

materias contenidas en los articulos 123, apartado "A" fracción XXXI de la Constitución 

Política y 527 de esta Ley." 

DILATORIAS 

EXCEPCIONES 

PERENTORIAS 

Falta de Personalidad 
arts. 692 al 695. LFT 

Incompetencia 
art. 703. LFT 

Oscuridad de la 
demanda art. 687. LFT 

Litisdependencia 
art. 767. LFT 

Conexidad de la causa 

Excepción de pago 

Ausencia de relación de 
trabajo 

Prescripción 
arts. S 16 al 520. LFT 

Falta de acción 

Esta distribución de facultades que la Suprema Corte y la propia Ley denominan 

competencia constitucional de las autoridades del trabajo da lugar a conOictos 
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competenciales, que se dirimen precisamente al oponerse la excepción dilatoria de 

incompetencia. 

Al lado de esta competencia constitucional que se fija por razón de la materia, tenemos 

la competencia territorial prevista en el articulo 700 de la Ley Federal del Trabajo que 

expresa: ''La competencia por ru.ón de territorio se rige por las normas siguientes: 

l. Si se trata de Juntas de Conciliación, la del lugar de prestación de servicios; 

lI. Si se trata de la Junta de Conciliación y Arbitraje, el actor pude escoger entre: 

a) La Junta del lugar de prestación de servicios; si estos se prestaron en 

varios lugares, será la junta de cualquiera de ellos. 

b) La Junta del lugar de celebración del contrato. 

c) La Junta del domicilio del demandado. 

III. En los conflictos colectivos de jurisdicción federal, la Junta Federal de 

Conciliación y Arbitraje, en los términos del articulo 606 de esta Ley; en los 

conflictos colectivos de jurisdicción local, la del lugar en que este ubicada la 

empresa o establecimiento; 

IV. Cuando se trate de la cancelación de registro de un sindicato, la Junta del 

lugar donde se hizo; 

V. En los conflictos entre patrones o trabajadores entre si, la Junta del domicilio 

del demandado; y 

VI. Cuando el demandado sea un sindicato, la Junta del domicilio del mismo. 

En esta hipótesis, la incompetencia de la Junta da también lugar a la excepción dilatoria 

de incompetencia. 

La excepción de litisdependencia procede cuando ya se ventila un juicio idéntico en 

contra del demandado, ante la misma Junta o ante otra, es decir, cuando coinciden actor, 

acción y demandado. 
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Hay conexidad de causa cuando existe identidad de personas y acciones, aunque las 

causas sean distintas, y cuando las acciones provengan de una misma causa. 

La falta de cumplimiento de plazo o de la condición se toma como excepción dilatoria, 

aunque en estricto rigor juridico es la obligación cuyo cumplimiento se demanda, la que 

esta sujeta a plazo o condición suspensiva. En el derecho del trabajo, tal eKcepción se 

podria oponer, por ejemplo, al trabajador que demandara el pago de aguinaldo antes de 

la fecha en que, de acuerdo con el articulo 87 de la Ley Federal del Trabajo, eidste la 

obligación de pagar dicha prestación. 

Por lo que se refiere a la eKcepción de falta de personalidad, consiste en la carencia de 

cualidades necesarias para comparecer en juicio o para acreditar el carácter o la 

representación con que se ostentan tanto el patrón, el trabajador y las organizaciones 

sindicales ante las Juntas de Conciliación y las Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

Se entiende por personalidad no sólo la cualidad de ser persona jurídica con todos sus 

atributos, sino también la capacidad juridica detenninada por el estado juridico de las 

personas. 

Esta capacidad que generalmente se llama de goce es la aptitud de la persona juridica 

para adquirir derechos y obligaciones y como es elemento esencial de la personalidad, 

resulta de aquí que toda persona jurídica, por el simple hecho de serlo, tiene esta 

capacidad de goce, que mejor deberla llamarse capacidad de derechos. 

La capacidad de goce llevada al campo del derecho procesal se llama capacidad 

procesal, y la poseen todas las personas juridicas por el simple hecho de ser personas 

jurídicas. 

De manera especial la capacidad de goce en materia procesal laboral se refiere a la 

capacidad de las personas jurídicas para sumir en el proceso el carácter de actor o de 

demandado. Por esta razón la personalidad considerada procesalmente es la capacidad 
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de cjercirar la acción y, en general la capacidad de actuar ante las autoridades del 

trabajo. Al respecto, la Ley Federal del Trabajo scilala: 

"Articulo 692. Las partes podrán comparecer a juicio en forma directa o por conducto de 

apoderado legalmente autorizado. 

Tratándose de apoderado, la personalidad se acreditara conforme a las siguientes reglas: 

l. Cuando el compareciente actué como apoderado de persona fisica, podrá 

hacerlo mediante poder notarial o carta poder firmada por el otorgante y ante 

dos testigos, sin necesidad de ser ratificada ante la Junta; 

II. Cuando el apoderado actué como representante legal de persona moral, 

deberá exhibir el testimonio notarial respectivo que asl lo acredite; 

111. Cuando el compareciente actué como apoderado de persona moral, podrá 

acreditar su personalidad mediante testimonio notarial, o carta poder 

otorgada ante dos testigos, previa comprobación de que quien le otorga el 

poder esta legalmente autorizado para ello; y 

IV. Los representantes de los sindicatos acreditarán su personalidad con la 

certificación que les extienda la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, o 

la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, de haber quedado registrada la 

directiva del sindicato." 

"Articulo 693. Las Juntas podrán tener por acreditada la personalidad de los 

representantes de los trabajadores o sindicatos, sin sujetarse a las reglas del articulo 

anterior, siempre que los documentos exhibidos lleguen al convencimiento de que 

efectivamente se representa a la parte interesada." 

"Articulo 694. Los trabajadores, los patrones y las organizaciones sindicales, podrán 

otorgar poder mediante simple comparecencia, previa identificación, ante las Juntas del 

lugar de su residencia, para que los representen ante cualquier autoridad del trabajo; la 

personalidad se acreditará con la copia certificada que se expida de la misma." 
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"Articulo 695. Los representantes o apoderados podrán acreditar su personalidad 

confonne a los lineamientos anteriores, en cada uno de los juicios en que comparezcan, 

exhibiendo copia simple fotostltica para su cotejo con el documento original o 

certificado por autoridad, el cual les será dewclto de inmediato, quedando en autos la 

copia debidamente certificada." 

En cuanto a la excepción dilatoria de oscuridad de la demanda, el articulo 687 de la Ley 

Laboral exige a las partes que precisen los puntos petitorios, por' lo que en algunas 

ocasiones se menciona, por la serie de omisiones e imprecisiones y contradicciones en 

que incurre el actor al elaborar el escrito de demanda, asi como lo inexacto del tiempo, 

modo y lugar donde sucedieron los hechos. 

Finalmente, las excepciones perentorias, como la excepción de pago se opone en contra 

de los conceptos reclamados por no adeudar cantidad alguna; mientras que la excepción 

de ausencia de la relación de trabajo, se opone cuando jamás ha existido una relación 

laboral entre patrón y trabajador. 

La excepción de falta de acción se formula cuando el actor en su escrito de demanda 

pretenden que se le paguen como indemnización, en caso de despido injustificado, 

vacaciones, aguinaldo, prima de antigüedad, prima vacacional, etcétera. 

La excepción perentoria de prescripción se da en los ténninos del articulo 516 al 520 de 

la Ley de la materia, siempre y cuando la acción a ejercitar se adapte a la semántica que 

el legislador planteó en los artículos ya citados. 

Las excepciones que acabo de mostrar son las mas usuales, a mi juicio, en nuestra 

materia, pero no las imicas, en la Ley Federal del Trabajo no se precisan las excepciones 

de fondo ni de forma, sino que se deja al arbitrio del demandado oponerlas. 
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CAPITULO IV 

LOS MEDIOS DE PRUEBA Y SU OFRECIMIENTO 

4.1 La prueba 

La palabra prueba es una de las que tienen más significados en la ciencia del derecho y 

particulannente en la del derecho procesal. Su origen proviene del latln probo, bueno, 

honesto y proba11dum. Pero, lo que nos interesa es el significado que adquiere en la 

materia procesal, de los cuales destacarnos los tres siguientes: 

1. En sentido estricto, la prueba es la obtención del cercioramiento del juzgador 

sobre los hechos cuyo esclarecimiento es necesario para la resolución del 

conflicto sometido a proceso. En este sentido, la prueba es la verificación o 

confinnación de las afirmaciones de hecho expresadas por las partes. 

Esta verificación se produce en el conocimiento del juzgador, una vez que tiene 

la certeza de los hechos. Si bien la certeza o el cerciorarniento del juzgador tiene 

su carácter subjetivo -en cuanto que se dan dentro de un sujeto-, se manifiestan, 

sin embargo, en forma objetiva en lo que se denomina motivación de la 

sentencia, en la cual el juzgador debe expresar su juicio sobre los hechos, asi 

como las razones y los argume'1tos con base en los cuales llego a formarse tal 

juicio. 

Para Wróblewski, la prueba -en este sentido- es un razonamiento (del juzgador) 

dentro del cual el demostrad11m (la demostración o el juicio sobre los hechos) es 

justificado por el conjunto de expresiones lingüísticas de las que se deduce por 

una serie acabada de operaciones.'' 

"WROBLEWSKI, kTL)', "l.n UCCU\'C jurjdjquc: u'\jo!ogjc logiguc d uummcntation "en Pcr~lman, Ch. et Furicrs, P. 
1..-Jitorilll, /..a f'Wm'e 1•11 dmit, llrusd11'i, Etnblisscmi..'flL-; Emilc Urn~lílnt, l'JS!, p..'igina H3. 
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Por su parte, Denti seilala que con la palabra prueba se "designa el resultado del 

procedimiento probatorio, o sea el convencimiento al que el juzgador llega 

mediante los medios de prueba.'"6 

2. En 5'!11/ido amplio, también se designa como prueba a todo el conjunto de actos 

desarrollados por las partes, los terceros y el propio juzgador con el fin de lograr 

el cercioramiento de éste sobre los hechos controvertidos u objeto de prueba. 

3. Por último, por exte11sió11 también se suele denominar pruebas a los 

medios -instrumentos y conductas humanas- con los cuales se pretende lograr la 

verificación de las afirmaciones de hecho. Asl se habla de la prueba confesional, 

la prueba testimonial, el ofrecimiento de pruebas, etcétera. 

Denti advierte que la prueba entendida como medio tiene un significado muy 

próximo al de evide11ce. S1 

En otras palabras, el probar es producir un estado de certidumbre en la mente de una o 

varias personas respecto de la existencia de un hecho, o de la verdad o falsedad de una 

proposición; aunque, también podríamos decir que la prueba consiste en demostrar en 

juicio por los medios que la ley establece, la certeza de los hechos controvertidos por las 

partes. 

Ovalle Faveta," define la prueba en dos sentidos: prueba e11 sentido estricto es la 

obtención del cercioramiento judicial acerca de los hechos indispensables para la 

resolución del conflicto sometido a prueba; prueba en sentido amplio comprende todas 

las actividades procesales que se realizan a fin de obtener dicho cercioramiento con 

independencia de que éste se obtenga o no. 

Pero, independientemente de la extensión que tenga el concepto de prueba, habría que 

responder las siguientes preguntas: ¿qué es la prueba? ¿cuáles son los principios 

generales de la prueba? ¿qué se prueba? ¿quién prueba? ¿cómo se prueba? ¿qué valor 

!'<' DEN'n. Villorio, "Cie111iflcldatl de la p111eba y libre valoración deljuzgculor", lraducciOn de Santiago Ol'\atc, en 
poldln Mt!sjcnno di! lkrcd10 Comoorndo, nú.meros IJ-14, enero-agosto&! 1972, ¡l.1gina 4. 
·' lhidcm,página 3. 
'' OVAi.LE i:AVEJ.A, Jos.o!, "l.u t..:oria gl!ncrnl d..: In prucha," Rf!t.•i.~tn ,fe f,, Far11ltad ele Oi!rw·lw dt•.\((:riro. tomo 
XXIV. mimcro~ 9J u 94, cni:ro-juniodc 1974, p¡ip.inus 273 u 302. 



tiene la prueba? Al eslablecer qué es la prueba encontramos su concepto, al señalar qué 

se prueba indicamos su objeto, al responder quién prueba estamos en presencia de la 

carga de la prueba, informar sobre cómo se prueba es entrar al campo del procedimiento 

probatorio y, finalmente, conteslar qué valor tiene la prueba, es establecer el valor de los 

diferentes medios de prueba. 

Si analizáramos la prueba como procedimiento, ésta tiende a proporcionar al juzgador el 

conocimiento de la verdad a :cerca de lo que se ha planteado. Tradicionalmente hablamos 

de la prueba como el resultado obtenido por ese procedimiento. En esta virtud, se habla 

de medio de prueba, de objeto de prueba, de fin de la prueba. 

El medio de prueba es el procedimiento o mecanismo utilizado. El fin de la prueba es el 

para qué queremos probar, o sea, conocer la verdad, forjar la convicción del juzgador. El 

resultado de la prueba es el objeto que la prueba pudo producir en una secuencia del 

mismo procedimiento probatorio, que puede ser en uno o en otro sentido. 

El planteamiento fundamental radica en sostener que no debe hablarse de medios de 

prueba en la forma en que tradicionalmente se ha venido haciendo, sino de medios de 

confirmación, subdividiéndose éstos en cuatro grupos que son: 

.r Medios de convicción que simplemente inclinan el animo del juzgador 

hacia una afirmación inverificable por si misma: confesión, testigos . 

.r Medios de acreditamiento que están representados por cosas materiales 

que contienen datos o expresiones significativas sobre actos o hechos 

juridicos: documentos, monumentos, instrumentos y registros . 

.r Medios de mostración que implican que los objetos sean directamente 

mostrados al tribunal o juez y que esa experiencia directa permita el 

conocimiento de los mismos: inspección judicial. 

.r Medios de prueba (propiamente dichos) que se limitan a ser los 

procedimientos de verificación técnica y cientifica de fenómenos 

naturales siguiendo las leyes causales a que estén sometidos, o sea, la 

107 



producción eficiente de fenómenos con arreglo a sus propias leyes: 

. pruebas cientlficas, periciales, técnicas. 

En este sentido, el derecho probatorio se entiende como el conjunto de normas juridicas 

relativas a la prueba, o el conjunto de normas jurídicas que reglamentan los 

procedimientos de verificación de afinnaciones sobre hechos o sobre cuestiones de 

derecho. Igual ifRportancia tiene el análisis de la prueba, de donde se deben distinguir y 

diferenciar los siguientes rubros o categorias: 

1) El objeto de la prueba (thema, probandum), que son los hechos sobre los que 

versa la prueba; 

2) La carga de la prueba (onus probandi), que es la atribución impuesta por la ley 

para que cada una de las partes proponga y proporcione los medios de prueba 

que confirmen sus propias afirmaciones de hecho; 

3) El procedimiento probatorio, o sea la secuencia de actos desplegados por las 

partes, los terceros y el juzgador para lograr el cercioramiento judicial; y 

4) Los medios de prueba, que son los instrumentos objetos o cosas y las conductas 

humanas con los cuales se trata de lograr dicho cercioramiento; 

El objeto de la prueba está constituido por los hechos dudosos o controvertidos de la 

demanda que están o pueden estar sujetos a prueba. De tal afirmación se deducen las 

siguientes consecuencias: 

./ Únicamente los hechos están sujetos a prueba, es decir, el derecho no lo 

está, con la salvedad de que cuando se funden en leyes extranjeras; 

./ No todos los hechos deben ser probados; y 

./ Hay hechos respecto de los cuales la ley no admite prueba. 

Luego entonces, sólo los ordenamientos del derecho procesal civil y del mercantil 

delimitan el objeto de la prueba con cierta precisión. El articulo 284 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal dispone: "Sólo los hechos estarán sujetos 
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a prueba, así como los usos y costumbres en que se funde ei derecho." El derecho lo 

estará únicamente cuando se funde en usos o costumbres o se apoye en leyes o 

jurisprudencia extranjera. Este precepto recoge el principio jura novit curia y sólo exige 

la prueba del derecho cuando se trata de; 

a) Derecho consuetudinario, y 

b) Derecho extranjero. 

En relación con este último, la Suprema Corte de Justicia ha precisado que el medio más 

adecuado para probarlo consiste tn la certificación que expida la Secretaria de 

Relaciones Exteriores después de consultar lo conducente con las legaciones y 

consulados acreditados en México. El articulo 86 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles contiene una disposición similar a la transcrita, pero, además de las dos hipótesis 

mencionadas, agrega la jurisprudencia nacional. Sin embargo, la doctrina mexicana 

considera que la jurisprudencia, cuyo conocimiento y acatamiento es obligatorio para 

todos los juzgadores, en los términos de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo, no 

requiere en rigor que sea probada, sino que basta con que se le cite y que se precisen los 

datos de localización de la compilación en la cual puede ser consultada. 

El articulo 1197 del Código de Comercio también establece que sólo los hechos están 

sujetos a prueba; pero limita la prueba del derecho a sólo el caso del derecho extranjero, 

precisando que quien invoque leyes extranjeras "debe probar la existencia de ellas y que 

son aplicables al caso". También los códigos de procedimientos civiles que siguen el 

anleproyecto de 1948, limitan la prueba del derecho al caso del derecho extranjero; pero 

eslablecen, además, que dicha prueba sólo será necesaria cuando el juez así lo considere 

y se encuentre controvertida la existencia o aplicación del derecho extranjero invocado; 

igualmente facultan al juez para que lo investigue directamente, relevando a las partes de 

la carga, artículos 258 de los códigos de Sonora y Zacatecas y 237 del de Morelos.'° 

~ Estos mismos on.kmamientos estabh.-ci;:n con precisión que; "sólo serán objeto d.: prueba los hechos controvertidos• 
mtlculos 257 de los códi~os de Sonora y 1.acatecas y 236 del de Marcios. En sentido similar, el articulo m de la U:y 
h.\lcrnl del TraNjo prcscriN qui: "las pruebas deb.i1 reforirsc a loo IB..'thos cmltro\'1.'ftidos-; pero ap-e@a, •cunndo no 
hoynn sido confesados por las partes•. La primera parte de C$le prel1:(llo de la t. .. ·y l.nboml, qui.! coincide en este 
nspccto con los o;dcnnmiento~ procl~h:~ que sigu1."1I ni nntcpro)'i..-Clo lfo 19-lK, cstnhkce con precisión el ohj!!to d.: In 
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Pero el objeto de la prueba se delimita no sólo por los hechos discutidos, sino también 

como lo ha puntualizado Alcalá-Zamora por los hechos discutibles; es decir, sólo son 

objeto de prueba los hechos que sean a la vez discutidos y discutibles. Por esta razón, el 

Código Federal de Procedimientos Civiles, articulo 88 y el Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, artlciilo 286; excluyen del objeto de la prueba a los 

hechos notorios. En términos generales, tampoco son objeto de prueba los hechos 

imposibles o notoriamente inveroslmiles. 

Nuestra legislación laboral admite que el derecho queda relevado de prueba. Asl el 

artículo 878 en sus fracciones IV y Vil prescribe que: " ... IV. En su contestación 

opondrá el demandado sus excepciones y defensas, debiendo referirse a todos y cada 

uno de los hechos aducidos en la demanda, afirmándolos o negándolos, y expresando los 

que ignore cuando no sean propios; pudiendo agregar las explicaciones que estime 

convenientes. El silencio y las evasivas harán que se tengan por admitidos aquellos 

sobre los que no se suscite controversia, y no podrá admitirse prueba en contrario. La 

negación pura y simple del derecho, importa la confesión de los hechos. La confesión de 

éstos no entraña la aceptación del derecho." ... ''VIII. Al concluir et periodo de demanda 

y excepciones, se pasará inmediatamente al de ofrecimiento y admisión de pruebas. Sí 

las partes están de acuerdo con los hechos y la controversia queda reducida a un punto 

de derecho, se declarará cerrada la instrucción." 

Viniendo ahora a los hechos que no admiten prueba, tenemos los que no están 

contenidos en la demanda y su contestación, asl como los que hayan sido confesados por 

las partes a quienes perjudiquen (artículo 778 de la Ley Laboral). 

Ahora, los hechos notorios, son aquellos cuya existencia es conocida por todos o casi 

todos los miembros de un cierto circulo social, en el momento que va a pronunciarse la 

ptueba; p:ro la segunda parte rcsullLI cotnplc1aull!ntc inncccsaria, pu.!Sto que si algün h«ho ha sido confesado por 
alguna de las prut~ ya no es contro\~do, y por tanto. ya no es objeto de pruebo. Al detcnninarse el objeto de la 
prucb..1 por los hechos conlro\'crtiJos, quedan excluidos di: la prueba, por consiguit."llle, los hechos conf~ o 
admitidos cxprcsamenlc y aquellos que no hnyan sido contro\'crtidos o nqndos en forma c.~plfcita. Esta delimitación 
di:l ob}.:lo <~ la prueba por lo que se refiere a los hechos confesados, no tlUOOc ser tnn sencilla en el cnjuicinmiento 
criminn1, en el que se rclnthüa cada VCL más el \'alor de la confesión, articulo 279 del Código FctL..'nll de 
l,roc .. oJimicntos l'cnalcs. 
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decisión judicial, pero conocida de tal modo, que no hay al respecto duda ni discusión 

alguna. Correlacionado con esto, el Código Federal de Procedimientos Civiles de 

aplicación supletoria de la materia que nos ocupa, releva a las partes de la obligación de 

probar los hechos notorios (articulo 88). 

En lo que corresponde a la carga de la prueba, 60 en general, los ordenamientos 

procesales civiles y el mercantil recogen las dos reglas tradicionales de la carga de la 

prueba, según las cuales el actor y el demandado tienen la carga de probar los hechos en 

que funden su pretensión o su excepción, respectivamente, y sólo la carga de probarlos a 

la parte que lo expresa, artlculos 281 y 282 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal; 81 y 82 del Código Federal de Procedimientos Civiles; y 1194 y 1196 

del Código Comercio. El Código Federal de Procedimientos Civiles prescribe, además, 

que quien afirme que otro contrajo una "liga jurídica, sólo debe probar el hecho o acto 

que la originó, y no que la obligación subsiste" (articulo 84). 

En el proceso laboral, una de las innovaciones más importantes de las reformas de 1980 

a la Ley Federal del Trabajo consistió en regular con mayor precisión el régimen de la 

carga de la prueba, en favor de la parte trabajadora. El artículo 784 de dicha ley dispone, 

por una parte, que la Junta de Conciliación y AJbitraje: "Eximirá de la carga de la prueba 

al trabajador, cuando por otros medios esté en posibilidad de llegar al conocimiento de 

los hechos, y para tal efecto requerirá al patrón para que exhiba los documentos que, de 

acuerdo con las leyes, tiene la obligación legal de conservar en la empresa, bajo el 

apercibimiento de que de no presentarlos se presumirán ciertos los hechos alegados por 

el trabajador." Y por otra parte, dicho artículo, enumera en forma precisa y detallada, 

algunos de los hechos que, en todo caso, corresponde probar a la parte patronal.61 Se 

o0 CQn mn!o·or pn.'1:isión, los códigos di! procedimientos ci\ih.-s que si~uc:n 111 nntcproyl.'Cto de 1948, establecen la regla 
~cncrol de que hls panes tienen la carga de probar sus rcsp..-ctivas proposiciones de hi:cho y los hechos sobre los que et 
nd\'"'~rio tenga o su foror una presunción legal. Paro el caso de duJJ rohn: ta atribución de la carga de lo prueba, 
dichos códigos indican que la prueba debe ser rendida 'por la parte: que se encuentre l.!'il circW\Stancias de mayor 
fucilidad paro proporcionarla, o, si esto no puede dctcnuitwse, com.-spondcrú a quil!ll sea favorable el efecto jurídico 
Jd hecho que deba probarse" nrtJculos 260 de los códigos~ Sonoro y Zacalccas y 239 tkl tk Morelos. 
61 Al patrón le con~ proOOr. focha de ingrtso del trabajador, 1m1igUcdad d\!l lrahajadol, falta de asistencia del 
trabajador, causn de rescisión ~ la n:taci6n Je trabajo, t .. -rminadón de la relación u contrato lk tnbajo por obra o por 
tiempo dch:nninudo, constancia Je haber dado a\iso por cscrilo al trabajador de la 1-..-cha y causa de su despido, el 
conlruto de lrobajo, durudón ~ la jomada. ~ lrohajo, pagos de dlas de dc5eanso y ohligatorios, disfrute y pa¡;o de In." 
vacaciones, pagos di: las ¡irimns dominical, \'lltacional y de until!ll ... -J.1d, monto y pago del sall'rio, (Xl@O de In 
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trata de un precepto de gran importancia en el proceso laboral, que resulta coherente con 

las reglas de la carga de la prueba pues la impone a quien esti en mejores condiciones de 

suministrarla y que responde a elementales exigencias de justicia social. 

En lo que respecta al procedimiento probatorio, este se compone de los siguientes actos: 

a) Ofrecimiento o proposición; 

b) Admisión o rechazo; 

c) Preparación; y 

d) Ejecución, practica o desahogo. 

La valoración de las pruebas se lleva a cabo en la sentencia, de la cual forma parte. En 

forma separada, concentrada o aun diluida a lo largo del proceso, estos actos se 

manifiestan en todas las normas procesales. 

Cuatro son los sistemas que utilizan los ordenamientos procesales mexicanos para 

determinar cuáles son los medios de prueba admisibles en los respectivos procesos: 

a) En primer lugar, el que consiste en precisar, en forma limitativa, los medios de 

prueba que la ley reconoce, como lo hacen el Código Federal de Procedimientos 

Civiles (articulo 93) y el Código de Comercio (articulo 1205); 

b) En segundo término, el que consiste en enumerar en forma enunciativa algunos 

de los medios de prueba admisibles y dejar abierta la posibilidad para que el 

juzgador admita cualquier otro medio de prueba diferente de los enunciados, 

como lo hacen la Ley Federal del Trabajo (articulo 776) y el Código de 

Procedimientos Penales del Distrito Federal (articulo 135); 

c) En tercer lugar, el que consiste en señalar que es admisible cualquier medio de 

prueba, sin enunciarlos, pero excluyendo expresamente alguno de ellos, como la 

confesión de las autoridades, tal como lo hacen el Código Fiscal dela Federación 

participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas, e incorpomción y aporcución al Fondo Nacional de 
la Vhicnda. 
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(artículo 230), la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 

del Distrito Federal (artículo 64) y la Ley de Amparo (articulo ISO); y 

d) El sistema que se limita a sei\alar que es admisible cualquier medio de prueba sin 

hacer ninguna enunciación ni exclusión como ocurre en el Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal (articulo 289) y en el Código 

Federal de Procedimientos Penales (articulo 206). 

Con todo, tanto los ordenamientos que formulan la enumeración en forma limitativa 

como los que lo hacen en forma meramente enunciativa, coinciden generalmente en 

señalar los siguientes medios de prueba: a) confesión; b) documentos (públicos y 

privados); c) dictámenes periciales; d) inspección judicial; e) declaraciones de testigos 

(testimonios); 1) fotografias, copias fotostáticas, notas taquigráficas y, en general "todos 

los elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia", y g) "presunciones". 

Cabe señalar que el medio de prueba señalado en el inciso f) no se encuentra previsto 

por el Código de Comercio, ni por el Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal.6' 

Conviene apuntar, por último, que los códigos de procedimientos civiles que siguen el 

anteproyecto de 1948 regulan un medio de prueba diverso a los anteriores: el testimonio 

de parte,6' artículos 279 al 281 de los códigos de Sonora y Zacatecas, 258 y 260 del de 

Morclos y 319 al 323 del de Tamaulipas. 

Es importante señalar que el Código Federal de Procedimientos Civiles vigente en su 

articulo 93 apunta que los diversos medios de prueba son: 

l. La confesión; 

11. Los documentos públicos; 

01 Por otro lado, los ordcmuni\.-ntos procesales penales r1.~ulan, en fonn11 cspxllica, algww modalidades importantes 
de los medios ~ prueba, como son e\ careo, el (econocimicnto de objetos}' la confrontación de personas en relación 
con la ¡irucba t1.."Stimonial; y Ja n."t"onstrucción Je: los hechos relacioruida cm esta í1l1ima prucOO, la insp..'U:ión judicial 
y los dictdmcnl!S periciales. 
iil Con orlgcncs \."f\ los procl!Sas ci\·i!es de lnglah.m, Australia y Alemania, el h!stimonio de parte fue introducido en el 
n11l1.'Proyccto de 1948 bujo Ja inllucncia del pro)\.'Clo de Código de Procedimiento Civil elaborado por Coutwe en 
1945. Su n.>gulación expresa, que implica Ja asimilación~ las dcclaracioek..-s de las po.1'1i:s a lo..'1 dc!clarocioncs de los 
t1.'TC1.-ros, se hn limilndo sólo n los código.<; mencionados, los cwdcs, por olra parte, no han excluido la confesión. 
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m. Los documentos privados; 

IV. Los dictámenes periciales; 

V. El reconocimiento o inspección judicial; 

VI. Los testigos; 

VII. Las fotografias, escritos y notas taquigráficas, y, en general todos aquellos 

elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia; y 

VIII. Las presunciones. 

Estos medios de prueba son independientes pero similares a los que enmarca la Ley 

Federal del Trabajo en su articulo 776; con la salvedad que en el Código Federal de 

Procedimientos Civiles no se contempla en el articulo ya citado la instrumental de 

actuaciones. Sin embargo, la jurisprudencia que dicta la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y la de los Tribunales Colegiados de Circuito si la reconocen y le dan similar 

valor probatorio que cualquier otro medio de prueba. Al respecto el Cuarto Tribunal 

Colegiado en materia civil del primer circuito seftala: 

AGRAVIOS. SU CONTENIDO SI SE ALEGA LA FALTA DE VALORACION 

DE PRESUNCIONES O DE LA INS1RUMENTAL DE ACTUACIONES. Este 

tribunal considera que en el """"° de apelación no bas1a exponer como agravio la 

falla de valoración de pruebas. cuando se hace referencia a pl<SWICiancs o 

instrumental de actuaciones, sino que es necesario que se precisen los hechos 

probados en nulos y los desconocidos que rcsullan de ellos, C.'<J'ICSllndo las razones 

por las que se da el enlace, respecto a la prcsuncional; o a las actuaciones concn:tas 

que no se tomaron en consideración y los moti\"OS por los que favorecen al apelante. 

si se !rata de la instrumental, pues de no hacerlo el Tribunal de Alzada sólo podria 

ocup:irse del agmio mediante un c.xamen inlegrat del c.'<(Xldiente, lo que no es 

acorde con el sistema procesal aplicable, en el que el recurso de apelación no es una 

renovación de la instancia. sino que encuentra su base inicial en los motivos de 

inconformidad fonnulados contra la resolución recurrida. lo que debe hacerse 

mediante razonamientos lógico-juridicos que hagan ¡xtlcntc la infracción alegada. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 111, Segunda Pane-1, Enero a 

Junio de 1989. Pagino: 86. 
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4.2 Principios generales de la prueba 

La institución de la prueba tiene caracteristicas de lndole general que le son aplicables 

independientemente de la naturaleza o clase de procedimiento, es decir, hay elementos 

que son comunes a toda prueba ya sea civil, penal, mercantil, fiscal, administrativa o 

laboral. 

En primer término tenemos el pri11cipio de la 11ecesidad de la proeba y de la 

probabilidad de aplicar el co11ocimiento privado del ju:gador sobre los hechos 

controvertidos de la demanda. Este principio significa que los hechos sobre los que 

puede fundarse la decisión judicial están demostrados como pruebas aportadas al 

proceso por cualquiera de las partes, o aun por el juzgador en el caso de que asi lo 

autorice la Ley, pero sin que dicho funcionario pueda suplir las pruebas por el 

conocimiento personal y privado que tenga sobre los hechos motivo de la controversia. 

El segundo es el pri11cipio de la eficacia jurldica y legal de la pnieba. Este principio se 

deriva del anterior y lo complementa, pues si la prueba es necesaria para el proceso, 

debe tener la suficiente eficacia juridica para llevar al juzgador a la convicción de la 

certeza de los hechos controvertidos o de la verdad de las afirmaciones. 

El tercero es el principio de la 1111idad de la prueba que significa que todos los medios 

de prueba deben relacionarse entre si para formar una unidad convicción en el juzgador. 

El cuarto es el pri11cipio de adq11isició11, que como consecuencia de la unidad de la 

prueba, esta no favorece únicamente a quien la aporta, sino que debe favorecer a 

cualquiera de las partes con el propósito de lograr el imperativo de obtener la realización 

del derecho subjetivo que se supone ha sido violado o desconocido. 

Tomando en consideración que la función desempeñada por el juzgador en el proceso 

trasciende a toda la comunidad, la que está vivamente interesada en la realización y 
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cumplimiento del derecho, tenemos presente el quinto principio denominado del Interés 

ptiblico de la fimclón de la prueba. 

El sexto principio es el principio de lealtad y veracidad de la p111eba. La prueba no debe 

usarse jamás para ocultar o defonnar la realidad; este es un principio ineluctible que 

debe presidir la actividad procesal de las partes. 

El séptimo principio es el pri1rcipio de C011tradicclót1 de la prueba: este principio se 

reserva a través de la garantía de audiencia que exige el conocimiento de las pruebas de 

la contraparte para poder conducirse en forma procesalmente conveniente. 

De suma importancia es el octavo, que suele denonúnarse principio de lg11a/dad de 

oportunidades para la prueba. Sin embargo, este principio se ve seriamente lesionado 

por las Reformas Procesales que entraron en vigor el 1° de mayo de 1980. En efecto, si 

de confonnidad con tal principio, las partes deben disponer de idénticas oportunidades 

para ofrecer pruebas y pedir su desahogo, la Reforma Procesal pasa por alto 

definitivamente el principio que nos ocupa. 

El noveno y último principio es el principio de preclusión de la prueba. según este 

principio las pruebas deben de ser ofrecidas con la oportunidad legal correspondiente. 

El principio se encuentra corroborado en el articulo 880 de la Ley Federal del Trabajo 

que a la letra señala: ''La etapa de ofrecimiento y adnúsión de pruebas se desarrollará 

conforme a las normas siguientes: 

l. El actor ofrecerá sus pruebas en relación con los hechos controvertidos. 

Inmediatamente después el demandado ofrecerá sus pruebas y podrá objetar 

las de su contraparte y aquél a su vez podrá objetar las del demandado; 

11. Las partes podrán ofrecer nuevas pruebas, siempre que se relacionen con las 

ofrecidas por la contraparte, y que no se haya cerrado la etapa de 

ofrecimiento de pruebas. Asimismo, en caso de que el actor necesite ofrecer 

pruebas relacionadas con hechos desconocidos que se desprenden de la 
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contestación de la demanda, podrá solicitar que la audiencia se suspenda para 

reanudar a los diez dias siguientes a fin de preparar dentro de este plazo las 

pruebas correspondientes a tales hechos; 

111. Las partes deberán ofrecer sus pruebas, observando las disposiciones del 

capitulo XII de este Titulo; y 

IV. Concluido el ofrecimiento, la Junta resolverá inmediatamente sobre las 

pruebas que admita y deseche." 

En términos generales, son estos los principios de prueba que considero más relevantes, 

claro que la doctrina aborda todavía más principios, pero para el fin del presente estudio 

es más que suficiente. 

4.3 Lit prueba en materia laboral 

Como ya lo señalamos, el Derecho no es objeto de prueba en la contienda laboral, en 

cambio los hechos s~ por lo que se requiere probar todos y cada uno de los hechos 

aducidos por el actor en su demanda o por el demandado en su contestación y 

reconvención. 

Se requiere demostrar la existencia de los hechos que se consignan por las partes, pues 

en ellos se basan las acciones y las excepciones aducidas en el conflicto laboral. Aunque 

como ya señalé, no todos los hechos requieren justificación o probanz.a, pues no 

necesitan ser probados los hechos que tácita o expresamente las partes están conformes, 

admiten o no niegan. 

El fin de la prueba en materia laboral es hacer que la Junta, mediante la demostración, 

evidencia y certeza de los hechos, lograda a través de las pruebas, llegue al 

convencimiento de la verdad en el proceso laboral y, pueda, con fundamento en ellas, 

resolver el conflicto planteado, aplicando la norma legal al caso concreto sometido a su 

resolución. 
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A través del procedimiento procesal probatorio la Junta debe buscar la verdad de los 

hechos afinnados y negados en la contienda; para ello, la Ley Federal del Trabajo 

consigna los diferentes medios de prueba en su articulo 776 y que a la letra expresa: 

"Son admisibles todos los medios de prueba que no sean contrarios a la moral y al 

derecho, y en especial los siguientes: 

l. Confesional; 

11. Documental; 

111. Testimonial; 

IV. Pericial; 

V. Inspección; 

VI. Presuncional; 

VII. Instrumental de actuaciones; y 

VIII. Fotografias y, en general, aquellos medios aportados por los descubrimientos 

de 1 a ciencia." 

Las pruebas tienen y deben ofrecerse en su etapa correspondiente de la primer audiencia, 

la que se denomina de ofrecimiento y admisión de pruebas, con fundamento en lo 

dispuesto en el articulo 778 del ordenamiento legal citado que señala: "Las pruebas 

deben ofrecerse en la misma audiencia, salvo que se refieran a hechos supervenientes o 

que tengan por fin probar las tachas que se hagan valer en contra de los testigos." 

Es de observarse y como ya se apuntó con anterioridad que la Ley Laboral se refiere a 

hechos supervenientes y no pruebas supervenientes que son dos cosas distintas y no 

deben confundirse. Los hechos supervenientes son aquellos conocidos por el actor 

después de presentada su demanda, y por el demandado, después de contestada ésta y 

que se relacionan con su objeto o causa. Al respecto el Tercer Tribunal Colegiado de 

Circuito en Materia de Trabajo expresa: 

PRUEBAS SUPERVENIENTES EN LOS CONFLICTOS LABORALES. Los 

hechos supcr\'enien1cs a que se refieren los anlculos 778 )' 881 de la Le)' Federal del 

TraOOjo, son aquellos que fueron conocidos por las partes con posterioridad a la 
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audiencia de of~cnto de pruc:bls, o bien aquellos que IClblcvinicron dcspá de 

haberse celebrado esa audiencia. Ahora bien, el legislador CSUblccl6 en esas rqlas 

legales, que la pone interesada tlcnc el dem:ho de midir todas ...,.11 .. probanzas 
que p:rsigan la finalidad de acreditar tales hechos, con objeto de no dejarle en CSlado 

de indefensión; pero es innegable que los rqictldos hechos dclJcn tener una relación 

inmediata y dlm:ta eon los puntos que se eontrovicncn en el confticto. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: 11, Noviembre de 

199S. Tesis: lll.T. J/6. Página: 430. 

Es elocuente que las pruebas supervenienles derivan de hechos más no de pruebas 

supervenientes, que como ya expresamos son dos cosas completamente distintas y no 

deben de confundirse. Como un ejemplo de ello tenemos las siguientes jurisprudencias 

sobre la inspección judicial y sobre la admisión de la pericial grafoscópica del Décimo 

Tribunal Colegiado de Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Noveno Circuito en 

materia de trabajo que expresan: 

PRUEBA DE INSPECClON. ES IOONEA RESPECTO A DOCUMENTOS QUE 

EL PATRON TIENE OBLIGACION DE CONSERVAR Y EXHIBIR. Es inexacto 

que las nóminas de p:rsonal, listaS de raya, contratos de trabajo o cualesquiera otros 

documentos análogos sólo puedan pmcntanc en el conflicto llboral como pniebas 

documentales y no a tral'éS de la inspección ocular; pues si bien el anlculo 804 del 

Código otxero dispone que el patrón tiene la obligación de conservar y e"hibir en 

juicio este tipo de documentos, esto ocurre cuando es requerido para ello, pero no 

establece que tales eonslancias únieanu:nte puedan ser aportadas eomo documentales 

propiam<:nte dichas, porque entonces se trastocarla el eontenldo del numeral TI6 del 

mismo ordenamiento, que dispone que en el juicio laboral son admisibles 'todos los 

medios de pruebo que no sean contrarios a la moral y al derecho'. Y el que sean 

exhibidas esas probanzas para el desahogo de una inspxción, en modo alguno pri\'a 

a la contraparte de su derecho~- oportunidad de impugnarlas incluso de ofrcecr la 

pericial correspondiente para probar sus objeciones. como prueba supcn·cnientc. en 

ténninos del articulo 778 de la ley en cita, porque es hasta entonces que se tu\"O 

conocimiento de su contenido. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VIII, Septiembre de 1991. 

Página 176. 
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PERICIAL GRAFOSCOPICA. SU ADMISIÓN COMO PRUEBA 

SUPERVENIENTE, EN MATERIA LABORAL. Del examen giamatical, 

sistemitico y 16gico-juridico de los anlculos 778, 780 y 881 de la Ley Federal del 

Trabajo, se dospn:ndc que si bien es \'Crdad, el ofrecimiento y ldmisi6n de pudJas 

en el juicio laboral debe hacerse en el periodo concspondiente de la audiencia inicial 

del juicio; sin embargo, esa regla general ldmite la excepción consistente en que aun 

concluida la misma y habi!ndosc, cenado la instrucción, deben ldmitine, micnuas 

no se dicte el laudo rcspcctivo, aquellos eleR1C11tos de convicción que se ICficran a 

hechos 5upc"•nientcs o de tachas. Asl, en los casos en que la 1Bnc 1Blronal orn:cc 

como pruebo superveniente, fuera de la rase concspondiente de la audiencia lriílisica, 

la pruchl pericial gr.úoscl>pica pua pcñcccionar una pruella documental, o!sta debe 

admitirse si luvo conocimiento de los hechos objeto de la misma hasta una vez 

desahogada L:i di\'Crsa prueba de reconocimiento o ratificación de contenido y firma, 

en que la 1Brte actora dijo no reconocer los documentos; cuenla habida que es lógico 

concluir que fue hasta ese momento, cuando el demandado estuvo en aptitud material 

y juridica de proponer la prueba de peritos en relación a esos hechos que dcsconocla. 

Fuenle: SJF y su Gaceta. Tomo: VIII, Julio de 1998. Tesis: IX.2o.14 L. P:igina 381. 

El procedimiento probatorio debe eslar constituido por todas las actividades necesarias 

para comunicar al órgano jurisdiccional con los medios de prueba ya enumerados. Por 

consiguiente, abarca todas las etapas o estadios procesales que van desde el ofrecimienlo 

hnsla la valoración de las pruebas, y exigen el contacto directo del órgano jurisdiccional 

con dichos procedimientos. 

En maleria laboral, los estadios procesales están previstos en los artículos 875, 876, 878, 

880, 883 y 884. La comunicación y contacto del órgano jurisdiccional con los 

procedimientos se consigna en el articulo 782, que dice: "La Junta podrá ordenar con 

citación de las partes, el examen de documentos, objetos y lugares, su reconocimiento 

por actuarios o peritos y, en general, practicar las diligencias que juzgue convenientes 

para el esclarecimiento de la verdad y requerirá a las partes para que exhiban los 

documentos y objetos de que se trate." 
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El valor de la prueba involucra su finalidad. La finalidad de la prueba como un ideal de 

justicia, es la de que el órgano jurisdiccional, mediante un raz.onamiento lógico, 

encuentre ta verdad. Es evidente que cada una de tas partes trata de probar su verdad; sin 

embargo, no habiendo más que una verdad, el órgano jurisdiccional tiene que 

encontrarla. 

En el ámbito laboral, independientemente de la actividad procesal de las partes, las 

Juntas de Conciliación y Arl>itraje están dotadas ·de amplias facultades investigadoras. 

Díganlo, si no, el contenido de los artlculos 685 y 784 de ta Ley Laboral, que en et orden 

señalado expresan: ''El proceso del derecho del trabajo será público, gratuito, inmediato, 

predominantemente oral y se iniciará a instancia de parte. Las Juntas tendrán la 

obligación de tomar las medidas necesarias para lograr la mayor economía, 

concentración y sencillez del proceso. 

Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en cuanto a que no comprenda todas 

las prestaciones que de acuerdo con esta Ley deriven de la acción intentada o 

procedente, conforme a los hechos expuestos por el trabajador, la Junta, en el momento 

de admitir la demanda, subsanará ésta. Lo anterior sin perjuicio de que cuando la 

demanda sea oscura o vaga se proceda en los ténninos previstos por el articulo 873 de 

esta Ley." 

Asimismo, dice el artículo 784, "La Junta exirnira de la carga de la prueba al trabajador, 

cuando por otros medios este en posibilidad de llegar al conocimiento de los hechos, y 

para tal efecto requerirá al patrón para que exhiba los documentos que, de acuerdo con 

las leyes tiene la obligación legal de conservar en la empresa, bajo el apercibimiento de 

que de no presentarlos, se presumirán ciertos los hechos alegados por el trabajador. En 

todo caso, corresponde al patrón probar su dicho cuando exista controversia sobre: 

l. Fecha de ingreso del trabajador; 

11. Antigüedad del trabajador; 

111. Faltas de asistencia del trabajador 

IV. Causa de rescisión de la relación de trabajo; 
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V. Tenninación de la relación o contrato de trabajo por obra o por tiempo 

detenninado, en los ténninos del articulo 37, fracción 1 y 53 fracción 111 de 

esta Ley; 

VI. Constancia de haber dado aviso por escrito al trabajador de la fecha y causa 

de su despido; 

VII. El contrato de trabajo; 

VIII. Duración de la jornada de trabajo; 

IX. Pagos de dlas de descanso y obligatorios; 

X. Disfrute y pago de las vacaciones; 

XI. Pagos de las primas dominical, vacacional y de antigüedad; 

XII. Monto y pago del salario; 

XIII. Pago de la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas; 

y 

XIV. Incorporación y aportación al Fondo Nadou&l J., la VivitnJa." 

Finalmente, la prueba en materia laboral es el principal medio con que cuenta ti titular 

del tribunal para llegar a la verdad de los hechos controvertidos de la demanda o de la 

contestación de la demanda, de ahl, deriva la importancia de cada uno de los medios de 

prueba que nos enmarca la Ley Federal del Trabajo. Los medios de prueba que las partes 

involucradas logren aportar a la controversia en el momento procesal oportuno son 

esenciales a la hora de elaborar el proyecto de laudo y es obligación del juzgador tomar 

en cuenta cada uno de los elementos de prueba que aportaron las partes e incluyendo las 

llamadas pruebas supervenientes que deben de ofrecerse con posterioridad a la audiencia 

de ofrecimiento de pruebas. 

4.4 Clasificación de los medios de prueba 

En materia laboral, los medios de prueba se encuentran debidamente clasificados en la 

Ley Federal del Trabajo, particulannente en el articulo 776 ya detallado y transcrito con 

anterioridad, pero cada medio de prueba presenta un marco juridico muy especial. 
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4.4.1 la confesional 

El primer medio es el de la prueba confesional, que en sentido lato, es la admisión que se 

hace en un juicio (sinónimo de procedimiento judicial) o fuera de él, de la "verdad" 

(coincidente o no con la verdad histórica) de un hecho o de un acto, que produce 

consecuencias desfavorables para el confesante, es decir, la confesional es el medio de 

prue,ba con el que se persigue provocar la confesión de una de las partes en el juicio 

laboral, dado que su confesión es el acto de reconocimiento de algo, cuando se acepta un 

hecho controvertido que perjudica al confesante. 

la prueba confesional se encuentra regulada por los articulos 786 al 794 de la Ley en 

comento y sólo puede presentarla quien tiene capacidad para actuar en un juicio de 

manera personal. Al respecto, el articulo 786 enmarca: "Cada parte podrá solicitar se cite 

a su contraparte para que concurra a absolver posidoucs. Tratándose de personas 

morales la confesional se desahogara por conducto de su representante legal..." 

Sobre esto, Eduardo Pallares seftala que: "la prueba confesional es el reconocimiento 

expreso o tácito que hace una de las partes de hechos que le son propios, relativos a las 

cuestiones controvertidas y que le perjudican.',.;' 

la Ley Federal del Trabajo no da una definición de lo que es la prueba confesional 

como tal o bien la confesión en si; pero, la teoria nos señala que es el reconocimiento 

que hace una o las dos partes en el juicio de los hechos controvertidos, puede ser 

voluntaria; y es la que se encuentra sin preguntar lo que nos conduce al principio de -a 

confesión de parte relevo de prueba-; la otra es, donde va a un interrogatorio para el cual 

se necesitan tres elementos: el articulante, el de posiciones y el absolvente. Miguel 

Borre! Navarro nos habla de estos tres elementos: 

l. Artic11/a111e.- Se llama a quien ofrece la confesional, quien la propone a la Junta, 

quien formula las posiciones. 

,r;i CUMENT BELTRÁN. Juan D., Elen1m101 tic! 1/ctycfio vmet•.ml del trol"'1le 2da. edición, editorial esfinge. 
MC.~ico, 1989, pftginu 473. 



2. Posic/011es.- Etimológicamente, quiere decir actitud frente a alguna cosa, 

procesalmente es la pregunta o interrogación que formula el articulante al 

absolvente, buscando a través de ella, su confesión sobre los hechos 

controvertidos. 

3. Absolve11te.- Es la persona que tendrá que concunir personalmente a la Junta a 

desahogar esta prueba, es decir, a contestar las preguntas a las que se le llaman 

posiciones, que la formula el articulante.6' 

Dentro de la prueba confesional no sólo intervienen la parte actora y demandada, sino 

aquellas personas66 que hayan tenido relación con los hechos controvertidos, con la litis 

planteada; a estas personas se les interroga con relación a sucesos que les sean propios 

de los cuales tenga conocimiento, por el simple hecho de haber estado presentes o bien 

por el cargo que tiene de reconocer tal situación prevista en la ley laboral en su articulo 

787 y que señala: "Las partes podrán también solicitar que se cite a absolver posiciones 

personalmente a los directores, administradores, gerentes y, en general, a las personas 

que ejerzan funciones de dirección y administración, en la empresa o establecimiento, 

así como a los miembros de la directiva de los sindicatos, cuando los hechos que dieron 

origen al conflicto les sean propios, y se les hayan atribuido en la demanda o 

contestación, o bien que por razones de sus funciones les deban ser conocidos." Al 

respecto el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito seffala: 

CONFESIÓN CONTENIDA EN DECLARACIÓN RENDIDA ANTE 

AUTORIDAD DIVERSA A LA DEL TRABAJO. REQUISITO PARA QUE 

PRODUZCA EFECTOS EN EL JUICIO LABORAL. Si e.xiste una confesión 

contenida en una declaración núnistcrial y ésta pudiera tener relación con un 

conflicto de trabajo, para que produzca efectos en este, es indispensable que se 
ralilique dentro del procedimiento laboral. pues de lo contrario cualquier declaración 

anle autoridad dislinta y en diferente Ambilo. pudiera perjudicar al interesado en el 

connicto laboral lo que no es correcto: pues si se trata de darle efecto de confesión a 

"~ llORlmU. NAVARRO, Miguel, Andlisj.t rmic1ica ,, juri.,pnulmdnl dd dernl10 me:dgmo rfrl rmMio, 4111. 
LoJición, cdilorinl Sista, 1996, p.i¡tina 573. 
"' PoJcmos sci\ulur qui! dicha ¡nu..:tm pul!de n:cacr 1."tl d @.1.'1'1."t1h:, administrudor, jl!íi: de rl.'l..itrsos hnniano:1 y ""'1 
UlJUcllas ¡"1Crson11s que 1!.kr1.1n netos tic t.li":cci!i11y11dmi11i~1rad\~n cn 1:t cmprcsu. 
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la declaración. no se debe ap>nor de los disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, 

>·a que ésta fija la manera y forma en que debe recibirse la prueba confesional. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: X. Diciembre de 

1999. Tesis: 111.lo.T.60 L. Página 700. 

La confesión provocada (ofrecida judicialmente por la contraparte que fuese calificada 

por prolongadas 'centurias como la •reina de las pruebas"); es considerada por la mayo ria 

de los tratadistas y de las legislaciones como un medio de prueba y en términos 

generales puede concebirse como la admisión que una parte del juicio, persona con 

capacidad plena y que adecuando su conducta y declaraciones a los requisitos 

procedimentales, hace conscientemente sobre hechos propios que producen efectos 

juridicos en su perjuicio. El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito 

expresa: 

PRUEBA CONFESIONAL EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. l'OSICIONES 

INSIDIOSAS. En el desahogo de una pruebo confesional, los posiciones que se 

anicula1~ no deben sujclaBC a fonnalidadcs espcciolcs, puesto que cl anlculo 790, 

fracción 11 de la Ley Federal del Trabajo, estoblccc cloramente que aquéllos se hor.ln 

libremente. esto cs. que no se requiere reunir determinados formolid:ldcs, sino sólo 

que se refieran a los hechos, y que no sean inútiles e insidiosas. Ahora bien. es 

obligoción de la lunto loboral dcscchor los posiciones que no se formulen de ocuerdo 

con lo dispuesto por la fracción citodo del aludido precepto, ya que si no lo hizo, 

contribuye con esto a obtener una confesión contraria a la verdad~ pero como el 

absoh·ente de acuerdo a la fmcción VI del precepto lego! aludido. al anicularle las 

posiciones que se le íonnulen. tiene únicamente dos altemati\11s. negar o afinnar. 

entonces. si en la diligencia rcspccli\'a optó por lo primero. es inconcuso que se 

tcndriin por negados los hechos cuestionados )" a dicha contestación no se podrá dar 

otrJ interprclación: en tal circunstancia. si dichas posiciones son calificadas de 

legales pero son insidiosas. esto. no tmscicndc al rcsullado del fallo. ni amerita la 

reposición del procedimic1110 laboral. 

Fucnle: Semanario Judicial de In Federación y su Gaceta. Tomo: IV. Julio de 1996. 

Tesis: XXl.lo.34 L· Página 417. 
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También tenemos a la confesión expresa y espontánea, que son las afinnaciones 

contenidas en las posiciones que fonnule el articulante y se tendrán como tales las 

manifestaciones contenidas en las constancias y las actuaciones del juicio. El Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Circuito indica: 

PRUEBA CONFESIONAL. AL MOMENTO DE SU OfRECIMIENTO LAS 

PARTES NO ESTAN OBLIGADAS A PRECISAR LA RELACION QUE 

GUARDAN CON LOS HECHOS CONTROVERTIDOS. Si bien es cierto que de 

confonnidad con el articulo 777 )" 780 de la Le)· Federal del Trabajo, las prucbas que 

se ofrezcan en el juicio laboral deben relaciona"" con los hechos controvertidos, 

también lo es, que tratándose de la pruebo confesional, no es necesario que las portes 

precisen al momento de oín:ccrla que pretenden acreditar con ella, y su relación con 

los hechos con1romtidos, sino que basta que se mencione que esa prueba dcbc 

guardar relación con la litis,)~ que al calificar el pliego de posiciones la responsable 

\'alorar y detemtinar lo que proceda acerca de si se admiten o no las posiciones que 

se propongan o las desceba porque no tengan relación con la litis, sean inútiles o 

intrascendentes. en cuanto a los hechos en litigio. 

Fuente: Semanario. Judicial de la Federación y su Gacela. Tomo: 11, Agosto de 1995. 

Tesis: XX.14 L. Página 589. 

Sobre la confesión fleta podemos decir que dicha palabra fleta deriva de lo que es 

figurado: cuando el absolvente no va a la Junta habiendo sido debidamente citado y 

aperr.ibido, se entiende esa negativa de su asistencia como que acepta las posiciones 

formuladas, también si acude, pero se niega a contestar, y cuando contesta si o no, pero 

al aclarar se contradice, es decir, se entiende por confesión fleta, cuando se le tiene por 

confeso, sin haber confesado directa o adecuadamente. 

La jurisprudencia de la Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia tiene establecida que 

la confesión fleta que se pueda producir tanto por no comparecer a absolver posiciones, 

como cuando resulta mal representada a Ja parte demandada en Ja etapa de demanda y 

excepciones, o cuando no contesta la demanda, sólo es una presunción que admite 

prueba en contrario. Asimismo, tiene declarado que las Juntas de Conciliación no tienen 
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facultades para declarar o reconocer la confesión ficta en los procesos laborales de su 

competencia. 

Por otro lado, cuando el absolvente resida en un lugar distinto al de la Junta de 

Conciliación y Arl>itraje que conoce del juicio, procede la confesional por exhorto. 

Quien ofrezca esta prueba asi lo hará constar, solicitando se libre el exhorto 

correspondiente, pero deberá acompañar con dicha solicitud el pliego de posiciones a la 

Junta que conoce del juicio, es decir, a la Junta exhortante, la que una vez calificadas por 

ella las posiciones formuladas, la remitirá a la Junta exhortada, para que proceda en los 

términos del exhorto al desahogo de la prueba confesional, remitiéndoselas en sobre 

sellado y conservándose copia en el secreto de la Junta exhortante. El diligenciamiento 

de dicho exhorto puede el interesado solicitarlo y obtenerlo de la Junta a fin de evitar los 

trastornos y demoras del servicio de correos. Un ejemplo sobre la confesión fleta es la 

que nos da el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 

Cuarto Circuito y que nos dice: 

CONFESIÓN FICTA. LA PRESUNCIÓN DE LA INEll.1STENCIA DEL 

DESPIDO, CUANDO EL PATRÓN LO NIEGA Y OFRECE EL TRABAJO EN 

LAS MISMAS CONDICIONES EN QUE EL ACTOR LO VENIA 

DESEMPEÑANDO, ES INEFICAZ PARA DESTRUIRLA. La presunción que 

opera en faror del patrón rcspcclo a la inexistencia del despido. en los casos en que 

éste lo niega y ofrece el empico al trabajador en las mismas condiciones en que lo 

\'enia ejerciendo. no tiene et alcance de im·alidar la confesión fleta del demandado de 

que existió el despido. pues este medio prob.ltorio. que se genera en la hipótesis del 

articulo 789 de la Ley FcdcrJI del Trabajo. sólo puede ser destruido por prucro 

fehaciente. teniendo esta calidad sólo aquella prueba que es di gua de crédito. por ser 

e\idcntc. irrcb.l1iblc. indiscutible. de la cual carece la presunción de la inc:\:is1cncia 

del despido, pues de conformidad con lo dispuesto por el articulo 8)) del 

ordenamiento laboral. las presunciones legales y humanas admiten pmcb.1 en 

contrurio. 

Fuente: Semannrio Judicial di: la Federación y su G11ccm. Tomo: X. Septiembre de 

1999. Tesis: lV.20. A. T.3" L. Poígina 792. 

t ..... 
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Nola: Sobre el 1enia tratado c.xistc denuncia de con!Jadjcción de ICSis número 79199, 
pendiente de rcsol\~r en la Segunda Sala. 

4.4.2 La documental 

La pmeba documental desde el punto de vista jurídico, es el objeto material en el cual, 

por escritura o gráficamente, consia o se significa un hecho. Así pues; no solamente será 

documento jurídico aquel objeto material en el que con la escritura se alude a un hecho; 

también lo será todo objeto en el que por figuras o cualquier otra forma de impresión, se 

haga constar un hecho. El documento desde luego invita a pensar en dos elementos: el 

objeto material y el significado. 

F.I Clbjeto es el instrumento material en e! que con-..ta la e-..critura o las figuras y el 

significado es el sentido de esa escritura o figuras, o mejor dicho, la idea que expresan. 

Tomando en consideración la eficacia, los documentos pueden ser o bien públicos o bien 

privados. Al respecto, los aniculos 795 y 796 de la Ley Federal del Trabajo en el orden 

respectivo enmarcan lo siguiente: "Son documentos públicos aquellos cuya formulación 

está encomendada por la Ley a un funcionario investido de fe pública, asi como los que 

expida en ejercicio de sus funciones. 

Los documentos públicos expedidos por las autoridades de la Federación, de los 

Estados, del Distrito Federal o de los Municipios, harán fe en el juicio sin necesidad de 

legalización." 

"Son documentos privados los que no reúnen las condiciones previstas por el anículo 

anterior." 

Si el documento es el producto de la voluntad del hombre, sólo que, por ello, no 

podemos afinnar que se trate de un acto como en cambio si lo es el testimonio o la 

confesión, el documento es una cosa en el que se plasman los actos, pero no es el acto en 

1:s 
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si. En cuanto tal, el documento es una cosa voluntariamente creada por el hombre, con la 

finalidad de demostrar o preservar los sucesos o hechos que en el mismo se establezcan. 

Tomando como base lo anterior, el documento es producto de la voluntad del hombre en 

el cual se plasman los actos y el juzgador debe considerar que tipo de documento es, 

para saber que valor debe darle al mismo, es decir, si son documentos públicos o 

privados, ya que los primeros harán prueba plena en un juicio, con excepción de aquellas 

que se hagan ante un fedatario 'público cuando lo que contenga el documento sólo fue 

dicho por una persona, por ejemplo, la apertura de un testamento es un documento 

público por haber estado en presencia de un notario, el contenido de este prueba quien lo 

firma y quienes intervinieron en ese momento. Algo similar se deduce del articulo 812 

de la Ley Laboral que a la letra dice: ''Cuando los documentos públicos contengan 

declaraciones o manifestaciones hechas por particulares, sólo prueban que las mismas 

fueron hechas ante la autoridad que expidió el documento. 

Las declaraciones o manifestaciones de que se trate prueban contra quienes las hicieron 

o asistieron al acto en que fueron hechas, y se manifestaron conformes con ellas." 

Un ejemplo claro de una documental pública expedida por una dependencia oficial la 

tenemos en la siguiente tesis de jurisprudencia dictada por el Tribunal Colegiado en 

Materia del Trabajo del tercer circuito que dice: 

PRUEBA DOCUMENTAL. CUANDO SE OFRECE COMO INFORMES QUE 

DEBEN RENDIR DEPENDENCIAS OFICIALES. NO ES NECESARIO 

SEÑALAR SU DOMICILIO. Para la adntisión de las documentales consistentes en 

infom1cs que se deben pedir a dependencias oficiales. no es necesario que el oferente 

sci\ale el domicilio de tas mismas. ya que ese requisito no es indispensable en \irtud 

de que por ser autoridades. su rcsidcnci3 ofici:ll debe ser ampliamente conocida. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: l. Scgun<b Partc-2. Enero :i 

Junio de 1988. Página 529. 

En cuanto a los documentos privados, cualquier persona es responsable de estos siempre 

y cum1do sean elaborados por instituciones u órganos diversos a los seílalados en el 
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aniculo 795 de la ley de la materia o que en su defecto contenga su finna o huella digital 

y se apeguen a lo señalado por el aniculo 802 de la Ley Federal del Trabajo que dice: 

"Se reputa autor de un documento privado al que lo suscribe. Se entiende por 

suscripción, la colocación al pie del escrito de la finna o huella digital que sean idóneas, 

para identificar a la persona que suscribe. 

La suscripción hace plena fe de la fonnulación del documento por cuenta del suscriptor 

cuando sea ratificado, en su contenido y firma o huella digital; excepto en los casos en 

que el contenido no se repute proveniente del autor, circunstancia que deberá justificarse 

como prueba idónea y del señalado en el articulo 33 de esta ley." El Quinto Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito da un ejemplo de cómo debe 

presentarse una documental privada y señala: 

PRUEBA DOCUMENTAL PRIVADA. CUANDO SU VALORACION ES 

VtOLATORIA DE GARANTIAS INDiv1DUALES. De los anicuios 797 y 798 de 

la Ley Federal del Trabajo. se ad\icne que los documentos pr1"ado5 deben 

prl!scntarsc en original. r d.: no ser asl. que se exhiban copias simples o íotostáticas. 

con indicación precisa del lugar en que se encuentran aquellos, libro, e'i>edJente o 

legajo, según lo pmisto en el numeral 80 t de ta codificación en consulta, a fin de 

que el funcionario encargado del cotejo pueda efectuar ta confrontación. de tal suerte 

que si la junta, sin que se cumplan dichos requisitos. te obsequia valor probatorio a la 

probanza. conculca garantías indi\'iduales. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VIII. Jutiode 1991. P.jgina 193. 

Pero, independientemente de lo marcado en los aniculos anteriores hay excepciones, por 

ejemplo, si el patrón presenta como prueba documental un escrito debidamente firmado 

y ratificado ante la Junta por el trabajador en el que renuncia a sus derechos laborales 

que le otorga la ley; esa prueba documental no será tomada en consideración por la Junta 

de Conciliación y Arbitraje, ya que los derechos laborales que señala a favor del 

trabajador la Constitución de la República Me~icana y la Ley Federal del Trabajo no son 

renunciables y si el trabajador los renuncia. dicha renuncia es nula de pleno derecho. 
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Lo anterior tiene su fundamento legal en el articulo 123, apartado A, fracción XXVII, 

incisos g y h de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos; asl como en 

la Ley Federal del Trabajo en sus artlculos 5° y 33. 

4.4.3 La testimonial 

La prueba testimonial es aquella que se basa en la declaración de una persóna, ajena, a 

las partes, sobre los hechos relacionados con la litis que hayan sido conocidos 

directamente y a través de sus sentidos por ella. A esta persona se le denomina testigo. 

Devis Echandia afirma que "el testimonio es un medio de prueba, que consiste en la 

declaración representativa que una persona, que no es parte en el proceso en que aduce, 

hace a un tribunal con fines procesales, sobre lo que sabe respecto de un hecho de 

cualquier naturaleza. "67 

En este sentido, la testimonial es la que se hace a una persona ajena al conflicto, la que 

se encarga de declarar ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje lo que vio, escucho o 

tuvo conocimiento por encontrarse en el lugar de los hechos. Al igual que otras pruebas, 

la testimonial tiene requisitos particulares para su ofrecimiento, como para su desahogo 

y más aun para que ésta sea admitida. Al respecto el Segundo Tribur.al Colegiado del 

Décimo Primer Circuito señala: 

TESTIMONIAL. SU APRECIACION EN MATERIA LABORAL. La Ley Federal 

del Trabajo. en su lltulo catorce, capitulo Xll. sección cuana. rclati\'a a la prueba 

testimonial. en panicular los anlculos del 813 al 8211. establece la reglamentación 

corrcspondicnle a su ofrecimiento, admisión y desahogo.~· del análisis conjunto de 

\;des prcceplos legales se ob1icnen las dh·ersas caracterislicas de absoluta 

certidumbre que ha de reunir dicha probanza para que se acrcdilcn los hechos de su 

contenido. Por umto, p.imjuzgar la credibilidad subjcth·a del testigo y la credibilidad 

objeti\'il de su testimonio. deben examinarse primeramente las circunstancias de 

modo. tiempo y lug.1r rclatad:1s por los testigos que hagan \'croslmil su presencia en 

.. ~ llOl<H1:1.1. N.I\ V!\IHtl), 11¡l., cit.. suprn.1101;1 Mi. \\;Í¡~ina l41J 
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el lugar de los hechos. por \irtud de los cuales se dieron cuenta de ellos. pues de no 

darse a conocer los mismas. sus deposados no serán fidedignos 

Fuente: Semanario Judlcial de la Federación )" su Gaceta. Tomo: IV. Octubre de 

1996. Tesis XI.2o.18 L P;igina 631. 

El articulo 813 de la Ley de la materia señala: "La parte que ofrezca prueba testimonial · 

deberá cumplir con los requisitos siguientes: 

\. Sólo podrán ofrecerse un máximo de tres testigos por cada hecho 

conlrovertido que se pretenda probar; 

11. Indicará los nombres y domicilios de los testigos; cuando exista impedimento 

para presen1ar directamente a los testigos, deberá solicitarse a la Junta que los 

cite, señalando la causa o motivo justificados que le impidan presentarlos 

directamente; 

llI. Si el testigo radica fuera del lugar de residencia de la Junta, el oferente 

deberá, al ofrecer la prueba, acompañar interrogatorio por escrito, al tenor del 

cual deberá ser examinado el testigo; de no hacerlo se declarará desierta. 

Asimismo, exhibirá copias del interrogatorio, las que se pondrán a 

disposición de las demás partes, para que dentro del término de tres días 

presenten su pliego de repreguntas en sobre cerrado; y 

IV. Cuando el testigo sea alto funcionario público, a juicio de la Junta, podrá 

rendir su declaración por medio de oficio, observándose lo dispuesto en este 

artículo en lo que sea aplicable." 

Es preciso que el testigo proporcione sus datos generales, antes de rendir su declaración 

para el efecto de que la Junta pueda cerciorarse de que quien comparece a la audiencia 

es precisamente la persona que propuso el oferente y cuyo domicilio dio al ofrecer la 

prueba. 

Bien puede suceder el caso de inasistencia de algún testigo. En tal circunstancia, debe 

considerarse que la prueba es carga procesal, y quien la ofrece debe presentar a sus 

·1hlS ceN 
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testigos, y ante tal caso de inasistencia debe tenerse la testimonial como desierta; pero si 

el testigo ausente fue de los que por algún motivo hubiere aceptado citarlo el tn'bunal, 

debe señalar nueva fecha para su recepción, ordenando aplicarle las medidas de apremio 

que lija la ley. Estas medidas procuran que los testigos se presenten, ya que tienen la 

obligación de comparecer como testigos de orden público. La Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en Tesis de Jurisprudencia aprobada por ta Segunda Sala sostiene: 

PRUEBA TESTIMONIAL EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. 

INCOMPARECENCIA DE LOS TESTIGOS CITADOS A SOLICITUD DEL 

OFERENTE, CUANDO EL DOMICILIO PROl'ORCIONAOO ES INCORRECTO. 

LA JUNTA, APRECIANDO CADA CASO PUEDE, DE MANERA FUNDADA Y 

MOTIVADA, DECLARAR DE PLANO LA DESERCIÓN DE LA PRUEBA O 

REQUERIR AL OFERENTE PARA QUE PROPORCIONE EL DOMICILIO 

CORRECTO. La interprcl:lción sistemática que implica la annónica relación de los 

articulas 68G, 771, 776, 778, 779, 7&0, 782 )' 7&3 de la Ley f.:4cral del Trabojo, 

permite establecer que las lunllls tienen facultades que les permiten rcmO\'Cr 

cualquier obstáculo que impida el desarrollo nonnal y culminación de los procesos, 

dentro de las cuales pueden. de manera fundada y moti\'ada. declarar la deserción de 

la prueba en cuestión. si cstiman que la cita frustrada de los testigos se debió a uno 

conducta proocsol inadcctlllda del oíercnte, cuyo objcli1'0 fue retrasar o paralizar el 

procedimiento. Dicha racuttad, correcta en términos generales. debe ejercitarse 

respetando los principios que rigen al juicio laboral, ya que su empleo de manera 

indiscriminada podria llevar a incongruencias. En ese conlc.\Oto. ntendicndo 3 las 

reglas de la lógica. de la sano critica y a las máximas de la experiencia. la Junlll 

podrá. atendiendo a las circunstancias del caso particular. dar \•ista a1 oferente con el 

resultado de las notificaciones relati\'as y, dependiendo de lo que éste manifieste, de 

estimar que subsiste el interés teg.himo en su desahogo )' que no se trata de retardar 

el procedimiento, se proYccr a la citación de los testigos nuc\'amcntc. pcnnitiéndole 

al interesado corregir un error que no le fue atribuible. 

Contradictión de 1esis 91/98. Enl!e las sustenladas por el Primer Tribunal Colegiado 

del Octavo Circu1to y el Tribun.11 Colegiado en Materia de Traba.jo del Tercer 

Circuito. 11 de junio de 1999. Cinco \'otos. Ponente: Juan Dhv. Romero. Secretario: 

José Gabriel Clemente Rodrlguez. 

Tesis de jurisprudencia 79/99, Aprobada por la Segunda Sala de csle Alto Tribun:tl. 

en sesión pri\·~da del dieciocho di! junio de mil no\'ccicnlos no,·cnta y nui:,·e. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación )' su Gaceta. Tomo: X, Julio de l 999. 

Tesis: 2a./J. 79/99. Página 2S2. 

En ocasiones aquel que ofrece al testigo no esta en posibilidad de prescn1arlo, por lo que 

solicita a la Junta que lo cite con un apercibimiento en los términos que enmarca el 

artículo 814 de la Ley Federal del Trabajo que a la letra señala: "La Junta, en el caso de 

la fracción 11 del artículo anterior, or~enará se cite al testigo para que rinda su . . 
declaración en la hora y día que al efecto se señale, con el apercibimiento de ser 

prescnlado por conducto de la policía." 

En este sentido, la prueba teslimonial es el acto medianle el cual, concurre a juicio el 

tercero llamado por la Junta y manifiesta, bajo protesta de decir verdad, lo que sabe en 

relación con la controversia o parte de ella, debiéndose hacer constar en el acta 

respectiva su declaración textual. Por lo que testigo es la persona fisiea que afirma o 

niega algo y testimonio es lo testificado, lo que se afimta o se niega. 

En efecto, testimonio no es otra cosa que la declaración personal que hace en el proceso 

laboral quien no es parte en el mismo, sobre .hechos ocurridos que vio y le conslan. Esta 

prueba tiende a acreditar la veracidad de los hechos controvertidos, mediante el dicho de 

terceros, que como ya se dijo, se denominan terceros. 

En cuanto a la tacha de los testigos debemos convenir que tachar significa poner reparo, 

impugnar u objetar. La tacha de los testigos son las causas o motivos que nulitican o 

invalidan la eficacia de sus testimonios. se debe hacer valer dando la razón de por qué 

mintió el testigo o por qué es falso su dicho, y se debe alegar al témtino de la recepción 

de la probanza, se debe hacer oralmente esta impugnación o tacha. debiéndose tener 

especial cuidado que se asiente debidamente en el acta que al efecto se levante, a fin de 

que el juzgador la tenga presente al resolver y también para los efectos de la 

interposición en su caso, del juicio de amparo. También puede tacharse a los testigos por 

escrito, pero siempre antes de concluir la etapa de desahogo de pruebas. 
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En cuanto a los motivos de las tachas de testigos en materia laboral, como la ley no los 

señala, deberá interpretarse .que puede constituir motivo de tacha, cualquier 

circunstancia que afecte la credibilidad de lo declarado. Las tachas pueden ser absolutas 

o relativas, cuya significación y eficacia son examinadas por la Junta en el laudo que 

resuelve la controversia laboral. 

Las pruebas que justifican la ta~ha de los testigos se presentan y reciben en la audiencia 

de desahogo de pruebas que señala la Ley Procesal Laboral. Las tachas no deben 

referirse a lo dicho o declarado por el testigo, sino a los motivos, causas o antecedentes, 

generalmente personales, que pueden influir en su declaración afectando su credibilidad. 

Por disposición expresa del articulo 1006 de la Ley Federal del Trabajo, al trabajador o 

patrón que en juicio laboral presente testigos falsos se le impondrá una pena de seis 

meses a cuatro años de prisión y multa de ocho a ciento veinte veees el salario mínimo 

general que rija en el lugar y tiempo de residencia de la Junta. Tratándose de 

trabajadores, la multa será el salario que perciba el trabajador en una semana. 

4.4.4 La peridal 

La prueba pericial es un medio probatorio reconocido por la ley procesal del Trabajo que 

consiste en el auxilio que le presta al órgano jurisdiccional del Trabajo una persona 

entendida o conocedora del asunto o materia que se ventila en la Junta, y se relacione su 

objeto con alguna ciencia. arte o técnica. Esta prueba se encuentra regulada por los 

artículos 821 a 826 de la ley de la materia. 

El perito es la persona encargada de ilustrar al tribunal sobre algún aspecto concreto de 

la controversia. Los peritos pueden ser contables, administradores, médicos. ingenieros, 

arquitectos, fotógrafos, etcétera. 
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Gramaticalmente la palabra pericia proviene de la voz latina peritia, significante de 

sabiduría, práctica, experiencia y habilidad en una ciencia o arte. La definición hace 

alusión a conocimientos poseídos por algunos hombres (peritos) en cada rama científica, 

artistica o en cuestiones prácticas, mismas que por su amplitud y variación no pueden 

saberse por un sólo individuo, ni tampoco por un juez, al cual en cambio por esta 

circunstancia repútasele como perito en derecho; pero como para aplicar el derecho, en 

el proceso laboral la Junta necesita conocer también los sucesos fácticos, y como éstos 

para ser comprendidos en muchas ocasiones requieren de explicaciones técnicas ó 

especializadas, se precisa del auxilio de peritos que le pueden ilustrar sobre su 

ignorancia o bien sobre sus dudas. 

Para Devis Echandia "la peritación es una actividad procesal desarrollada por encargo 

judicial por personas distintas a las partes del proceso, especialmente calificadas por sus 

conocimientos técnicos, artísticos o científicos, mediante los cuales se suministra al juez 

argumentos o razones para la formación de su convencimiento, respecto de ciertos 

hechos cuya percepción o cuyo entendimiento se escapa a las aptitudes del común de la 

gente.'""' 

Al informe que rinde el perito se le llama dictamen o peritaje, el que deberá versar sobre 

ciencia, técnica o arte. Si se trata de materia reglamentada profesionalmente, el Perito 

acreditará su capacidad mediante la exhibición de la autorización legal correspondiente 

en los términos que enmarque el articulo 5 constitucional y su Ley reglamentaria, ta Ley 

de Profosiones. 

Para comprender esto un poco más pensemos en un juicio laboral en la etapa de 

ofrecimiento de pruebas donde la demandada ofrece como pruebas una renuncia firmada 

por el actor, y aduce que en caso de ser objetada ofrece como prueba ta pericial, de este 

modo llegamos al articulo 822 y 823 de la Ley Laboral, es decir. y siguiendo con nuestro 

ejemplo ofrece una prueba pericial por ser necesario que un perito experto nos diga si la 

"'IJORREl.I. NAV.t\lUU>. op .. cit.. Sl1Jlrn nnta í•í1, ¡'lf1gina 31J2 
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firma es o no del trabajador, solicitando ademas y en este caso en particular que conozca 

de grafoscopia y grafometria. 

El articulo 821 de la Ley laboral nos dice: "La prueba pericial versará sobre cuestiones 

relativas a alguna ciencia, técnica o arte." Y el 822 nos dice: "Los peritos deben tener 

conocimiento en la ciencia, técnica o arte sobre el cual debe versar su dictamen; si la 

profesión o el arte estuvieran legalmente reglamentados, los peritos deb~rán acreditar 

estar aútorizados conforme a la Ley." La Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

Tesis de Jurisprudencia aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal expresa la 

siguiente opinión. 

PERITOS. LA FORMALIDAD DE SU COMPARECENCIA PERSONAL A 

PROTESTAR SU CARGO ESTABLECIDA EN EL ARTICULO 825, FRACCIÓN 

11, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. ES APLICABLE A TODOS LOS 

PERITOS. El articulo 825 de la Ley Federal del Trabajo, que establ= el orden)' 

las reglas a tas que se sujetan en el dcs.-ahogo d~ Ja prucb3 pericial. consigna en su 

fr.icci6n 11, como presupuesto inicial. la obligación de los peritos de protestar el 

descmpeilo de su cargo con arreglo a la ley. Este requisito. por el hecho de 

encontrarse consignado en una fracción prC\ia a la que establece la procedencia de la 

designación del perito tercero en discordia, en caso de existir discrqiancia en los 

dictámenes de los peritos de las partes, no significa que sea inaplicable al perito 

tercero. pues las reglas que establece el articulo 825 referido deben ser respetadas 

tanto por los peritos de las partes. como por el tercero en discordia. dado que no hay 

moti\'O para establecer que los pcrilos terceros están sujetos a un régimen procesal 

distinto del que atai\e a los peritos de las panes. Además. la protesta constituye una 

fonnalidad rcle,·antc por sus efectos. ya que trJc consigo el pcñcccionamiento de la 

designación mediante la accp(aci6n del cargo y la \inculación a que el perito se 

sujetará en el dcscmpcflo de su labor a las obligncioncs que la ley le impone. a saber. 

la de manifestar sus conocimientos sobre la ciencia. técnica o anc rclali\"a, de 

acuerdo al cuestionamiento que se le fonnulc. con estricto apego a la ,·erdad y con 

imparcialidad. incurriendo en rcsponsnbilid;1d en caso contrario. Por ello. debe 

considerarse que la protesta del desempc11o del cargo con arreglo a la ley constituye 

una fonnalidad esencial para el desahogo de la prueba pericial. aplicable a todos los 

peritos. sean dcsign:1dos por las partes o por la Junta. en este í1ltinto caso ~·a sea que 

nombre al que corresponda al trabajador en los casos en que asl procede pre\istos en 
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el aniculo MH de 1• propio ley o al pc:rilo tem:rocndiscordia,y si, pora ""1izarla,el 

Jcgislodor consideró n=saria su oompan:a:ncia pmonal al oonsignarlo 151 en la 

fracción 11 del anlculo 82S, no existe razón alguna para hacer una difClaldac:ión al 

respec1o alendiendo a si Ja deslgnaeión del peri lo procede de las partes o de la Junla, 

de acuerdo al principio juridico de que donde Ja Je¡• no dillingue no tiene por ~ 

hacer>C di!linción alguna, máxime si, conforme a lo seftalado, tal protesta oonstiluye 

una fomialidad esencial que debe cumplir todo perito. 

Contradicción de tesis SS/98. Enlre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 

del Sc'1o Circuito y Primer Tribunal Colegiado del Décimo No\'eno Cin:uito. JO de 

abril de 1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Mariano Azuda Gilitrón. 

Ponente: Mariano Azuela Oilitrón; en su ausencia hizo suyo el proyecto el Ministro 

Juan Dlaz Romero. Seerclaria: l.oordes Ferrcr Mac Gregor Poisol. 

Fucnlc: SJF y su Gacela. Tomo: IX, Mayo de 1999. Tesis: la./ J. 42/99. Página 478. 

En cuanto al perito tercero en discordia el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto 

Circuito dice: 

PRUEBA PERICIAL. PERITO TERCERO EN DISCORDIA. CORRESPONDE 

DESIGNARW A LA JUNTA. ENTRE LOS PROFESIONISTAS, TECNICOS O 

ARTISTAS QUE TENGAN SU DOMICILIO DENTRO DE SU JURISDICCJON. 

lnlerprctando annónicamcnlc Jos preceptos de Ja Ley Federal del Trabajo relati\'DS • 

la prueba pericial. se ad\'iertc que es la Junla de Conciliación y Arbilrajc quien debe 

designar al pcrilo tercero en discordia. debiendo recaer el nombra.miento en 

profcsionista. técnico o anista. que tenga su domicilio dentro de la jurisdicción de la 

Junta. cuando lo hubiere. o bien en el lugar más cercano. pues aun cuando la 

legislación labor.si no lo aduce 1cxtualmcntc ello se ad\icnc de la reglamentación 

que rcspcclo al desahogo de la prueba pericial eslabtece el ortlculo 82S. 

Fue111c: SJF r su G.ictta. Tonto: IV. Agosto de 19%. Tesis: V.2o.39 L. P'.ígina 715. 

Con lo anterior nos encontramos con los requisitos que se deben reunir para ofrecer la 

p111ebn pericial y son: 

./ Que sea una ciencia, arte o técnica: 
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.t Que sea apreciada por alguien que conozca; 

./ Que se indique la materia; y 

./ Debe incluir un cuestionario, nuestra ley al igual que no menciona el 

nombre de las materias sobre las que se puede rendir un peritaje, 

tampoco nos indica en que consiste el cuestionario, empero en la 

práctica fundamentalmente se formulan tres preguntas, y para que 

quede mejor explicados volvamos a nuestro ejemplo: 

a.Diga el perito si la firma que aparece al calce es del trabajador. 

b.Diga de que medios se valió para su dictamen. 

e.Qué de la conclusión de su estudio. 

Se pueden formular más preguntas al perito a efecto de que nos deje convencidos de lo 

que estlÍ diciendo, y más aún al juzgador pues su dictamen &01 vini para que este tenga 

una mejor visión sobre el particular, es decir, sobre esta prueba. 

4.4.5 Ln inspección 

A este medio de prueba también se le conoce como inspección ocular, la mayoria de la 

veces, se piensa que el tribunal al desahogar esta prueba observa las cosas u objetos que 

se le muestran, mediante el sentido de la vista. De ahí que tradicionalmente se le haya 

llamado inspección ocular. También se le llama de reconocimiento judicial. 

No es verdad que sólo por medio del sentido de la vista el presidente del tribunal laboral 

puede examinar cosas, objetos y personas, sino que en realidad puede hacerlo mediante 

todos los sentidos, que, aunque se ha P.ensado que son básicamente cinco, la psicologia y 

la ciencia médica, no pueden explicar que ello sea cierto, que haya solamente cinco 

sentidos. Existen, por ejemplo, el sentido del equilibrio o el de la temperatura, etc. Asl se 

puede llevar a la autoridad, no solamente para que mediante el olfato perciba 

delenninada sensación que quizás es molesta y está causando daños a los habitanles de 
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una casa o que vaya y oiga el 1remendo ruido que se esla produciendo por unas 

maquinas; sino también lo podemos llevar para que se coloque en un lugar y sienta qué 

vibración o qué frío o qué calor se sufre. La autoridad de este modo percibirá por si 

mismo, cual es la temperatura y la molestia de esa temperatura y la vibración y lo que 

ella implique o signifique. 

Es muy conveniente la observancia del pri,ncipio de que la percepción que el juez haga 

de esos fenómenos no deba requerir ningún conocimiento especializado, sino que debe 

ser una percepción que pueda ser captada por cualquier persona, porque se requiriera de 

algún conocimiento especializado, esto ya no seria materia de la prueba de inspección 

judicial, sino de una prueba típicamente pericial. La importancia de este medio de 

prueba radica en la posibilidad de que en el proceso surja alguna cuestión que pueda ser 

observada directamente o percibida, más que sólo observada, de manera directa por la 

:utcridad. Dentro de la posición de Briscño Sierra69 esta prueba es la 'l"c consisic en la 

mostración, o sea, la actividad que entraña mostrar directamente al tribunal las personas, 

las cosas o los objetos relacionados con los puntos del litigio por resolverse, para que de 

esa observación pueda obtener alguna luz o ilustración sobre las cuestiones debatidas. 

El sujeto de la inspección es el propio titular del t1ibunal, que es quien esta 

inspeccionando las cosas; el objeto de la misma lo pueden ser cosas y personas, los 

semovientes, las nominas, las listas de raya, los con1roles de producción y calidad, los 

documentos confidenciales, la maquinaria, las herramientas, etcélera, siempre que esla 

inspección no requiera conocimien1os especializados de quien la realice. 

La inspección, en si misma, debe estar intimamente relacionada con el asunto litigioso, 

porque, de no estarlo, seria una prueba inconducente o impertinente, ya que no tendría 

nada que ver con los puntos puestos a discusión. De la inspección o reconocimiento se 

levanta siempre un acta en la 11ue se hace constar la fecha, la hora, el lugar donde se esta 

actuando y las cosas, los objetos o las personas que se hayan observado, procurando que 

dicha acta sea la más precisa y lo más descriptiva posible. Se debe pormenorizar todo 

n~ BlllSEt:lO SIERRA. llumb..:rtt>, Drredm P''OC't.tnl, tomo IV. 19711, lJa. cJidón, OOitorial l'orrii.1, México, páp.inits 
·05u.¡.¡2_ 
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aquello que es lo importante de la inspección: para qué se llevó al titular del tribunal a 

observar esas cosas; con objeto de que se diera cuenta de qué cuestiones son 

trascendentales. 

Miguel Bermúdez Cisneros nos dice que la inspección judicial consiste en el examen 

que el tribunal hace directamente del hecho que se quiere probar, para verificar su 

existencia, sus caracteristicas y demás circunstancias, de tal como que lo perciba con sus 

propios sentidos, principalmente el de la vista, pero también en ocasiÓnes con su oldo, 

tacto y olfato, asl como el gusto.70 

Eduardo Pallares considera que la inspección judicial es el acto jurisdiccional que tiene 

por objeto que el titular del tribunal tenga un conocimiento directo y sensible de alguna 

cosa o persona, relacionadas con el litigio. La inspección pues, es un medio de prueba 

que lleva a cabo el juez y que consiste en someter las cosas o lugares al examen 

adecuado de los sentidos-" 

Francisco Córdova Romero, Dice al respecto: "La inspección judicial, es el acto procesal 

en virtud del cual el juez personalmente, conoce personas, actos, cosas y animales 

materia del proceso.72 

Si bien, es cierto que existen un sinnúmero de definiciones que nos hablan de la 

inspección judicial, mientras que la Ley Federal del Trabajo, sólo nos menciona la 

palabra inspección, en tenninos generales, es decir que no sólo puede ser del tipo 

judicial. 

Podemos observar que la inspección no es otra cosa que examinar un detenninado 

objeto, o persona, y dentro de nuestro estudio nos permite averiguar si tiene relación 

con los hechos del litigio, es decir, es un medio de comprobación para que se llegue a un 

resultado general con todas las demas pruebas ofrecidas y desahogadas. 

~ºllEHM1)DJ~Z t'ISNl:ROS, op., dt .• :mpru 11018 6, p.igi1u1 117. 
~ 1 l'i\1.l.AlU~S, op., cit. ~u¡lra nt11a 19, r.ig.inM 423 y .¡24, 
·: l'ÚUIXW,\ R<l1·1EH<l. Fran~i.•(11. i!.ar!l~.l'D.~~d_u1ib.!l!! • ..l!!É!:1ill1J!1Í2!.!D.1l_Ji.11·,·1t\·1•; l'iirt.l~m1~ "''lih1r ~ 
\fo.uilmillN. ic1•11.1,,1µiw1 \0l. 
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Aunado a lo anterior tenemos que no es el propio titular del tribunal quien desahoga 

dicha probanza, sino el actuario de la Junta, quien requiere los documentos u objetos 

para su observación, la Ley Federal del Trabajo sólo reglamente en tres artículos tal 

probanza, donde establece su ofrecimiento con sus respectivos requisitos, artículos 827 

al 829 del ordenamiento legal citado. En lo que respecta al primero de ellos se señala: 

"La parte que ofrezca la inspección deberá precisar el objeto materia de la misma; el 

lugar donde debe practicarse; los periodos que abarcará y los objetos y documentos que 

deban ser examinados. Al ofrecerse la prueba deberá hacerse en sentido afirmativo, 

fijando los hechos o cuestiones que se pretenden acreditar con la misma." 

Del análisis de tal artículo, inferimos que en ningún momento se nos habla del contenido 

y definición de lo que es la prueba de inspección judicial. 

Pero, independientemente de lo anterior y dentro del análisis esquemático de la prueba 

de inspección judicial el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito 

y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito expresan la siguiente opinión en 

cuanto a la inspección de documentos y el valor probatorio de la inspección judicial al 

señalar: 

INSPECCIÓN DE OCX:UMENTOS. ADMITIRLA 'SIN PREJUZGAR SOBRE SU 

EXISTENCIA' NO ES SIEMPRE VIOLACIÓN PROCESAL. De la lectura atenta 

y cuidadosa de la jurisprudencia 2a./J. 20/97. publicada en la p.ígina trcscicn1ossielc. 

del Tomo V. ma)·o de 1997. del Semanario Judicial de la Federación. Novena Época. 

cuyo rnbro es "INSPECCIÓN DE DOCUMEl\"fOS EN MATERIA LABORAL. LA 

PRÁCTICA DE MANDARLA PREPARAR 'SIN PREJUZGAR SOBRE SU 

EXISTENCIA'. ES JURÍDICM1ENTE INCORRECTA \' AMERITA LA 

CONCESIÓN DEL AMPARO PARA QUE SE REPONGA f.L PROCEDIMIENTO, 

SI LA VIOLACIÓN TRASCIENDE AL SENTIDO DEL LAUDO.'. asl como de la 

~jccutoria de la cual dcrfró. se oprccia que 110 es la mera limi1antc de admitir la 

prueba de inspección "sin prcju1gar sobre la cxis1cnci:1 de los documcnlos que ha de 

,·crsar". lo que constituye 1:1 violación proccs.11. sino el hacerlo de "modo 

indiscriminado". esto cs. tambi~n en los C<JS(IS en los que si procede formular el 

:1p.:rcihimic1no ul (X!tróu que de no C\hibirlos se tcndr;in por prcsun1h-mncntc ci;;:rtos 

los h.:-chos qu.:: con ello!' el actor pn.:tcnda prút'iar. Ad~m1is. únk:um:nt~ cu C!-los 
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ültimos supuestos genera agra,io la limitantc de mérito, )'no en los casos en que no 

procede fomtular apercibimiento alguno, en los que la citada expresión 'sin 

prejuzgar sobre la existencia de los documentos que ha de versar' simplemente se 

significa como una precisión en el sentido de que no procede el apercibimiento 

muhicitndo. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación )' su Gaceta. Tomo: XI, Febrero de 

2000. Tesis: ll.T.126 L. P.igina 1066. 

INSPECCION JUDICIAL, VALOR PROBATORIO DE LA, CUANDO NO SE 

EXHIBEN LOS DOCUMENTOS SOLICITADOS. El dispositivo 828 de la Ley 

Federal del Trabajo, establece que si durante el desahogo de la inspocción judicial, 

no se c.•hibcn los documentos solicitados, se tendrán por ciertos los hechos que se 

lratan de probar, empero, p:ira que tal probanza alean<:<: valor probatorio pleno, es 

indispensable que no se encuentre contradicha con otro. De esa manera, cuando 

durante la práctica de la diligencia de mérito. no se c.'hibcn los documen1os 

solicilados y la responsable estima acreditada la existencia de la relación laboral de 

las panes. omitiendo adminicularla con otros medios probatorios, los cuales se 

oponen a su contenido. es claro que infringió el numeral en cita, en detrimento O: las 

garantlas del peticionario. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo: XIII, Ma)·ode 1994. Pagina464. 

4.4.6 L.a presuncional 

Elimológicamente, presunción viene de la preposición lalina prae y del verbo s11111nro, y 

significa lomar an1icipadamente las cosas. En este sentido la presunción jurídica debe 

entenderse como la inferencia o la conclusión que se tiene a cerca de las cosas o de los 

hechos, aun antes de que éstos se demuestren o aparezcan por si mismos. 

En otras palabras, la presunción, en el sentido jurídico se entiende como el mecanismo 

del razonamiento, como el raciocinio por el cual se llega al conocimiento de hechos 

desconocidos partiendo de hechos conocidos. 
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Por la prueba presuncional, entonces, se llega al conocimiento indirecto de los hechos 

controvertidos, independientemente de que se desconozcan, de que no se pueda 

comprobar directamente su existencia. Desde luego, como inferencias, como 

conclusiones, las presunciones pueden no verse correspondidas en la realidad con la 

certeza con que se asumen. De aqui que las presunciones siempre impliquen márgenes 

de incertidumbre, probabilidades de error. 

La prueba presuncional asi llamada no es más que un método reconstructivo de 

inferencia o de deducción de los hechos materia de la controversia. De Pina 73 define a la 

presunción como la operación lógica mediante la cual, partiendo de un hecho conocido, 

se llega a la aceptación como existente de otro desconocido y, por tal se entiende a la 

presunción. Debemos concluir que la presunción por si misma no aporta información 

nueva y adicional al proceso, en el sentido de que aportan esa información nueva y 

adicional todos y cada uno de los otros medios probatorios. Esto es, por la presunción no 

se le allegan al titular del tribunal nuevos materiales infom1ativos, sino que, por el 

contrario, por la presunción, a partir del material informativo recabado, se llegan a 

extraer nuevas implicaciones, si bien éstas pueden tener el carácter de novedosas. 

Alcalá Zamora74 distingue dos significados que se dan al vocablo presunción. Uno de 

ellos es el que tiene la llamada presunción legal y está relacionada con la carga de la 

prueba. El otro, que es el que corresponde a la llamada presunción humana, se relaciona 

con la fuerza probatoria de los medios de prueba. Este autor sostiene que la única 

presunción es la legal. La llamada presunción humana no es tal porque cuando los 

medios probatorios permiten llegar directamente a la prueba no se hace necesario ningún 

raciocinio, no se hace indispensable ninguna operación lógica; pero cuando los medios 

probatorios por sí mismos directamente no permiten llegar a la prueba, entonces. se hace 

indispensable acomodar, en vez de interpretar y adecuar los datos que brindan los 

medios probatorios desahogados para llegar a obtener la prueba de un hecho. En otras 

palabras, por si mismos, cuando no se trata de una pntcba directa, los medios probatorios 

73 DE PIN1\, Rufad y Castillo l.nrraíluga. JosC, {mJjmri(JWf rlL'J~!ITli.!11'.f.Qf!ml ciriJ., Purrúa, Mi:o .... ico. llJ71J, p1i~i11a 
~2 11. 
11 Al.CAi.A l.1\MOIM Y C1\S'l ll.l.O. Niú•to. l~'!l..!.'!f!!!l..l.k.r.!tt"'l.'1·/m....J!!!lf!t!l!~'Íf!. lfoih.'tsid11l J...• ÜllW1.!pci1in. 
l\111i: .. ·1ll.:ii•11 1%5. t'liµina• 111:! y 111~. 
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no prueban nada. o sea. se trata simplemente de medios probatorios semiplenos e 

indirectos. Con la conjunción y agrupamiento de todos esos medios probatorios y de su 

interpretación, se llega a una presunción. Pero por esa vía no se llega a la presunción 

legal, sino a un hecho inferido de los datos y de las infonnaciones proporcionadas por 

los medios probatorios. La presunción, pues, por si sola, no produce prueba plena, pero 

un conjunto de presunciones si pueden llegar a ella, es decir, un conjunto de 

presunciones pueden permitir llegar a una prueba plena. En este sentido, la presunción es 

el resultado de una operación lógica mediante la cual, partiendo de un hecho conocido, 

se llega a la aceptación de cómo existente de otro desconocido. 

Existe coincidencia en señalar que las presunciones humanas son el resultado de deducir 

de la existencia de un hecho o de un grupo de hechos que, aplicándose inmediatamente 

al hecho principal, llegan a la conclusión de que ese hecho ha existido, en un juicio 

lógico, con fundamento en el cual se atribuye a personas o cosas una detenninada 

cualidad o condición propia inherente de la misma, según las leyes comunes de la 

experiencia; y, presunción legal, son mandatos de la ley que el titular del tribunal debe 

acatar, y por lo mismo, le impiden presumir sobre su verdad o falsedad: estas 

disposiciones no se pueden controvertir ni menos aún presumir. Su aprehensión es 

inmediata por concreta voluntad del legislador. Es por ello, que para la apreciación de 

una prueba presuncional, todo juzgador debe constreñirse a dos reglas fundamentales: 

que se encuentren probados los hechos de los cuales se derivan las presunciones y que 

exista un enlace natural más o menos necesario, entre la verdad conocida y la que se 

busca; apreciación que deberá hacerse en conciencia, hasta el grado de poder considerar 

que el conjunto de hechos forma prueba plena." 

La Ley Federal del Trabajo en su articulo 830 señala que: "Presunción es la 

consecuencia que la Ley o la Junta deducen de un hecho conocido para averiguar la 

verdad de otro desconocido." De igual forma, señala en su articulo 831 de la existencia 

de una presunción legal y dice: "El que tiene a su favor una presunción legal, sólo está 

" MOLES Y 1'.:.iCOllAR ls.:1hd, LJ1pim.f...1{1f!!"!J..nl1•.,, cJit<1J11 p:tr d (\11.:t?io d.: 1\l-..1;!a,lo:-; cgn.::i:1Ju:-; d.: la ENEP 
Arngún. A.C. ~.11!,;h:o, \'J'15, ¡1;i1!ilm" ~y <1. 
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obligado a probar el hecho que la funda." Sobre esto, el Primer Tribunal Colegiado del 

Sexto Circuito expresa: 

PRUEBA CONFESIONAL. CONFESION FICTA EN MATERIA LABORAL. 

CARECE DE EFICACIA PLENA SI ESTA EN CONTRADICCION CON UNA 

PRESUNCIONAL. Si la parte patronal al contes1ar la demandada ofreció al actor su 

reinstalación en la fuente de trabajo en los mismos términos y condiciones en que lo 

venia desarrollando porque jamás fue despedido; esta situación engendr.I la . . 
presunción de que oo fue el patrón quien rescindió el contrato laboral, y en 

consecuencia como prueba presuncional se encuentra fehaclentcnicntc en el 

procedimiento laboral, es decir, es auténtica )' verdadera; por ello, si frente a ella 

existe la confesión fleta del patrón, a tmis de la cual se pn:tendfó poner de 

manifiesto la c.xistencia del despido injustificado, resulta que esta confesión fleta no 

puede tener pleno •·alor probatorio al estar en contradicción con aquella otra prueba, 

y por tanto, resulta ser una prueba insuficiente para justificar la proa:denela de la 

ucción principal laboral ejercitada, lo que debe llC\'ar a la Junta responsable a dictar 

laudo absolutorio en favor de la empresa. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: VIII, Diciembre de 1991. 

P;lgina 269. 

Tanto la presunción legal como la presunción humana admiten prueba en contrario. 

De lo anteriormente expuesto podemos llegar a la conclusión de que las presunciones no 

son medios de prueba propiamente dichos y que su verdadera naturaleza se determina 

por la función que están llamadas a cumplir. Por lo que se refiere a las presunciones 

legales, si estamos frente a la presunción que no admite prueba en contrario, se tratará de 

una excepción absoluta a la necesidad de probar; por el contrario, si estamos frente a la 

presunción que si admite prueba en contrario, se tratará de una inversión de la carga de 

la 1m1eba. 

En cuanto a las presunciones humanas. que son las que el titular del tribunal puede 

inferir de los hechos ya acreditados, su utilización debe ceñirse a la más rigurosa lógica. 
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El titular del tribunal debe aplicar, previo dictamen pericial si fuese necesario, las reglas 

de la causalidad fenomenológica, es decir, cuando entre el. hecho conocido y el 

desconocido exista un nexo causal que implique una necesidad lógica de causa a efecto 

o de efecto a causa, esta inferencia es obligada e inevitable. Por el contrario, el titular del 

órgano deberá ser receloso y fiió cuando no exista esa necesidad lógica causal entre el 

hecho conocido y el desconocido, pues se estará ante sospechas infundadas, conjeturas o 

menores indicios que pueden derivarse de la ignorancia popular,:del fanatismo polltico o 

religioso o de otras distorsiones del pensamiento. 

4.4. 7 La instrumental de actuaciones 

Se encuentra reglamentada en la Ley Federal del Trabajo en los anlculos 835 y 836; el 

primero que da la definición y dice: "La instrumental es el conjunto de actuaciones que 

obran en el expediente, formado con motivo del juicio." Y el segundo, "La Junta estará 

obligada a tomar en cuenta las actuaciones que obren en el expediente del juicio." 

Sin embargo, no todo lo que obra en el expediente puede considerarse a este efecto 

como instrumental de actuaciones, sino exclusivamente lo que obre legalmente y; de 

proponerse este medio de prueba, debe señalarse concretamente y relacionar las 

actuaciones con los hechos y con el derecho que se reclama, y no ofrecerla en fonna 

genérica e imprecisa. En un ejemplo concreto de dicha prueba el Noveno Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 

del Sexto Circuito expresan: 

INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. CARACTERISTICAS QUE REVlSTE 

EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. Conforme :al artículo ~)5 de la Ley 

federal del Trab.\io. la prueba instrnmcnt:.il es el conjunto de actu.i.:ioncs que obran 

en el expediente rorm.ido con motirn del juicio. Por su pane. el precepto siguiente 

dispone que la Junta estar obligada a tomar en cuenta las a.:tujcioncs que se 

encuentren en el cspcdicntc del juicio. De los disposith·os legales mencionados, se 

d..:sprcndc qui! para que sean \·:1lor.1dl~ consl:mcia~ o :ic1uaciont'S. d,;b:n cncontrJrsc 

;1grcgadafi. ;il k¡!ajo: d1: :1hi <111c <¡ui<..:n oír.:~:c ~~;,mm im;tm111-:m:il un di\crst1 
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c'pcdicn1c. aun siendo del Indice de la misma Junta, debe cuidar que malcrialmente 

sea anc.xado. y no sólo solicitar •que se tenga a la vista al momento de resolver•, o 

alguna expresión similar. Lo anterior es asf, no solamente porque de esa manera 

define la ley a la prueba instrumental, sino además, porque obrando en autos las 

constancias que toma en cuenta quien rcsucl\'C, las partes tienen conocimiento pleno 

de su contenido y, en su momento, el juzgador de amparo podr.I verificar si la 

\'aloraclón que de ellas se hizo fue la adecuada. 

Fucn1e: Semanario Judicial de la Federación y Gaceta. Tomo VI, Septiembre de 

1997. Tesis: l.9o.T.73 L. Página 6%. 

PRUEBA, OCX:UMENTAL PUBLICA. EXPEDIENTE QUE OBRA ANTE LA 

MISMA JUNTA. En el procedimiento laboral corresponde a las partes oín:cer las 

pruclxls que a su inlerés con1"Cnga y tratándose de la documental, los interesados 

tienen la carga de allegar a la Junta las constancias rcspccli\'aS, es decir, deben 

gc .. tinn:nlm• ante la nutnridad que flsicamente las tenga en su p-;x!er, P'Jef: el :utlcutc 

803 de la Ley Federal del Trabajo, establece que las partes han de c.•hibir los 

documentos u objetos que ofre7.e:m como pruebas para que obren en autos y si se 

!rala de infonncs o copias que deba expedir alguna autoridad, la Junta los solicitar.\ 

directamente; además, el articulo 807 del mismo ordenamiento legal, seilala que los 

documentos existentes en el lugar donde se pronlUC\'3 el juicio, que se encuentran 

enlre otros, en poder de auloridadcs, ser.In objeto de colcjo o compulsa a solicitud 

del oícrcnle, para lo cual deben\ exhibirse en la audiencia de oírccimiento de 

pruebas. copia de los documentos que por ese medio puedan ser pcñcccionados y 

por úllimo. los articules 835 y 836 de la propia Ley Federal del Trabajo, establecen 

que la pmcba. denominada instrumental de actuncioncs. es precisamente el conjunto 

de actuaciones que obran en el expediente formado con motivo del juicio y que la 

Jurua tiene obligación de tomar en cuenta. Por ello. cuando alguna de las panes 

oírczca como prueba. la documcnlal ptiblica o instmmcntal de actuaciones. rclati\'a a 

un direrso expediente que obre ante la misma Junta del conocimiento. debe sujetarse 

a la regla gcncrJI prevista en las disposiciones referidas. esto cs. solicitar la 

expedición de copias certificadas a erecto de qui!. de admitirse formen parte del 

expediente integrado con motirn del juicio. o bien exhibir copias simples solicitando 

el cotejo. o por lo menos presentar copiu scllud;1 dd escrito por el que hubiese 

solicitado la expedición de tules copias. para que en el supuesto de que no le hayan 

sido entregadas o de que tu\'iera imposibilidad parn recnbarlas. fucr.i la propia Juma 
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quien lo hiciera mandando expedirlas en túmlnos del artlculo 803 de la Le)• Federal 

del Trabajo. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo:!, Junio de 1995. 

Tesis: VJ.2o.5 L. Pligina 507. 

4. 5 El ofrecimiento de pruebas 

El ofrecimiento, la admisión y el desahogo y la valoración de las pruebas, constituyen un 

periodo de especial trascendencia en los procedimientos, ya sean éstos administrativos o 

judiciales. Los hechos que constituyen la base de la acción, asl como los que pueden 

fundar las excepciones, deben ser claramente expuestos y demostrados a los tribunales 

laborales; es precisamente esta etapa del proceso la que da la oportunidad de hacerlo. En 

concordancia con esta afirmación, se dispone que las pruebas deben referirse a los 

hechos contenidos en la demanda y conlestación, que no hayan sido confesados por las 

partes. Las Juntas apreciaran libremente las pruebas, valorándoles en conciencia sin 

necesidad de sujetarse a reglas o formalismos. 

En este sentido, un primer momento de la fase probatoria es el ofrecimiento. En él, las 

partes ofrecen al titular de la Junta los diversos medios de prueba con los que suponen 

llegaran a constat~r o a corroborar lo que han planteado en la demanda o contestación de 

la demanda. Los medios de prueba que pueden ofrecer las partes son: la confesional, la 

documental publica y privada, la testimonial, la pericial, la inspección, la presuncional 

legal y humana y la instrumental de acluaciones. 

El articulo 778 de la Ley Federal del Trabajo señala: "Las pruebas deben ofrecerse en la 

misma audiencia, salvo que se refieran a hechos supervenientes o que lengan por fin 

probar las tachas que se hagan valer en contra de los tesligos." Además, al momento de 

ofrecerse las pruebas cada una de ellas deberá referirse a los hechos controvertidos de la 

demanda o de la contestación de la demanda. en los ténninos que señala el articulo 777 

del Código Laboral. 
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La audiencia a la que se refiere el aniculo 778 es la que nos consigna el articulo 875 de 

la ley citada y que nos dice que constar• de tres etapas: De conciliación, de demanda y 

excepciones y de ofrecimiento y admisión de pruebas. 

En ténninos generales la fonna de ofrecer pruebas es la que nos enmarca el articulo 880 

de la Ley en comento, pero en esencia no existe una fonna detenninada para exponer a 

la autoridad todas y cada una de !¡is pruebas, es tan sencillo que sólo basta que la parte 

que ofrezca, actor o demandado, diga: que en este acto ofrezco X, Y o Z pruebas, con 

sus respectivos requisitos, o bien por medio de un escrito que presente en la Junta siendo 

éste ratificado por la parte que lo ofrece, es decir, que efectivamente él ofrece las 

pruebas que se encuentran en el escrito, o el de la voz las haga suyas. 

Sin embargo, es importante atender el desarrollo del ofrecimiento en los términos del 

articulo 88U de la Ley Laboral y que a la letra dice: "La etapa de ofrecimiento y 

admisión de pruebas se desarrollara confonne a las normas siguientes: 

l. El actor ofrecerá sus pruebas en relación con los hechos contravenidos. 

Inmediatamente después el demandado ofrecerá sus pruebas y podrá objetar 

las de su contraparte y aquél a su vez podrá objetar las del demandado; 

11. Las partes podrán ofrecer nuevas pruebas, siempre que se relacionen con las 

ofrecidas por la contraparte, y que no se haya cerrado la etapa de 

ofrecimiento de pruebas. Asimismo, en caso de que el actor necesite ofrecer 

pruebas relacionadas con hechos desconocidos que se desprendan de la 

contestación de la demanda, podrá solicitar que la audiencia se suspenda para 

reanudarse a los diez dias siguientes a fin de preparar dentro de este plazo las 

pruebas correspondientes a tales hechos. 

111. Las partes deberán ofrecer sus pruebas, observando las disposiciones del 

capitulo XII de éste Titulo; y 

IV. Concluido el ofrecimiento, la Junta resolverá inmediatamente sobre las 

pruebas que admita y deseche. 
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Sobre el ofrecimiento en cuanto a su oportunidad, asi como el objetarlas atendamos lo 

que al respecto señala el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 

Circuito que expresa: 

PRUEBAS Ol'ORTUNIDAD PARA OFRECERLAS Y OBJETARLAS EN EL 

PROCEDIMIENTO LABORAL. La l'raa:ión 1 del artlcuto 880 de la Ley Federal del 

Trabajo establece: «Et IClor ofn:ccrá sus ·pcucbos en "'laci6n con los hechos 

controvertidos. Inmediatamente después el ~ndado ofroccrá sus pcucbos y pxlr.I 

objelar las de su contraparte y aquél 1 su \'CZ pxlr.I obj<tar las del demandado>>. 

Confonne a esta dispo<lción las portes lienen una sólo oportunidad p1ra ofn:cer 

pruebas y obj<lar las de su contraria, pero ni la ley ni la jurisprudencia pmicncnque 

el demandado, en ou lnlel\'Cnción necesariamente deba pritnCIO ofroccr sus pcucbos y 

después objetar las de 511 conlraria, pues lo único que precisan es que el ofmcinúento 

y la objeción deben hacerse en esa oportunidad proc:csal, por lo que si primera se 

objetan las pruebas de ta conlraria y dcspués se ofn:ccn las propias, pmcisamente en 

tal oportunidad, no puede hablarse de ¡xcclusión de derecho alguno. 

1.2'. T. J/2, Publicado en la p.igina 676 y siguientes del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, NO\'Cna Época, Tomo VI, octubre de 1997. 

La fracción primera del articulo 880 de la Ley Federal del Trabajo habla de el tan 

mencionado orden, que como ya se vio no es más que una disciplina; sin embargo esta 

jurisprudencia si cubre al demandado para el orden que él elija de objetar y después 

ofrecer pruebas o bien ofrecerlas y después objetar las de su contraparte, esto no quiere 

decir que se este en contra del demandado, sino por el contrario, el contenido de la 

jurisprudencia me da la pauta para afirmar que el hecho de que el actor ofrezca sus 

p111ebas posterior a el demandado, pero antes del cierre de la etapa de ofrecimiento y 

admisión de pruebas no se le puede atribuir como una prcclusión de derecho por estar 

dentro de la etapa correspondiente. 

Y como ya se expreso con anterioridad, solamente podrán ofrecerse y admitirse nuevas 

p111cbas si estas se refieren a hechos supervenientes o de tachas aunque haya concluido 

la etnpa de ofrecimiento y admisión, tal y como se desprende del articulo 881 de la Ley 
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en comento. Un ejemplo práctico de un escrito en el que se ofrecen pruebas a cargo del 

actor es el siguiente: 

H. JUNTA ESPECIAL NÚMERO SIETE 

Junta Especial Número Siete 

Expediente 114/2001 

Miguel Ángel González Ramlrez 

v,s 
Construcciones Camargo y Otros 

DE LA FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 

PRESENTE 

Clemente Herrera González, apoderado del C. Miguel Ángel González Ramlrez, 

personalidad reconocida en autos al rubro indicado en el proemio del presente escrito, y 

estando en tiempo y fonna respetuosamente comparezco y ofrezco los siguientes 

elementos de prueba a favor de mi mandante: 

PRUEBAS 

1. La c01ifesic111al a cargo del demandado, a quien pido se cite para que absuel\'a 

posiciones ante esa H. Junta, en la fecha y hora que al efecto se sirva señalar. 

Asimismo, pido se le aperciba de tenerlo por confeso de las posiciones que le 

articularé de no concurrir confom1e a lo previsto por el artículo 788 de la Ley 

Federal del Trabajo. Relacionando esta prueba con todos los hechos del debate; 

principalmente con los puntos uno y dos de mi demanda. 

2. Las doc11111e111ales ¡nih/icas consistentes en el original de aviso de inscripción al 

lnstituto !'lkxicano del Seguro Social, asi como los originales de las 

modificaciones saláriales lle\'adas a cabo en fechas veintisiete de junio de mil 

novecientos noventa y seis, ocho de abril de mil novecientos noventa y siete, dos 

de julio de mil novecientos noventa y ocho, nueve de abril de dos mil uno y trece 
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de diciembre de dos mil uno. Exhibo dichos documentos compuestos de seis 

fojas útiles escritas por cada una de sus caras y las relaciono en general con todo 

el debate; de modo especial con los hechos tres y cuatro de mi demanda. 

3. Las documentales privadas consistentes en copias fotostáticas de cuatro listas de 

raya de fechas cinco de junio de dos mil uno, tres de abril de dos mil uno, cuatro 

de marzo de dos mil uno, doce de diciembre de dos mil uno. Exhibo estos 

documentos compuestos de cuatro fojas útiles escritas por una sola de sus caras y 

los relaciono con todos los hechos del debate; de modo especial, los hechos bajos 

los números cinco y seis de mi demanda. 

Para el caso de ser objetados tales documentos en su autenticidad y contenido, 

como medio de perfeccionamiento propongo la inspección ocular, ratificación, 

cotejo y compulsa de estos con los archivos de la demandada ubicados en la 

planta baja del número setenta y tres de la calle Aldama Norte en el centro del 

Distrito Federal. 

4. La testimonial que con apoyó en el nnículo 813 fracciones 1 y 11, de la Ley 

Laboral, ofrezco a cargo de las siguientes personas que presentaré ante esa Junta 

en la fecha y hora que al efecto señale: 

a) Juana Hemández Méndez, con domicilio en la calle Lago Tana número 

30, Col. Huichapan en el Distrito Federal 

b) Femando Álvarez Sánchez, con domicilio en la calle República de 

Uruguay número 213 en el centro del Distrito Federal. 

c) Lorena Ortiz Valdez, con domicilio en la calle el Quijote número 74, Col. 

Pradera en el Distrito Federal. 

Relaciono esta prueba con todos los hechos de la litis, especialmente con los 

hechos seis y siete de mi demanda laboral. 

5. Pericial Médica, que deberá ser desahogada confonne al cuestionario siguiente: 

a) Determinar la naturaleza y causa de lesiones que presenta el suscrito en la 

tercera y cuarta vértebra lumbar. 

b) Determinar la secuela traumática de las lesiones a que me refiero. 

estableciendo el posible grado de incapacidad que finalmente quedará con 

motivo de la misma. 



e) Determinar las funciones orgánicas afectadas por dichas lesiones y el 

grado en que tas fueron. 

d) Evaluar Ja incapacidad, en términos de Jo previsto por los articulos 495 y 

513 de la Ley Federal del Trabajo, para el caso de que sea de carácter 

pennanente. 

Desde ahora nombre perito de mi parte al Médico Cirujano Manuel Arévalo 

Herrera con Ja especialidad en Cirugia Ortopedista, con número de cédula 

profesional 1345678 expedido por Ja ·Dirección General de Profesiones 

dependiente de Ja Secretaria de Educación Pública. Médico a quien presentaré 

ante esa H. Junta Federal en la fecha y hora que se sirva señalar para los efectos 

previstos en el articulo 825 de la Ley Laboral. 

Relaciono esta prueba con todos los hechos materia de Ja controversia; 

principalmente Jos expresados bajos Jos números ocho y nueve de mi demanda. 

6. La inspección que deberá practicarse teniendo a la vista los controles de 

asistencia y comprobantes de pago por el lapso comprendido entre et dos de 

enero de mil novecientos noventa y seis al siete de diciembre de dos mil uno, 

correspondientes al suscrito de nombre Miguel Ángel González. Ramirez, 

mismos que obran en poder del patrón y deberá exhibirlos conforme a lo 

dispuesto por el articulo 804, fracciones JI y 111, de la Ley Federal del Trabajo, 

debiendo ser apercibido en términos del articulo 828, del ordenamiento en cita. 

a) Que durante el lapso a que me refiero, estuve laborando los días 

domingo, sin que me fueran pagadas las primas dominicales. 

b) Que durante dicho lapso, estuve laborando desde las siete horas hasta las 

diecisiete horas, todos los dias de la semana, es decir, un total de diez 

horas al dia. 

e) Qué durante dicho lapso, solamente se me cubrió un salarió de ochenta y 

siete pesos diarios, sin que aparezca pago alguno por concepto de tiempo 

extraordinario. 

Esta prueba se relaciona en general, con todos los hechos del debate y 

especialmente los expresados en los números diez y once de mi demanda .. 
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Esta prueba podni ser desahogada mediante la exhibición de documentos que 

haga el demandado en el local de esa H. Junta en la fecha y hora que al efecto 

se~ale, o bien el centro de trabajo ubicado en la planta baja del número setenta y 

tres de la calle Aldarna Norte en el centro del Distrito Federal. 

7. La instrumental de actuaciones, en todo lo que me beneficie. 

Esta prueba se relaciona en general, con todo los hechos de la litis. 

8. La presuncional legal y humana, lll!llbién en lo que me beneficie por lo que hace 

a todos los hechos del debate. 

Por lo expuesto y fundado, a esa H. Junta Federal pido se sirva: 

Primero. Tenerme por comparecido con el presente escrito y ofreciendo pruebas de mi 

parte; 

Segundo. Reconocerme la personalidad con la que me ostento, asl como la de mi 

mandante; y, 

Tercero. Admitir mis pruebas y disponer lo conducente para efectos de su desahogo. 

PROTESTO LO NECESARIO 

EN MÉXICO DISTRITO FEDERAL A SIETE DE ABRIL DE DOS MIL DOS 

CLEMENTE HERRERA GONZALEZ 

MIGUEL ÁNGEL GONZÁLEZ RAMÍREZ 

Como se puede apreciar, el ofrecimiento de pruebas en materia laboral es muy práctico y 

usual, desde luego, que existen ciertas modalidades en el ofrecimiento de cada medio 

probatorio reguladas por la Ley Federal del Trabajo y que pueden recaer sobre la 

confesional, la confesional para desahogar por exhorto, la documental con carácter 

devolutivo, etcétera, etcétera. 
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Finalmente, diré que de la interpretación de los artlculos 880 y 881 de la Ley Federal del 

Trabajo se permite establecer diversas hipótesis que en ellos se contienen y siguen un 

orden lógico en el desarrollo de la audiencia de ofrecimiento y admisión de pruebas 

dentro del procedimiento ordinario laboral. En la fracción l del citado articulo se exige 

que el actor sea el que intervenga primero para ofrecer las pruebas relacionadas con la 

acción ejercitada y los hechos contenidos en la demanda; inmediatamente después, el 

demandado debe ofrecer las conducentes a demostrar las excepciones y defensas que 

oponga, asi como las tendientes a desvirtuar los hechos· aducidos en la demanda o a 

demostrar los invocados por él, advirtiéndose que la ley no permite alteración alguna de 

ese orden lógico, de modo que una vez: agotada la oportunidad que a cada una de las 

partes le corresponden para ofrecer sus pruebas precluyc su derecho y ya no pueden 

ofrecer nuevas pruebas antes del cierre de la etapa de ofrecimiento, salvo las que se 

relacionen con las ofrecidas por la contraparte y las que tienden a demostrar las 

objeciones de las pruebas, en su caso, el desvanecimiento de dichas objeciones (articulo 

880, fracciones l, última parte, y 11), lo cual resulta lógico porque quien impugno una 

probanza tiene el legitimo derecho de demostrar tal objeción, asi como su contraparte lo 

tiene para aportar los elementos tendientes a comprobar la autenticidad y eficacia de las 

pruebas objetadas. Las hipótesis anteriores deben darse dentro del periodo de 

ofrecimiento de pruebas, es decir, hasta antes de que la autoridad laboral 
0

!0 declare 

cerrado y resuelva sobre cuales admite o deseche, pues una vez: concluido dicho periodo, 

las partes ya no podrán proponer otra prueba, salvo los casos que establece el artículo 

881, o sea, que se relacionen con hechos supervenientes o con tachas. Lo anterior, 

lógicamente, no faculta a las partes a ofrecer pruebas que debieron proponer en el 

momento procesal oportuno, y si se hace, no deberán admitirse por haber precluido su 

derecho. 
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CONCLU$IONI!$ 

CONCLUSIONES 

Primera.· El Derecho Procesal del Trabajo es una de las ramas más jóvenes en el 

campo jurídico; no por ello es menos importante. En efecto, ante la imperante , 

necesidad de una rama del derecho que considerara las particularidades propias de 

los negocios surgidos por las diferencias obrero patronales y la participación del 

Estado en la impartición de la justicia laboral, surgió el Derecho Procesal Laboral, 

evidentemente emanado en principio del Derecho Procesal en General. 

Segunda.· La falta de sistema y unifonnidad en la elaboración de las leyes laborales, 

en su aplicació1¡ e interprttaciú11 por lu• aulo1 id ad es, pusieron de manifiesto la 

necesidad de crear una ciencia, que regulase la actividad jurisdiccional de acuerdo a 

las características propias de las normas sustantivas del Derecho del Trabajo, 

profundamente humanas y esencialmente dinámicas. 

Tercera.· En nuestro país hasta antes de la Ley Federal del Trabajo de 1931, existía 

un verdadero caos en la aplicación de las normas laborales y en ta forma de probar 

los hechos controvertidos de la demanda. Fue hasta la aparición de este 

ordenamiento, cuando por primera vez el legislador dio muestras de una seria 

preocupación por ordenar más o menos sistemáticamente los principios propios y las 

caracteristícas distintivas de las normas reguladoras de la actividad jurisdiccional del 

Estado, en la impartición de la justicia laboral. 

Cuarta.· El derecho no es objeto de prueba en la contienda laboral, en cambio los 

hechos sí, por lo que se requiere probar todos y cada uno de los hechos aducidos por 

el actor en su demanda o por el demandado en su contestación y reconvención. Se 

requiere demostrar la existencia de los hechos que se consignan por las partes, pues 

en ellos se basan las acciones y las excepciones aducidas en el conflicto laboral; 
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aunque no todos los hechos requieren justificación o probanza, pues no necesitan ser 

probados los hechos que tácita o expresamente las partes están conformes, admiten o 

no niegan. 

Quinta.- El fin es hacer que el Tribunal del Trabajo mediante la demostración, 

evidencia y certeza de los hechos, lograda a través de las diferentes medios 

probatorios, llegue al convencimiento de la verdad en el proceso laboral y, pueda con 

fundamento en ellos, resolver el conflicto planteado, aplicando la norma legal al caso 

concreto sometido a su resolución. A través del procedimiento procesal probatorio la 

Junta debe buscar la verdad histórica, la verdad de los hechos afirmados y negados 

en el conflicto laboral. 

Sexta.- En el derecho del trabajo probatorio actual, que modificó el antiguo principio 

de que el que afirma está obligado a probar, los principale;; inshu111•ntos o medios de 

prueba son los que señala el articulo 776 de la Ley Federal del Trabajo. 

Hay que tener presente que las pruebas más eficaces, idóneas y mejores son las que 

logran en el proceso la obtención del laudo favorable para una de las partes. Es por 

ello que el procedimiento laboral es el conjunto de etapas dentro del proceso, 

teniendo cada una de estas su principio y fin, y no se debe confundir con lo que es el 

proceso, el cual se integra desde la presentación de la demanda hasta el fallo que 

dispone la autoridad responsable. 

Séptima.- En la primera etapa del procedimiento laboral tenemos a la conciliación, 

pero para que verdaderamente se lleve a cabo y no como mero requisito formal. es 

necesario que el auxiliar que en ese momento se encuentre en la audiencia exhorte a 

las partes a llegar a un verdadero arreglo con el fin de concluir el asunto, siendo 

satisfactorio tanto para la demandada como para el actor y con lo cual se eviten las 

demás etapas del procedimiento laboral. 

Mas aún no sólo debe darse en la primera etapa, por lo que se sugiere que el 

presidente o bien el auxiliar que tiene conocimiento del asunto cite a las panes y 

platique con ellas con el fin de que exista la conciliación. 
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Olro aspec10 imponan1e deniro de esta etapa y que la ley no menciona es el hecho de 

que el actor se identifique con documento oficial, ya que si nos encontramos en la 

conciliación debemos conocer a aquel quien ejercito la acción para saber si llega o 

no a un arreglo conciliatorio de forma personal. En la práctica sólo se dice: Qué 

comparece por la parte actora, el actor personalmente asistido de su apoderado "X" y 

a veces no se encuentra el actor, y el abogado sin más manifiesta que no es posible 

arreglo alguno, cuando el trabajador ni siquiera tiene conocimiento de que hay un 

posible arreglo. 

Octava. - Es precisamente en la etapa de demanda y eKcepciones cuando se integra la 

litis, que no es otra cosa que el marco inicial de la controversia suscitada por las 

panes dentro del procedimiento, es decir, lo que la parte actora reclama en su escrito 

de demanda; y lo que el demandado acepta o niega en la contestación de esta. 

Novena.- En cuanto a las pruebas, .estas tienen que ofrecerse en su etapa 

correspondiente de la primera audiencia, la que se denomina de ofrecimiento y 

admisión de pruebas, con fundamento en lo dispuesto en el articulo 778 del 

Ordenamiento Laboral vigente que dispone: "Las pruebas deberán ofrecerse en la 

misma audiencia salvo que se refieren a hechos supervenientes o que tengan por fin 

las tachas que se hagan valer en contra de los testigos". Las panes del proceso 

laboral pueden, en cualquier estado del procedimienlo, antes de cerrarse la 

instrucción, proponer las pruebas que tengan el carácler de supervenientes, lo que 

deberan justificar fehacientemente ante la Junla. 

Décima.- Es de observarse que la Ley Laboral se refiere a hechos supervenientes y 

no pruebas supervenienles que son dos cosas distinlas y no deben confundirse. Los 

hechos supcrveniemes son aquellos conocidos por el ac1or después de presentada su 

demanda, y por el demandado, después de contestada ésla y que se relacionen con su 

objclo o causa. 
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Décima Primera. - En cuanto a la prueba confesional, esta tiene plena eficacia 

especialmente cuando las partes dicen algo sin que se les pregunte, ya que la mayoría 

de los cuestionarios se encuentran formulados por la respuesta NO; en cambio, 

cuando no obstante su respuesta anexan algo mas, es ahl cuando estamos enfrente de 

la verdadera confesión. Esta prueba pierde eficacia por el aleccionamiento de 

quienes tienen que rendirla al desvirtuar la espontaneidad y veracidad de las 

declaraciones. 

Décima segunda.- En la prueba documental, habria que tomar mayor consideración a 

lo señalado en el articulo 802 en el renglón que a la letra dice: "excepto en los casos 

en que el contenido no se repute proveniente del autor; circunstancia que deberá 

justificarse como prueba idónea y del señalado en el articulo 33 de la Ley". Ya que 

cuando el patrón manifiesta que hay renuncia la Junta considerará una desventaja 

para el trabajador sin tomar en cuenta que probablemente fue elaborada después de 

que estampo su firma el trabajador, es decir, firmo una hoja en blanco la cual se 

lleno con posterioridad; por lo cual será nula dicha renuncia. 

Décima tercera. - En cuanto a la prueba testimonial, esta al igual que la confesional 

pierde su eficacia probatoria por estar en la mayoría de los casos los testigos 

aleccionados, aunque a mi juicio es más eficaz porque se puede tachar de falso al 

testigo aportando los elementos necesarios, y que pueden ser aquellos que 

constituyan circunstancias personales que concurren en el testigo y que hacen que el 

juzgador la deseche. También podemos hablar del parentesco, amistad o enemistad 

con alguna de las partes en el proceso, aunque en ocasiones no sólo se tacha al 

testigo de falso, sino su testimonio enfocándonos a las respuestas de éste. 

Décima Cuarta.- La prueba pericial se integra por medio de una persona ajena al 

juicio que es el perito, el cual puede ser ofrecido por alguna de las partes, y quien 

deberá responder a las preguntas que se le formulen, así como a las que hagan los 

miembros de la Junta a fin de conocer su dictamen. Es importante tomar en cuenta la 

idoneidad del perito sobre los elementos científicos o experimentales que se 
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utilizaron para la elaboración del dictamen, y sobre los métodos y razonamientos 

utilizados para llegar a sus conclusiones. 

Décima quinta.- Es común en la prueba de inspección el hecho de que la demanda 

exhiba documentos que demuestren la renuncia del trabajador y el apoderado de él 

los objete alegando que no es la firma de su mandante y ofrecer para el 

esclarecimiento de los hechos la prueba pericial para ilustrar a la autoridad de la 

falsedad de los documentos en cuestión. 

Décima sexta.- En cuanto a la prueba presuncional e instrumental de actuaciones, 

estás se ofrecen y se desahogan por su propia naturaleza, pero es necesario según la 

jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ofrecerlas para que la 

autoridad las tome en cuenta y las utilice; la presuncional legal cuando la ley lo 

establece expresamente y la humana cuando de un hecho debidamente probado se 

deduce otro que es consecuencia de aquél. Ambas son consecuencia que la ley 

deduce de un hecho conocido para averiguar la verdad de otro desconocido. La 

prueba instrumental de actuaciones es la que obra en el mismo expediente, es decir, 

son todas las actuaciones judiciales que se han lleyado a cabo desde que se fija la 

litis hasta antes de que se dicte el laudo respectivo. 

Décima sétima.- Sobre el ofrecimiento de pruebas se puede cometer por el Tribunal 

Laboral violación procesal que haga procedente el juicio de garantias, tanto al 

proveer sobre el ofrecimiento como al momento de su desahogo, e incluso en su 

valoración o desconocimiento al dictar el laudo. Según lo dispuesto en la fracción 111 

del articulo 1 59 de la Ley de Amparo, existe violación procesal que da fundamento a 

la interposición del juicio de garantías en los siguientes casos: 

<71" Cuando la junta no admita las prnebas ofrecidas legalmente, o parte de 

ellas. 

"il" Cuando no obstante haberlas admitido no las desahogue. 
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~ Cuando al admitirlas, varíe la forme o manera en que fueron 

propuestas. 

~ Cuando no las desahogue en forma legal; y, 

~ Cuando habiéndolas adnútido y desahogado, no las considere ni tome 

en cuenta al momento de dictar el laudo. 

Con el fin de evitar que las partes ocurran al ju\cio de garantias, es necesario que los 

juzgadores en materia laboral consideran las formas procedimentales que enmarca la 

ley para valorar eficientemente los medios de prueba. Claro, considerando la 

jurisprudencia que al respecto ha dictado la Suprema Corte de Justicia de la Nación o 

los Tribunales Colegiados de Circuito. 
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